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Resumen 

 
Análisis de la violencia por parte de los adolescentes dentro de su núcleo familiar 

durante el confinamiento en la ciudad de Bogotá. Abordaje desde la violencia 
intrafamiliar en el marco de la Ley 294 de 1996 

 
Este estudio se enfocó en analizar la violencia intrafamiliar en adolescentes durante el 

confinamiento en la ciudad de Bogotá, bajo el marco de la Ley 294 de 1996. El objetivo 

propuesto se orientó a analizar la Ley 294 de 1996 en atención a los casos de violencia 

intrafamiliar por parte de menores de edad en el contexto de la pandemia del COVID-19. 

La violencia siempre ha estado presente en la humanidad y que la misma ha ido 

transformándose conforme a las dinámicas sociales y culturales de cada sociedad, hasta 

llegar a convivir con la violencia y normalizándola como parte de la vida. Así, se busca 

desarrollar todo lo referido a la violencia filioparental unida a la pandemia COVID 19, con 

el fin de contextualizar el tema objeto de estudio que en síntesis es la violencia ejercida de 

los menores de edad y/o adolescentes contra sus padres, abuelos o demás miembros de 

la familia. Se utilizó una metodología sociojurídica con un enfoque analítico, y se empleó 

la técnica documental para recolectar información. La interpretación de la información se 

hizo por medio de un análisis de contenido, utilizando palabras clave, descriptores, 

resúmenes y clasificación de documentos. Los resultados obtenidos indican que hubo un 

aumento significativo en la violencia intrafamiliar por parte de los adolescentes durante el 

confinamiento en Bogotá, siendo la violencia filioparental el tipo más común de violencia 

reportada. A partir de estos resultados, se concluye que se requiere de una reforma 

normativa para abordar adecuadamente la violencia filioparental, ya que la Ley 294 de 

1996 no contempla explícitamente este tipo de violencia. También se sugiere la necesidad 

de implementar medidas preventivas y proporcionar atención y apoyo adecuados para las 

víctimas. 

Palabras clave: Violencia intrafamiliar, violencia filio parental, adolescentes, Ley 294 de 

1996, reforma normativa  
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Abstract 

 
Analysis of violence by adolescents within their family nucleus during confinement 
in the city of Bogotá. Approach from intrafamily violence within the framework of 

Law 294 of 1996 
 

This study focused on analyzing intrafamily violence among adolescents during the COVID-

19 lockdown in the city of Bogotá, under the framework of Law 294 of 1996. The proposed 

objective was to analyze Law 294 of 1996 in relation to cases of intrafamily violence 

committed by minors in the context of the COVID-19 pandemic. Violence has always been 

present in humanity and has transformed itself according to the social and cultural dynamics 

of each society, to the point of coexisting with violence and normalizing it as part of life. 

Thus, the aim was to develop everything related to filial violence combined with the COVID-

19 pandemic, to contextualize the object of study, which in summary is violence exercised 

by minors and/or adolescents against their parents, grandparents, or other family members. 

A socio-juridical methodology was used with an analytical approach, and the documentary 

technique was employed to collect information. The interpretation of the information was 

done through content analysis, using keywords, descriptors, summaries, and document 

classification. The results indicate a significant increase in intrafamily violence by 

adolescents during the lockdown in Bogotá, with filial violence being the most common type 

of reported violence. Based on these results, it is concluded that normative reform is 

required to properly address filial violence, as Law 294 of 1996 does not explicitly 

contemplate this type of violence. It is also suggested that preventive measures be 

implemented, and adequate attention and support be provided to victims. 

Keywords: Intrafamily violence, filial violence, adolescents, Law 294 of 1996, normative 

reform. 
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Introducción  

A finales del año 2019 la Organización Mundial de la Salud (de ahora en adelante, OMS) 

fue notificada sobre varios casos de neumonía en la ciudad de Wuhan, provincia de 

Hubei, en China. Dichos casos se propagaron exponencialmente en todo el territorio de 

China, avanzando a pasos agigantados hasta la expansión alrededor del mundo. Una 

semana después de haber notificado a la OMS, las autoridades del Gran Asiático 

confirmaron la presencia de un nuevo coronavirus (SARS-CoV-2), responsable de los 

casos de neumonía viral; la OMS al poco tiempo de esta notificación declaró la COVID-

19 como un asunto de “emergencia de salud pública de importancia internacional” 

(ESPII) y posteriormente, escaló el riesgo a la categoría de pandemia, entendida como 

una epidemia transmisible entre varios países, afectando a un elevado número de 

individuos.  

 

 

El Ministerio de Salud y Protección Social de Colombia confirmó el primer caso de 

COVID-19 en el territorio nacional el 6 de marzo de 2020, por lo que el ministro 

correspondiente, el Dr. Fernando Ruiz Gómez, en conjunto con entidades como 

Secretarías Departamentales y Distritales de Salud, EPS, IPS, aseguradoras y otras 

agremiaciones participaron en la elaboración del plan de respuesta ante el ingreso de 

COVID-19 en Colombia, generando un acuerdo en el que todos los territorios adquieren 

el compromiso de adoptar el plan de contingencia para enfrentar la crisis sanitaria, 

estableciendo medidas de confinamiento y aislamiento preventivo. Tales medidas fueron 

efectivas en la mitigación de la propagación del virus dentro del territorio colombiano, sin 

embargo, ha tenido consecuencias no deseadas sobre la convivencia en los hogares. 

 

 

De dicha situación, el delito de maltrato habitual concretado en la Violencia Filioparental 

(en adelante VFP) recae en una realidad latente en la sociedad colombiana, por lo que 
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la ley busca prevenir, sancionar y remediar la violencia familiar mediante sucesivas 

reformas legislativas de carácter penal y civil, desarrollando como principio sagrado en 

el artículo 42 de la Constitución Política de Colombia “(…) Cualquier forma de violencia 

en la familia se considera destructiva de su armonía y será sancionada conforme a la 

Ley (…)”. Con fundamento a este artículo, se expide la Ley 294 de 1996 cuya finalidad 

es prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar, y normas complementarias, 

como la Ley 575 del 2000 que reforma parcialmente la Ley 294 de 1996, y la Ley 1257 

de 2008 que aborda la sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 

discriminación contra las mujeres. 

 

 

El objetivo1 de la primera ley fue la adopción de un marco normativo que permita una 

atención integral a los sujetos involucrados en las distintas formas de violencia intrafamiliar, 

por lo que cualquier persona2 que sea víctima de las agresiones de un miembro de su 

núcleo familiar, cuenta con el derecho de acudir ante la Comisaría de Familia o ante un 

Juzgado Civil Municipal o Juzgado Promiscuo para que tome las medidas apropiadas para 

la protección del agredido. Vale la pena especificar el concepto de núcleo familiar, que no 

se refiere solo a los vínculos jurídicos o a los consanguíneos, sino que abarca a “todas las 

demás personas que de manera permanente se hallaren integrados a la unidad 

doméstica”3, trascendiendo a exigencias formales, que tal y como lo señala el Consejo de 

Estado: “la familia […] puede tener un sustrato natural o social, a partir de la constatación 

de una serie de relaciones de afecto, de convivencia, de amor, de apoyo y solidaridad, que 

son configurativas de un núcleo en el que rigen los principios de igualdad de derechos y 

deberes, y el respeto recíproco de los derechos y libertades de todos los integrantes”4 

 

 

Es decir, el núcleo familiar no se limita a las relaciones entre cónyuges, compañeros 

permanentes, o entre padres e hijos, sino que se presenta como un fenómeno de una 

 
1 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 294 de 1996. Por la cual se desarrolla el 

artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la 

violencia intrafamiliar: Diario Oficial No. 42.836, de 1996.  
2 Ibid., artículo 4 
3 Ibid., artículo 2, literal D 
4 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. expediente: 17997, M.P. Enrique Gil Botero. 2 de 
septiembre de 2009. 
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magnitud variable, en atención a las dinámicas sociales. Una vez abarcado el contexto 

normativo, el cual nos permite entender la respuesta que se da desde el a este fenómeno, 

es necesario hacer referencia a la familia para entender la forma como se expresa la 

presencia de la VFP en Bogotá y la importancia de hablar sobre este tema.  

 

 

La concepción de familia como institución socializadora es abordada por una dinámica 

relacional, definida por la Constitución Política de Colombia en el artículo 42 como aquellos 

“vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 

matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla” en los cuales, se gestan los 

individuos que integran la sociedad y el Estado a partir de dinámicas relacionales cargadas 

de normas y cohesión social dentro del plano emocional de cada uno de los integrantes. 

Sin embargo, esta situación se ve fragmentada cuando se presenta alguna problemática 

relacionada con disociaciones que afectan a la familia, tales como aquellas que emergen 

de la violencia intrafamiliar y peor aún, cuando ésta es promovida por los adolescentes 

hacia sus padres. “La violencia que se ejerce en el ámbito de la convivencia familiar es un 

fenómeno social complejo, permeado por aspectos culturales, históricos, económicos y de 

salud, que reviste múltiples expresiones y modalidades de acuerdo a los involucrados y a 

la dirección de la agresión”5. 

 

 

La problemática de la violencia intrafamiliar es un tema que nos incumbe a todos, pues sus 

consecuencias se ven reflejadas en el “ámbito económico, político, social y de salud 

pública; es un fenómeno social que afecta a la familia como institución básica de la 

sociedad”6. En Colombia, la familia es el contexto más violento. Conforme las cifras 

ofrecidas por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, para el periodo 

“2006 – 2017 fueron objeto de reconocimiento médico legal 289.784 casos de agresiones 

ocurridas a manos de otros miembros de la unidad familiar, diferentes a la pareja o expareja 

y a la violencia sexual”7. 

 

 

 
5 CONCEJO DE BOGOTÁ. Proyecto de Acuerdo 471 de 2017. Por el cual se crea el certificado de 
“Antecedentes de Violencia Intrafamiliar y se dictan otras disposiciones”. p. 2. 
6 Ibid., p. 2.  
7 Ibid., p. 2. 
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Cabe destacar que en los últimos tiempos ha comenzado a despertar cierto interés otro 

tipo de violencia que tiene la génesis en el seno de las familias. Se trata de la VFP; pese 

a que algunos autores la reconocen como un fenómeno “nuevo”, históricamente ha estado 

latente en el seno de la familia. En 1957 fue denominado como síndrome de los 

progenitores maltratados y considerado un subtipo de violencia familiar"8.  

 

 

Las agresiones físicas, verbales y emocionales que se desarrollaron dentro de las 

relaciones familiares durante el confinamiento en Bogotá implican dinámicas y factores 

complejos que son derivados de la transmisión transgeneracional que precisan la 

formación de personas violentas perpetuando el ciclo que conlleva la violencia. El trámite 

contemplado en la Ley 294 de 1996 dispone que debe haber respeto de los Derechos 

Fundamentales de los menores de edad, por lo que de manera inexorable deben acudir al 

Código de Infancia y Adolescencia. Una de las cuestiones a plantear es que la Ley 294 de 

1996 es independiente de las acciones penales a las que haya lugar, y respecto al 

tratamiento a menores agresores solo se encuentra en el Sistema de Responsabilidad 

Penal de Adolescentes. Lo abordado permite formular la siguiente pregunta de 

investigación: ¿El confinamiento se considera como un factor determinante que ahonda la 

situación de las víctimas de violencia intrafamiliar ocasionada por los jóvenes menores de 

edad, en comparación con el contexto en tiempos de normalidad? 

 

 

La investigación fija para dar respuesta a la pregunta de investigación, el siguiente objetivo 

general: Analizar la Ley 294 de 1996 en atención a los casos de violencia intrafamiliar por 

parte de menores de edad en el contexto de la pandemia del COVID-19, que se desglosa 

en los siguientes objetivos específicos: Describir las características de los jóvenes 

implicados en casos de violencia intrafamiliar, su dinámica familiar y algunos aspectos del 

entorno social que podrían estar facilitando la ocurrencia de esta; analizar el enfoque desde 

la sociología criminal que fundamenta la atención integral al menor infractor y/o 

contraventor dentro de un delito de violencia intrafamiliar; e indagar sobre el fenómeno de 

la violencia en el entorno de la familia y particularmente del ejercicio de los adolescentes 

 
8 Ibid., p. 3 
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hacia esta en pro de fijar unos lineamientos que amplie lo estipulado en la Ley 294 de 

1996. 

 

 

En este orden de ideas, la importancia o relevancia de la investigación recae en la 

necesidad de visibilizar la presencia de la VFP, ejercida por adolescentes durante el 

confinamiento en la ciudad de Bogotá. Según la Fiscalía General de la Nación, “entre el 

13 de febrero de 2020 y el 13 de febrero de 2021, se presentaron 92.611 procesos en 

materia de VFP, de los cuales tienen avance de esclarecimiento 10.623”9. Las anteriores 

cifras datan la abrumadora cantidad de denuncias interpuestas en época de pandemia, 

lo que expone claramente una grave situación que empeora con las medidas de 

aislamiento preventivo que se tomaron debido al COVID-19 y que dio pie al incremento 

de casos de VFP.   

 

 

A lo señalado se suma que el aumento de la VFP en tiempos de pandemia estableció una 

dificultad para demostrar esta modalidad de violencia que se encuentra en el subregistro 

de la información y que la misma está inserta en otros tipos de violencia. Lo mencionado 

dificultó un poco el desarrollo del trabajo más no el alcance, ya que la idea central es 

mostrar como la Ley 294 de 1996 se queda corta al no mencionar la VFP. Otro aspecto a 

destacar del trabajo radica en que la VFP requiere un tratamiento normativo propio que 

permita identificar este tipo de violencia sin las dificultades que se evidenciaron en el 

desarrollo del trabajo y que con la pandemia se hizo latente pero imperceptible. Un claro 

ejemplo, de lo que expongo es lo que sucedía con las mujeres antes de la Ley del 

feminicidio – Ley 1761 de 2015 – , se sabía que existía, pero no se encontraba plenamente 

regulado.  

 

 

La propuesta metodológica parte de una investigación socio – jurídica la cual tiene como 

objeto el estudio de “la realidad social en la medida que advierte una incidencia en los 

comportamientos sociales que busca modificar. Así las cosas, el derecho busca 

 
9 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Informe de Gestión 2021-2021. Fiscalía General de la 
Nación. Bogotá, D.C. 2021. 
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transformar los acontecimientos sociales, de ahí la incorporación al método científico”10. 

Una de las cosas que se debe tener en cuenta en la investigación sociojurídica es que 

este tipo de investigación se acoge a los cuatro enfoques o dimensiones de estudio del 

derecho: “el hecho normativo, el hecho social, el hecho histórico y el aspecto valorativo”11. 

La investigación sociojurídica permite integrar una visión interdisciplinaria y contextual. Al 

derecho en la actualidad le interesa más comprender mejor las dinámicas sociales y sus 

conflictos, que garantizar el acceso a la justicia como un derecho fundamental.  

 

 

El enfoque es analítico que lleva a que el investigador haga uso de su experiencia, en pro 

de verificar o validar sus pensamientos o razonamientos, a través de métodos 

demostrables. Las particularidades de este enfoque es que es fáctico, exige que los 

hallazgos o hechos sean comprobables, “empíricamente verificable gracias al uso de los 

sentidos y la contrastación con la realidad, autocorrectivo y progresivo ya que se actualiza 

de forma natural y constante, significa que lo que se tiene por cierto puede cambiar mucho 

cuando existan pruebas que respalden una nueva situación”12. 

 

 

La técnica utilizada es la documental en la cual se debe tener cuenta las fuentes primarias 

de información que son los “documentos que registran o corroboran el conocimiento 

inmediato de la investigación”13. La interpretación de la información se hizo por medio de 

un análisis de contenido, haciendo uso de palabras clave. El trabajo se estructura en tres 

apartados el primero el marco teórico referente a la violencia intrafamiliar, la VFP y la 

regularización y tratamiento penal de estas conductas; la segunda parte la sociología 

criminal para comprender las actuaciones violentas de los adolescentes y el tercer 

apartado el componente estadístico, presentando un ejemplo positivo del manejo de la 

VFP con España que es un país avanzado en la materia. 

 
10 BERNAL, CAMARGO. Diana Rocío. Et. al. Retos éticos de la investigación sociojurídica: Una 

revisión a partir de buenas prácticas en artículos publicados. En: Revista Estudios Socio – Jurídico, 
volumen 20, número 1, octubre. 2017. Pp. 107 – 131.  
11 Ibid., p. 112 
12 CARVAJAL, Jorge. Sociología jurídica y derecho. En: Revista Prolegómenos. Derechos y Valores, 

volumen 14, núm. 27, enero-junio de 2011. Pp. 109 – 119 
13 HERNÁNDEZ SAMPIERI, Roberto, FERNÁNDEZ COLLADO, Carlos y BAPTISTA LUCIO, Pilar. 

Metodología de la Investigación. 3ª ed. Colombia: McGraw Hill. 2010. p. 112. 



 

 

1. Capítulo 1 

1.1. Introducción  

La violencia ha estado presente en todas las esferas sociales y en todas las épocas, como 

lo podemos ver con los nómadas, quienes querían asentarse en un territorio y en caso de 

que sus intereses entrarán en conflicto con otro grupo social, se veían obligados a acudir 

a la violencia con el propósito de poder asentarse o simplemente de sobrevivir a las 

condiciones en las que se encontraban sometidos, protegiendo al clan al que se 

pertenecía14. 

 

 

Este estado natural de violencia se mitiga unos siglos después a través de pactos sociales, 

como el “contrato social”, en el que los sujetos involucrados dan su consentimiento para 

no agredir al otro, siempre y cuando se respeten unos mínimos, como el derecho a la 

propiedad, etc., por lo que en este punto la esfera social protegida sería la “ciudad” o el 

“pueblo”, en tratándose de sujetos iguales ante la ley y la justicia15. Las situaciones de 

violencia son producto del relacionamiento entre sujetos que tienen un desequilibrio de 

poder16, y tienen dos alternativas; la primera es demostrar quién tiene el poder, como en 

el caso de los nómadas, la violencia pura17; y la segunda es la creación de acuerdos entre 

las partes, que tengan un fin común, tal y como se ve en el contrato social18. 

 
14 GARCÍA, Luis Ángel y GONZÁLES Aparicio. El origen de la violencia en las sociedades humanas: 
violencia simbólica, violencia fundadora y violencia política. En: Revista Pre-bie, núm. 4. 2015, Pp. 
3 – 14. 
15 LÓPEZ, Karla. Violencia de estado como respuesta al conflicto social: un análisis desde el 
enfoque de la justicia. (Tesis de grado). México: Universidad Autónoma de México. 2013. p. 30 
16 INFANTE, Luis, et al. La violencia familiar: actitudes y representaciones sociales. España: 
Editorial Fundamentos. 1999. p. 212 
17 ŽIŽEK, Slavoj. Sobre la violencia. Barcelona: Paidós, 2017. p. 220 
18 GARCÍA, Luis Ángel y GONZÁLES Aparicio. Óp. Cit., p. 13. 
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El contexto social tiene especial relevancia por las necesidades que están en juego o en 

riesgo de no verse satisfechas, que en el ámbito intrafamiliar se debe analizar a más 

detalle, por cuanto la familia como núcleo de la sociedad, presume ser un espacio seguro 

para el individuo, empero esto puede no ser así. En este escenario, el relacionamiento 

familiar parte de un abuso de poder de uno o más miembros de la familia19, en contra de 

uno o más integrantes de ésta, generándole aquellos, una serie de daños o amenazas 

aprovechándose del poder especial que poseen los sujetos dentro de la familia. 

 

 

A partir de las dinámicas sociales, se puede establecer quiénes serían los agresores y 

quiénes serían las víctimas20. Al encontrarnos en una sociedad patriarcal, que poco a poco 

ha ido neutralizándose, se establece a priori que el agresor suele ser el hombre y las 

víctimas, todos los sujetos que tengan una dependencia, como su pareja o sus hijos. 

El abuso de poder se debe a que existen dependencias de tres naturalezas diferentes no 

excluyentes, en atención a las dinámicas sociales de hoy en día21. Puede tratarse de una 

dependencia emocional, económica o social22. 

 

 

La sociedad ha determinado que el hombre es la cabeza de familia, y también 

representante de esta ante la sociedad23. El hecho de que la mujer, por disposiciones 

jurídicas (precedidas de dinámicas sociales), ostente el apellido de su esposo junto al de 

ella o que su esposo sea el que disponga de sus bienes, o que pueda raptarla para contraer 

matrimonio, generó cierta dependencia de su esposo, permitiendo la creación de espacios 

de violencia por la inferioridad social a la que había estado expuesta. Actualmente ninguno 

de los dos ejemplos está vigente en la normativa colombiana, el hombre ya no tiene esa 

potestad sobre los derechos de la mujer por diversos movimientos sociales que se han 

 
19 ULLOA, Fresia. Violencia familiar y su impacto sobre el niño. En: Revista chilena de pediatría, vol. 
67, núm. 4. 1996. Pp. 183 – 187. 
20 FIESTAS, Fabián, et al. ¿Quién es la víctima y quién el agresor en la violencia física entre 
parejas?: estudio epidemiológico en siete ciudades del Perú. En: Revista peruana de medicina 
experimental y salud pública, vol. 29. 2012. Pp. 44 – 52. 
21 BERGALLI, Roberto y BEIRAS, Iñaki. Torturas y abuso de poder. Barcelona: Anthropos. 2006. 
22 GONZALES, Abel; GUERRA, Tula y RODRIGUEZ Carlos. Violencia y dependencia emocional en 
parejas adolescentes de educación secundaria de la región Huancavelica, Perú. 2021. 
23 FABELO, José. Los valores y la familia. En: Revista Magistralis, núm. 18. 2015. Pp. 93 – 115. 
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gestado y desarrollado en el transcurso de los años24, demostrando así que el contexto 

social es un elemento dinamizador de la violencia intrafamiliar. 

 

 

En el caso de los hijos, está fuertemente marcada la dependencia emocional, ya que los 

padres son fundamentales en el crecimiento de un niño, niña o adolescente, quienes, al 

sentir miedo a perder el amor de sus padres, frente a la posibilidad de abandono se 

someten a satisfacer las necesidades de sus progenitores25. Los padres al ser mentores 

de los jóvenes, éstos no tienen la capacidad para discernir límites, abriendo el espacio 

para que los padres (o madres) sean agresores. Se han presentado cambios en el contexto 

social que antes habrían sido impensables, como nuevas formas de familia26, como la 

homoparental, la nuclear o la familia extendida, y así, han surgido nuevas formas de 

violencia; por ejemplo, que las esposas agreden a sus esposos, que los hijos agreden a 

sus padres; si bien estos nuevos tipos de violencia no son tan recurrentes como los que 

podríamos denominar “clásicos”, son actos violentos que merecen toda la atención del 

caso. 

 

 

1.2. La violencia intrafamiliar en contexto  

La violencia intrafamiliar se ha concebido como una gravísima expresión de patología 

social, presente en casi todos los escenarios de la vida cotidiana, y por tanto, debe recibir 

la atención adecuada por parte del Estado, ya que es la familia justamente la cuna de la 

paz  y con la creación de las Leyes 294 de 1996 y 575 del 200027, lo que se quiere es sin 

lugar a dudas, contrarrestar la violencia intrafamiliar, para garantizar así la convivencia 

pacífica y tranquila en la familia, preservar la armonía y la unidad de la familia, 

convirtiéndose entonces en un correctivo que evite la violación al derecho de la víctima y 

 
24 MOLYNEUX, Maxine. Género y ciudadanía en América Latina: cuestiones históricas y 
contemporáneas. En: Debate feminista. vol. 23. 2001. Pp. 3 – 66. 
25 BARUDY, Jorge y DANTAGNAN, Maryorie. Los buenos tratos a la infancia: Parentalidad, apego 
y resiliencia. Barcelona: Gedisa. 2005. p. 159. 
26 SAINTOUT, Florencia. Jóvenes e incertidumbres: percepciones de un tiempo de cambios. 
Familia, escuela, trabajo y política. (tesis de grado). Buenos Aires: FLASCO. 2007. 
27 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 575 de 2000. Por medio de la cual se 

reforma parcialmente la Ley 294 de 1996 Bogotá, D.C.: Diario Oficial No 43.889, de 2000. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0294_1996.html#1
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las personas que conformar su grupo familiar, a no ser agredidas por otro miembro del 

grupo familiar. Sin embargo, el artículo 4 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 

16 de la Ley 1257 de 2008, expone que: 

 

 

Toda persona que dentro de su contexto familiar sea víctima de daño físico, 

psíquico, o daño a su integridad sexual, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra 

forma de agresión por parte de otro miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin 

perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, al comisario de familia del 

lugar donde ocurrieren los hechos y a falta de este al Juez Civil Municipal o 

Promiscuo Municipal, una medida de protección inmediata que ponga fin a la 

violencia, maltrato o agresión o evite que esta se realice cuando fuere inminente. 

La norma señalada deja un vacío si desde las Comisarias de Familia se puede 

conminar a los menores de edad que incurren en violencias hacia sus familiares. 

 

 

En Bogotá las cifras muestran que la violencia intrafamiliar en tiempo de confinamiento ha 

ido en aumento; efectivamente, de acuerdo con informes estadísticos del Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en dictámenes por violencia intrafamiliar 

se tiene que de “un porcentaje del 34.28% durante el año  2020 entre enero y junio, que 

corresponden en su mayoría a maltrato infantil, maltrato de pareja, sin embargo, ya en 

detalle específico por violencia intrafamiliar, se sitúa un 65.48% de violencia de pareja y 

en segundo lugar la violencia entre otros familiares en un 20.96%” de los cuales se puede 

ubicar violencia cometida por los adolescentes en la familia como cuando son los hijos los 

que maltratan a su familia y este será el tema de abordaje28. Pero ¿qué es violencia 

intrafamiliar?, esta hace referencia a toda acción u omisión cometida en el seno de la 

familia “por uno o varios de sus miembros que de forma permanente ocasione daño físico, 

psicológico o sexual a otros de sus miembros, que menoscabe su integridad y cause un 

serio daño a su personalidad y/o a la estabilidad familia”29 . 

 
28 INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES-Subdirección de 
servicios forenses. Centro referencial nacional de sobre violencias CRNV- Boletín estadístico 
mensual. junio 2020. [Consultado: diciembre 4 de 2020]. Disponible en 
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/494197/Boletin+estadistico+junio.pdf  
29 ALMENARES, Mariela; LOURO, Isabel y ORTIZ, Maria. Comportamiento de la violencia 
intrafamiliar. Revista Cubana de Medicina General integral, 15(3). 1999. Pp. 285-292. 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1257_2008.htm#16
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/494197/Boletin+estadistico+junio.pdf
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Estas acciones han permeado el seno familiar desde sus orígenes, siendo invisible por 

siglos al ser catalogada como algo “normal”, en particular en el modelo de familias 

patriarcales, en donde la mujer no era tenida en cuenta en ningún rol diferente a los oficios 

domésticos o la crianza de los hijos. La violencia intrafamiliar también ha sido comprendida 

como todo acto de violencia basado en “el género que tiene como resultado posible o real 

un daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas la coerción o la privación 

arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la vida privada”30 Desde 

esta perspectiva los índices de la violencia intrafamiliar en un margen de 20 años paso de 

un 8% en el 2001 a un 33% a marzo de 2020, porcentaje que resulta desalentador para 

lograr el equilibrio de la sociedad colombiana.  

 

 

1.2.1. Violencia hacia menores de edad 

La violencia hacia los menores de edad ha estado inserta en la humanidad desde que se 

tiene conocimiento de ésta, siendo extensiva a la violencia contra la mujer, y respondiendo 

al modelo de violencia intrafamiliar. El abordaje del apartado se hace, teniendo en cuenta 

los planteamientos del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (en adelante ICBF). 

Desde el ICBF31, se plantea que la violencia contra los niños, niñas y adolescentes tiene 

sus raíces desde los diferentes patrones culturales que se han venido prolongando a través 

de las épocas; de esta manera al menor se le percibe como alguien frágil, y al mismo 

tiempo carente de derechos dentro del núcleo familiar. Estima el ICBF que “con la doctrina 

de la Protección Integral y el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como 

sujetos de derechos, cada vez más, se ha venido reconociendo la violencia contra la 

infancia y la adolescencia como una vulneración a los derechos consagrados en el marco 

normativo internacional y nacional”32. 

 

 

 
30 VAIZ, Rosa y SPANO, Ana. “La violencia intrafamiliar, el uso de drogas en la pareja, desde la 
perspectiva de la mujer maltratada”. Revista Latinoamericana Enfermagem. 2004. Pp. 433-438 
31 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. Lineamiento técnico para la atención de 
niños, niñas y adolescentes con sus derechos amenazados o vulnerados por causa de la violencia. 
Gobierno de Colombia. Bogotá, D.C. 2017. 
32 Ibid. p. 2 
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La primera mención que se hace a los derechos de los niños, niñas y adolescentes la 

encontramos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 

1966, en las obligaciones que deben adquirir los Estados Parte en el artículo 10°, numeral 

tercero, en el cual encontramos la “adopción de medidas especiales de protección y 

asistencia en favor de todos los niños” que permitan su desarrollo pleno, evitando que sean 

víctimas de explotación económica, laboral y/o social, o que deban participar en conductas 

que sean “nocivas para su moral”, elaborando los tipos penales necesarios para su 

cumplimiento. 

 

 

En el Pacto Internacional de Derechos Humanos de 1967 en su artículo 24, más allá de 

las obligaciones que tiene el Estado Parte para con los niños, niñas y adolescentes, se 

refiere a los derechos que ellos poseen, reafirmando el contenido del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, añadiéndole elementos de especial 

relevancia como la ampliación del espectro de la no discriminación, la responsabilización 

de la familia, sociedad y Estado del desarrollo de estos sujetos, y el derecho a la 

nacionalidad. En Colombia, en desarrollo de las obligaciones de los Estados Parte, el 

Gobierno a través del Decreto 2737 de 1989 –Código del Menor –, marco normativo 

bastante completo y adelantado en su tiempo, desarrolló los derechos y procedimientos a 

tener en cuenta, en pro de la protección de la infancia. Por su parte, en la Convención de 

los derechos de los niños de 1990, se establecieron una serie de derechos y principios que 

fueron acogidos por la Constitución Política de Colombia de 1991, en la cual se avanzó en 

materia de establecimiento de principios que promueven el desarrollo económico, 

ecológico y social, a fin de constitucionalizar los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes, determinando su calidad de sujetos de especial protección constitucional. 

 

 

Los niños por ser sujetos incapaces de reclamar derechos, debido a su nulo conocimiento 

jurídico, se les cataloga como sujetos privilegiados o de especial protección, entonces 

cualquier persona está legitimada para exigir el cumplimiento de los derechos de los niños 

y sancionar a los infractores. Así, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que los 

niños, niñas o adolescentes tienen un estatus de sujetos de protección constitucional 
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reforzada33. La satisfacción de sus derechos e intereses debe constituir el objetivo primario 

de toda actuación (oficial o privada) que les relacione34. En lo que tiene que ver con el 

conjunto de normas que regulan las relaciones familiares y todos los temas referentes a 

los menores de edad, actualmente en el Estado colombiano, debemos mencionar tanto el 

Código de la Infancia y la Adolescencia – Ley 1098 de 2006 – como el Código Civil 

colombiano.  

 

 

De conformidad con la constitución, la ley, los tratados internacionales y la jurisprudencia 

constitucional, los derechos de los menores prevalecen sobre los derechos de los demás, 

razón por la cual se ofrecen garantías y beneficios que protegen su proceso de formación 

y desarrollo. Igualmente, que “al adquirir los menores el estatus de sujetos de protección 

constitucional reforzada, la satisfacción de ese deber se constituye en el objetivo primario 

de toda actuación -particular u oficial- que les concierna”35. Por su parte, el ICBF manifiesta 

que hace unas décadas, esta situación era tratada como normal, por tanto, se tuvo que 

hacer bastantes reformas tanto normativas como culturales, para comenzar a verla como 

una verdadera problemática y actuar oportunamente por el bienestar físico y emocional de 

los infantes y adolescentes. Por tanto, se establece ya no el término de maltrato infantil, 

sino el de violencia contra los niños, niñas y adolescentes definido como: 

 

 

Toda acción, omisión, abuso, uso de la fuerza o del poder que se expresa a través 

de la violencia física, psicológica, sexual y la negligencia, así como a través de las 

amenazas de tales actos, la cual se puede presentar en distintos ámbitos y ser 

ejercido por parte de sus padres, representantes legales o cualquier otra persona; 

 
33 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 512 de 2016 
34 Al respecto se pueden revisar la Convención sobre los Derechos del Niño creada en 1989 mediate 
la cual se reconoce que los menores son seres humanos y que tienen derecho a su pleno desarrollo, 
físico, mental y social y con derecho a expresar libremente sus opiniones; el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos sancionado en 1976 cuyo preámbulo indica la garantía en los derechos, 
en cuanto al respeto que se les debe garantizar a todos los individuos que ocupen un territorio; La 
Declaración Universal de Derechos Humanos expedida en 1948 que expresa la igualdad de todos 
los seres humanos; integra 30 declaraciones y libertades que pertenecen a todas las personas y 
que nadie nos puede arrebatar.  
35 FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA O UNICEF. Violencias contra niñas, 
niños y adolescentes en América Latina y el Caribe / Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. San José. 2019. p. 12. 
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produce daño y afecta la integridad personal, el desarrollo integral de los niños, 

niñas y adolescentes, llegando incluso hasta la muerte36. 

 

 

Con lo anterior, la Institución que tiene toda la injerencia dentro del país en asuntos de 

menores de edad, entrega una definición de la violencia teóricamente tratada en este 

apartado. También hace mención del marco normativo partiendo de lo estipulado en la 

Constitución Política de Colombia, artículos 42 al 45 y lo referido en el Código de Infancia 

y Adolescencia Ley 1098 de 2006 en los artículos 7, 8 y 18. Como tal, el ICBF manifiesta 

que este tipo de violencia es evidenciable a través de cuatro aspectos como: la violencia 

física, sexual, psicológica y negligencia. Los contextos en los que ocurre son lo público, 

privado y en los últimos años, cibernético. Por su parte, el Fondo de las Naciones Unidas 

para la Infancia o UNICEF37 elaboran una delimitación de lo que se puede reconocer como 

menor de edad a quién tiene menos de 18 años, parámetro que se encuentra establecido 

en casi todos los países latinoamericanos. 

 

 

La UNICEF manifiesta que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 

Corte IDH) reflexiona que “la prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida 

como la necesidad de satisfacción de todos los derechos de la infancia y la adolescencia, 

que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación de todos los demás derechos 

de la Convención cuando el caso se refiera a menores de edad”38. Al respecto la Corte 

IDH en la Opinión Consultiva OC – 17 de 2002 establece un marco de protección para 

la infancia, al señalar que los menores poseen los mismos derechos que cualquier ser 

humano; además, de indicar los derechos especiales de los que deben gozar, tales 

como los que recaen sobre la familia, la sociedad y el Estado. También hace énfasis en 

que el interés sobre el niño exige cuidados especiales, en consonancia con el art. 19 de 

la Convención Americana que expresa las medidas especiales de protección39.  

 
36 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. Óp. Cit., p. 3 
37 FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA O UNICEF. Violencias contra niñas, 
niños y adolescentes en América Latina y el Caribe / Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. San José. 2019 
38 Ibid. p. 4 
39 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Opinión Consultiva OC – 17. 
Condición jurídica y Derechos Humanos del niño. Costa Rica. 2002. p. 3 
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Con referencia a las medidas de protección la Corte IDH en el caso de los hermanos 

Gómez Paquiyauri vs. Perú 2004, estableció que las medidas de protección deben ser 

interpretadas, no solamente con el art. 19 de la Convención Americana, sino con los 

arts. 2°, 6° y 27. Los artículos mencionados permiten precisar las variadas direcciones, 

los alcances de las medidas de protección a las que hace referencia el art. 19 de la 

Convención Americana. Entre estas, merecen ser “destacadas las referentes a la no 

discriminación, a la prohibición de la tortura y a las condiciones que deben observarse 

en casos de privación de la libertad de los niños”40. Reafirma la Corte IDH en el caso 

Gonzáles y otras (Campo Algodonero) vs. México 2009, que la prevalencia del interés 

general debe ser comprendida como la “necesidad de satisfacción de todos los derechos 

de la infancia y adolescencia, que obliga, al Estado e irradia efectos en la interpretación 

de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se refiera a menores de 

edad”41. 

 

 

De otra parte, el Comité de los Derechos del Niño y la UNICEF, manifiestan que existe 

un interés superior del niño, niña y adolescente; por tal motivo, los Estados y las 

sociedades que representan deben de apropiarse de esta responsabilidad, y garantizar 

que esta población tenga la mayor protección posible, teniendo en cuenta el concepto 

“de Interés superior del niño”. De igual manera: 

 

 

Los Estados deben asumir, en consecuencia, una posición especial de garante 

con mayor cuidado y responsabilidad, y deben tomar medidas especiales 

orientadas en el principio del interés superior del niño. Este principio se 

fundamenta en la dignidad misma del ser humano, en las características propias 

de los niños, niñas y adolescentes, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de 

éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades42. 

 

 
40 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso de los hermanos Gómez 
Paquiyauri vs. Perú. Fondo de Reparaciones y Costas. Julio 8. Costa Rica. 2004. p. 14 
41 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso González y otras (“Campo 
Algodonero”) vs. México. Excepción Preliminar, fondo de reparaciones y costas. Noviembre 16. 
Costa Rica. 2009. p. 22.  
42 Ibid. p. 5 
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También esta institución manifiesta que es la familia la principal entidad encargada de la 

protección y bienestar de los menores de edad, pero cuando esta no se encuentra 

cumpliendo esta importante función, es el Estado quien debe de activar ciertos 

mecanismos soportados en la Ley, para que de otra manera se le pueda dar garantía a 

los derechos de esta población. 

 

 

1.2.2. Una visión doctrinaria de la violencia de los adolescentes 

hacia la familia 

La violencia intrafamiliar respecto de los agresores menores de edad, tienen diversos 

matices; sin embargo, se establece que es escasa la información existente sobre este 

tema. Se ha encontrado que los adolescentes cuyas familias recurren a la violencia para 

resolver conflictos, presentan un mayor riesgo de recurrir también a esta vía para 

solucionar los problemas; esto es perceptible, dado a que cuando la violencia emerge en 

el hogar se desarrolla entonces una aprehensión cognitiva, teniendo un modelo a seguir por 

parte de los menores, que puede llegar a influir negativamente ya que se puede reproducir 

comportamientos agresivos y maltratadores43. 

 

Los estudios criminológicos, como el de Widom44, sobre violencia intrafamiliar han 

señalado que especialmente los niños y adolescentes, que sufren malos tratos o están 

expuestos a violencia, poseen más probabilidades de convertirse en agresores. Este 

patrón soportado en el empleo de la violencia, y orientado a una forma negativa de 

solucionar conflictos, sería el interiorizado por el menor, y que ocasionaría una violencia 

ejercida por jóvenes en su núcleo familiar. 

 

 

Por lo anterior, las investigaciones que se han desarrollado al respecto tratan de dilucidar 

 
43 MORALES ORTEGA, Helena. “Violencia cometida por los adolescentes en la familia o cuando 
son los hijos los que maltratan, Un estudio en la ciudad de Barranquilla”. Revista de Criminología 
ISSN 1794-3108. Bogotá, D.C. 2011. Pp. 99-121. 
44 WIMDOM Chathy “The cycle of violence”, Centro de Investigación de Justicia Penal Hindelang-
Escuela de Justicia Penal- Universidad Estatal de Nueva York en Albany E.U 1989. Traducción 
realizada con la versión gratuita del traductor www.DeepL.com/Translator  

http://www.deepl.com/Translator
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si el niño o el adolescente que exterioriza comportamientos antisociales fue víctima a su 

vez de violencia al interior de su familia. Estas indican45 que la conducta violenta, o 

agresiva, suele aprenderse a una edad temprana. La Criminología también ha expuesto 

una diversidad de constituyentes de riesgo que intentan dar explicación a la probabilidad 

de desplegar comportamientos, sobre todo a aquellos que surgen desde la familia, debido 

a que esta es el primer ente socializador del niño y su modelo a seguir. Rutter, Giller y 

Hagel46 referenciaron, que existen determinados factores de riesgo en los núcleos 

familiares, que se relacionan con la violencia, siendo estos: estilos de crianza autoritarios 

y restrictivos/desconectado de los hijos; familias disfuncionales; disrupciones familiares; y 

crianza por parte de un solo padre/madre47. 

 

 

La enunciación de comportamientos antisociales de parte de adolescentes es un evento 

que actualmente es símbolo de una relevante secuela social como lo enuncia Martínez48; 

por tanto, origina una necesidad de estudio en el sentido de considerar que dicha conducta 

está definida por una intrincada combinación de factores que interactúan entre sí y que 

sobresaltan de forma específica a los distintos sujetos. En la actualidad, y teniendo en 

cuenta el nivel de estudios realizados al respecto, se les adjudica a las conductas 

antisociales multiplicidad de causas y factores, abarcando entre ellos los psicológicos, 

económicos, biológicos y sociales; sin embargo, es sentido que uno de los más 

influyentes, es el familiar49.  

 

 

Como señalan Rodríguez y Torrente50, la familia tiene una importancia crucial para el 

 
45 MORALES. Op.Cit. p. 116 
46 RUTTER, GILLER y HAGEL,” Introducción to the special issue on youth violence” 2000; citato 

por MONTAÑÉS SANCHEZ Martha y BARTOLOMÉ GUTIERREZ Raquel, ensayo “Conducta 

social de adolescentes “Universidad de Castilla. La Mancha- España. 2007. p. 280 
47 RECHEA ALBEROLA Cristina. “Menores agresores en el ámbito familiar” Revista de derecho 

penal y criminología ISSN 1132-9955. Universidad de Castilla. La Mancha- España.  2008, p. 4 
48 MARTÍNEZ IGLESIAS, Ana Isabel. Óp. Cit., p. 129. 
49 DARCE, Liliam. “Factores que influyeron en los adolescentes sancionados, privados de libertad 
para cometer hechos ilícitos”. Tesis de Postgrado Universidad Rafael Landívar. Guatemala de la 
Asunción. 2014. 
50 RODRÍGUEZ, A. y TORRENTE, G. “Interacción familiar y conducta antisocial”. Boletín de 

Psicología, Volumen 78, pág. 7. 2003. Citado por ANTOLÍN SUÁREZ Lucia, OLIVA DELEGADO 

Alfredo y ARRANZ FREIJO Enrique Apuntes de Psicología, Vol. 27, número 2-3, Colegio Oficial de 

 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=1145
https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=1145
https://dialnet.unirioja.es/ejemplar/247599


18 
  Análisis de la VFP en el confinamiento en Bogotá 
 
desarrollo del comportamiento adaptado. A lo largo de los últimos 20 años un gran 

volumen de investigación ha aportado evidencias que muestran la importante influencia 

del contexto familiar en el proceso de desarrollo psicológico de los menores51. En este 

contexto, se indica que la estructura familiar ha pasado por diversas transformaciones en 

los últimos años, siendo de interés para diversos investigadores, ya que llama la atención 

las posibles consecuencias que esos cambios puedan conllevar en la psique de los 

infantes. 

 

 

A pesar de los esfuerzos realizados por distintas investigaciones de carácter socio jurídico 

en establecer las causas de este tipo de comportamientos, es realmente complicado, por 

lo que gran parte de los estudios se ha dirigido a identificar y examinar los factores de 

riesgo asociados. Estos factores constituyen las condiciones del individuo o su entorno 

que predicen una mayor probabilidad de desarrollar un problema, como el comportamiento 

violento52, porque pueden suministrar información crítica para planificar programas de 

prevención e intervención temprana53. 

 

 

Sin embargo, estas conductas violentas dentro del hogar no necesariamente conllevan 

también un ejercicio de la violencia de puertas hacia afuera, de modo que muchas veces 

es una realidad que pasa desapercibida incluso para los familiares más cercanos y que 

no conviven en el mismo núcleo familiar. La violencia comienza cuando las 

 
Psicología de Andalucía Occidental, Universidad de Cádiz, Universidad de Huelva y Universidad 

de Sevilla. 2009. Pp. 475-487 
51 ARRANZ, Oliva. ¿Calidad del contexto familiar o condición de hermano? Influencias en el 

desarrollo cognitivo Cuidado y desarrollo infantil temprano. Citado por ANTOLÍN SUÁREZ Lucia, 

OLIVA DELEGADO Alfredo y ARRANZ FREIJO Enrique Apuntes de Psicología, vol. 27, número 2-

3, Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental, Universidad de Cádiz, Universidad de 

Huelva y Universidad de Sevilla. 2009. 
52 HAWKINS, J.D. CATALANO, R.F. and MILLER. 1992. “Risk and protective factors for alcohol 
and other drug problems in adolescence and early adulthood: Implications for substance abuse 
prevention”. Psychological Bulletin citato por MONTAÑÉS SANCHEZ Martha y BARTOLOMÉ 
GUTIERREZ Raquel, ensayo “Conducta social de adolescentes “. Universidad de Castilla - La 
Mancha- España 2007. p. 281 
53 CONSTANTINE, N. BENARD, B. and DÍAZ, M. 1999. Measuring protective factors and resilience 
traits in youth: The healthy kids resilience assessment. Paper presented at the Seventh Annual 
Meeting of the Society for Prevention Research. New Orleans, LA. citato por MONTAÑÉS 
SANCHEZ Martha y BARTOLOMÉ GUTIERREZ Raquel, ensayo “Conducta social de 
adolescentes”. Universidad de Castilla- La Mancha- España 2007. p. 281 
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confrontaciones se vuelven cotidianas y es una bola de nieve. En los presentes años, 

hablar de violencia intrafamiliar involucra otros matices, lo que ha conllevado a la 

generación de nuevas reflexiones y otras maneras de abordar el tema; lo anterior debido, 

a que ya no solamente se tienen padres agresores, sino hijos victimarios, el cual termina 

enfocando toda su violencia en los miembros de su familia; sobre todo sus progenitoras y 

hermanos. “Se trata de una forma de violencia emergente, que comienza a preocupar en 

algunos Estados por su proceso en aumento”54. 

 

 

Algunos estudios realizados en otros países, por ejemplo, en España se presenta como 

uno de los países donde se ha tomado conciencia acerca de este fenómeno, señalándose, 

además, que esto es muy reciente, lo que ha hecho complicado obtener datos oficiales de 

prevalencia de este tipo de violencia en las familias españolas. estudio llevado a cabo por 

un grupo de psicólogos55. Muchos de los padres que llegan a sufrir violencia domestica 

por parte de sus hijos, quedan estupefactos sin saber que hacer, debido a que esos 

comportamientos no suelen esperarse por parte de sus vástagos. 

 

 

1.2.3. La violencia filio-parental como producto de una sociedad 

anómica   

La violencia no emerge por sí sola, sino que ésta se desprende de la cultura del conflicto, 

que se ancla en la vida familiar, social, económica, política y en general del sistema 

globalizado, que a su vez cruza las diversas formas de vida de los jóvenes catalogada 

como delincuencia. Tales situaciones llevan a los jóvenes a distanciarse de una sociedad 

que ellos no han fabricado, pero que sí les afecta su proceso de vida y los induce a ser 

parte de las llamadas “sociedades anómicas”.  

 

 

 
54 MORALES. Óp. Cit. p. 102 
55 GONZÁLEZ ÁLVAREZ, María, GESTEIRA SANTOS, Clara, FERNÁNDEZ ARIAS, María y PAZ 
GARCÍA, Vera. Programa de adolescentes que agreden a sus padres: una propuesta específica 
para el tratamiento de problemas de conducta en el ámbito familiar. Psicopatología Clínica Legal y 
Forense, vol. 9, núm. 1. 2009. Pp. 149 – 170. 
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El concepto de anomía pertenece a “la tradición sociológica y significa la ausencia 

permanente de normas”56. Durkheim introdujo este término en “La División Del Trabajo 

Social” (1983) y “El Suicidio” (1989), definiéndolo de la siguiente manera: “la anomia es, 

pues, en nuestras sociedades modernas, un factor regular y específico de suicidios; una 

de sus fuentes”57. El autor identificaba al sistema social anómico por una falta de regulación 

moral sobre las pasiones humanas y un quiebre relativo del orden normativo58; cuando las 

estructuras y vínculos sociales se debilitan afectan la capacidad que la sociedad tiene para 

integrar y regular adecuadamente a los individuos que la conforman, generando distintos 

fenómenos sociales como el suicidio. 

 

 

Para Durkheim, las sociedades anómicas se caracterizaban por una creciente tasa de 

conductas desviadas y de comportamientos autodestructivos. Esta patología de término 

durkheimiano refiere a la ausencia de un sistema normativo que gobierne las relaciones 

entre las diversas funciones sociales, mientras que para Robert Merton (1957), sociólogo 

estadounidense, la anomia es “producto de la fragmentación de la estructura cultural de la 

sociedad”59. Por otro lado, Elton Mayo (1933), realiza una interpretación particular del 

término anomia vinculándola al ámbito laboral. El autor encontró que entre los trabajadores 

existían pruebas muy distorsionadas respecto a la actitud hacia la vida que estos tenían y 

la denominó anomia, la cual, para Mayo, se caracterizaba por un sentimiento de 

desenraizamiento, carencia de importancia y confusión ante la indiferencia del medio 

ambiente que lo rodeaba60. 

 

 

La obra de Durkheim ha tenido gran relevancia notable en la sociología a lo largo del 

tiempo. El término anomia fue útil para explicar el fenómeno, pero además para ser 

retomado en otros contextos para estudiar situaciones donde las regulaciones se han ido 

fragmentado sumiendo en realidades que producen en los individuos una falta de 

 
56 REYES MORRIS, Víctor. Anomia y criminalidad: Un recorrido a través del desarrollo conceptual 
del término Anomia. En: Revista criminalidad, vol. 50, núm. 1. 2008. Pp. 319 – 332. p. 319 
57 DURKHEIM, Emile. El suicidio. Madrid: Ediciones Akal. 1983. p. 222. 
58 DURKHEIM, Emile. Óp. Cit. p. 223. 
59 FERNÁNDEZ, María del Pilar. El concepto de anomia de Durkheim y las aportaciones teóricas 
posteriores. En: Revista de Ciencias Sociales de la Universidad Iberoamericana, vol. 4, núm. 8. 
2009. Pp. 130 - 147. p. 138. 
60 MAYO, Elton. The human problems of an industrial civilization. Londres: Routledge. 2004. p. 225. 
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conductas apropiadas. En el contexto colombiano, trasladar el concepto de anomia recae 

en la pérdida del carácter regulatorio de las normas y leyes que rigen a la sociedad 

colombiana; esto produce una conducta antisocial y anómica, y para nuestro análisis, una 

alineación directa en adolescentes. 

 

 

El estado de anomia en adolescentes tiene injerencia a las grandes dificultades de 

adaptación individual y el cuestionamiento de la legitimidad de los valores fundamentales.  

Los menores que han sobrepasado las normas legales del Estado colombiano, en términos 

de “menor infractor o menor delincuente”, “delincuente juvenil”, sugiere la aproximación al 

menor en situaciones de conflicto social como un aspecto que “implica procesos y factores 

sociodemográficos previstos en los estudios criminológicos. Las condiciones individuales, 

familiares, escolares y sociales, entre otras, tienen una fuerte influencia en la conducta del 

individuo, protegiendo o actuando de forma desfavorable en la consecución de conductas 

delictivas”61. 

 

 

Dicho panorama lleva a cuestionarse el accionar del joven al interior de sus hogares, 

teniendo en cuenta que en el presente siglo se dan los cambios sociales constantes; la 

familia se ha transformado en un sistema abierto y activo que hace presencia en la “vida 

social, un grupo instaurado por vínculos de afinidad que coexiste como unidad social, 

espiritual, cultural y económica, con capacidad para promover afectos recíprocos en 

función del cuidado, la protección, seguridad y socialización de sus miembros aún sin 

convivir físicamente”62. 

 

 

Con todos los cambios socio – culturales y las transformaciones dadas por la globalización, 

el modelo de familia cambio ostensiblemente, afectando la estructura reconocida al inició 

de los tiempos; así se dio el paso de “ familias nucleares a familias monoparentales, de 

 
61 QUITIAN BUSTOS, Ruth Mery, URIBE MONTAÑA, Sandra Liliana y PACHÓN MUÑOZ, William. 
Conducta delictiva y personalidad en adolescentes en riesgo de exclusión social en una institución 
educativa. En: Logos Ciencia & Tecnología, vol. 12, núm. 2020. Pp. 57 – 69.  
62 ÁVILA NAVARRETE, Viviana. Experiencia en Colombia: Tendencia a la violencia filioparental en 
adolescentes vinculados al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. Capítulo 2. En: 
Violencia filioparental Aportes y reflexiones. Colombia: Universidad Católica Luis Amigó. 2021. p.  
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familias unidas en régimen jurídico o legal, matrimonial a familias agregadas en régimen 

de cohabitación asimiladas a parejas de hecho, y el paso de familias tradicionales a 

familias adaptativas, e incluso las nacientes familias homoparentales”63. Desde esta 

perspectiva entender las familias modernas significa adaptar el lenguaje e historias 

individuales, dejando atrás la visión homogeneizadora del comportamiento humano de un 

grupo social, llamado familia. Tal desarticulación ha puesto en evidencia la creciente 

descomposición del núcleo familiar, reflejado en los actos de violencia que dependen del 

entorno como respuesta a los actos abusivos, desprendidos del dominio o sumisión de 

quien lidera el grupo familiar.  

 

 

Situaciones que generalmente dejan relegado a algunos de los padres cuando existen los 

dos y que logra transformar las actitudes y comportamientos de los más jóvenes, logrando 

con ello, una respuesta negativa que generalmente se visibiliza como una “herencia de 

actos violentos” que se replica en el mismo grupo familiar. “Este panorama lleva consigo 

la imperante necesidad de investigar acerca de la violencia de los hijos hacia los padres o 

violencia filioparental, como una probable manifestación del conjunto de emociones 

negativas que se encuentran conectadas al imaginario de poder en el adolescente infractor 

y, junto a esto, otros factores asociados como el consumo de sustancias psicoactivas y la 

comisión de un delito”64.  

 

 

Sin embargo, cabe esclarecer que, en Colombia el estudio de esta modalidad de violencia 

intrafamiliar es incipiente; toda vez, que aún no se le ha dado la importancia requerida. “La 

literatura científica sobre VFP o que hace referencia a ella, es escasa y, por ende, lo es la 

teoría y la violencia empírica para establecer un diferencial en relación con la violencia 

intrafamiliar y otros factores asociados. Esto indica que en la actualidad hay un vacío en 

el abordaje de este fenómeno, convirtiéndose en tema de interés que requiere ser 

profundizado”65. Con lo referenciado se puede establecer que las diferentes 

aproximaciones teórico – conceptuales han ido evolucionando de forma fragmentaria 

atendiendo progresivamente a sus “caras poliédricas: el maltrato infantil, la violencia 

 
63 Ibid., p. 19.  
64 Ibid., p. 20  
65 Ibid., p. 21 
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marital o de pareja, el maltrato a ancianos, la violencia filioparental y la violencia entre 

hermanos. Son pocos los estudios que han tratado la violencia familiar como fenómeno 

global analizando conjuntamente sus diversas modalidades”66. 

 

 

La violencia filio parental como todas las demás, trató de ocultarse hasta que alcanzó 

limites que conllevaron a solicitar ayuda externa. Las conductas de los jóvenes 

comenzaron a sorprender a sus familiares y demás adultos; lo que conllevó a que se 

incrementarán investigaciones al respecto, y uno de los intereses era develar los rasgos 

de personalidad, sin embargo, son pocos los estudios realizados al respecto. Por tal 

motivo, se emplea para este apartado estudios directos al respecto, con otras tipologías 

de jóvenes agresores para complementar las características acá mencionadas67. En 

general se manifiesta que se encuentra descartado en primera instancia la existencia de 

algún tipo de enfermedad mental adquiridos con anterioridad, pero si se presentan 

trastornos asociados como “trastorno disocial, trastorno por déficit de atención e 

hiperactividad, trastorno negativista desafiante, entre otros”68.  

 

 

Erostarbe69, expresa que existe una serie de características que se puede adjudicar a los 

menores que cometen violencia intrafamiliar. La primera de ellas se relaciona con 

adaptación escolar debido a problemas en el aprendizaje: por lo general, los jóvenes que 

han presentado agresividad en sus hogares tienen como principal característica que se 

les dificulta tener una vida en la escuela normal, no compaginan con las normas allí 

establecida, y de igual manera, tienen inconvenientes para asimilar una o varias materias 

vistas en clase. De igual manera se destaca bajos niveles de autonomía en esta población 

especifica; es decir, son supremamente dependientes de sus padres, u otra persona 

cercana y por tanto requieren que se les esté indicando con constancia las cosas que 

deben y como deben hacerlo, además de que se las hagan. De esta forma, se evidencia 

 
66 PELIGERO MOLINA. Ana María. La violencia filioparental en el contexto de la violencia familiar. 
En: IPSE – ds, vol. 9. 2013. Pp. 69 – 84.  
67 PADILLA-FALCON, Carmen. Violencia filio parental desde la jurisdicción de menores: 
características psicosociales y clínicas. Psicología Conductual, Vol. 27, N.º 3. 2019. pág. 511-532 
68 Ibid. p. 513 
69 EROSTARBE, Izaskun Ibabe. Perfil de los hijos adolescentes que agreden a sus padres. 
Investigación realizada en la C.A.V. Universidad del País Vasco. Facultad de Psicología. España. 
2007 
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una baja autoestima, una deficiente creencia en sí mismos, y una dificultad evidente por 

ponerse en el lugar de los demás. 

 

 

El autor destaca que son personas con un grado alto de agresividad, con respecto a 

jóvenes que cometen otra clase de improperios, “Probablemente, los altos niveles de 

agresividad de los jóvenes que agreden a sus padres estarán relacionados con múltiples 

causas: la violencia vivida en el seno de la familia, el consumo de sustancias, la frustración, 

trastornos emocionales, etc.”70. Encontrándose que un detonante de este comportamiento 

es la frustración, en el sentido de que posiblemente no aprendieron limites en sus hogares, 

y por tanto no les enseñaron a tener tolerancia a la frustración, enseñados a pretender o 

conseguir todo lo que quieren. En suma, el abordaje de la violencia filioparental en 

Colombia presenta una serie de dificultades para lograr un análisis real; en parte, esto 

obedece en parte porque la violencia familiar como problema social y político es de reciente 

contextos sociales, históricos e ideológicos determinados.  

 

 

1.3. Interacción de la la violencia intrafamiliar con la 

protección de la familia y la dimensión punitiva 

La tipificación de la violencia como delito se origina, como ya se ha mencionado con el art. 

42 de la Constitución Política, según la cual esta institución debe asumirse como el núcleo 

fundamental y básico de la sociedad, en esa medida, por “tratarse de uno de los bienes 

sociales más sensibles e importantes para asegurar una vida en comunidad realmente 

específica, su respeto o solo está en cabeza del Estado, sino que hace parte de los 

deberes ciudadanos”71. “Esa premisa impone considerar que cualquier daño y/o 

desequilibrio que sufra la familia irradia al resto de la sociedad y, a la vez, su adecuado 

desarrollo redunda en beneficio del resto de la comunidad”72. Sobre las fuentes que 

inspiran la especial connotación que se le da a la familia, se encuentra lo establecido por 

 
70 Ibid. p. 20 
71 PIVA TORRES, Gianni Egidio. Violencia de género y feminicidio. Bogotá, D.C: Leyer. 2020. p. 
43 
72 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 311 de 2018.  
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la Corte Constitucional en la Sentencia C – 821 de 2005 que hice énfasis en los 

instrumentos internacionales que con los artículos 5° y 42 de la Constitución constituyen 

la base axiológica de su protección73.  

 

 

Bajo el entendido que la familia no solo es el bastón de la sociedad, sino también del sujeto 

de derechos, se hizo necesario desarrollar “un esquema de garantías que debe ser 

observado por el Estado con el fin de impulsar el desarrollo adecuado de las familias, así 

como un modelo de deberes y prohibiciones en cabeza de cada uno de sus miembros”74.  

De acuerdo con estas “premisas y en virtud de la aplicación del principio de solidaridad, la 

Constitución y la ley establecieron obligaciones de protecciones integrales, alimentarias y 

sociales”75. Con especial insistencia la norma superior incluyó como directriz la protección 

en todas sus formas de la familia frente a cualquier modalidad de violencia, exigiendo a 

su vez, del Estado las acciones para su conservación y amparo.   

 

 

1.3.1. Evolución penal y características del delito de violencia 

intrafamiliar  

“La Ley penal se ha ocupado de incluir dentro del abanico de conductas punibles aquellas 

que afectan a la familia y a sus miembros. Así, por ejemplo, en el Decreto Ley 100 de 1980 

se incluyeron como delitos la inasistencia alimentaria, el incesto, la supresión, alteración 

o suposición del estado civil, tipificados en el actual Código Penal”76. Posteriormente, el 

artículo 22 de la Ley 294 de 1996, introdujo en esa enumeración el delito de violencia 

intrafamiliar y sobre dicho precepto, la Corte Constitucional se pronunció a favor de su 

constitucionalidad, “al considerar que el legislador quiso elevar a la categoría de delito 

 
73 Con referencia a la familia la Corte Constitucional en la Sentencia C – 821 de 2005 hace mención  
a la la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- (art. 
17); el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y políticos (art. 23); el Pacto Internacional de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 10°) y la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (art. 16). 
74 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 311 de 2018. 
75 PIVA TORRES, Gianni Egidio. Óp. Cit., p. 45 
76 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. SP3274-2020, septiembre 2. 
Bogotá, D.C: 2020. p. 42.  
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algunas conductas que no podían ser adecuadas a las figuras típicas previstas en el 

Código Penal, con el objeto de brindar una mayor protección a los miembros de la familia, 

que ocasionalmente pueden ser víctimas de violencia por parte de otro integrante de su 

familia”77.  

 

 

En esa oportunidad la Corporación también indicó que estos “atentados no podían cubrirse 

a partir de la tipificación de las lesiones personales, dada la diferencia de bienes 

jurídicamente tutelados; en el caso del primero era exclusivamente la integridad personal, 

mientras que el de la violencia intrafamiliar lo sería la unidad”78. Como ya se expresó el 

delito de violencia intrafamiliar se incluyó en el Código Penal  art. 229, indicando como 

circunstancia de agravación punitiva que el sujeto pasivo de la conducta sea, entre otros, 

una mujer. Ahora bien, “la dimensión punitiva de esta figura no se agota en esta normativa, 

comoquiera que el sustrato constitucional se encuentra difuminado en otras leyes. De la 

misma manera, esta dimensión tiene un componente procesal imprescindible, el cual se 

aborda en la Ley 906 de 2004”79.  

 

 

“La Ley 906 de 2004 ha sufrido modificaciones en cuanto a la figura de la querella y así 

se tiene que el original art. 74 mantuvo la figura en los casos de la violencia intrafamiliar 

hasta la expedición de la Ley 1142 de 2007, que no incluyó esta conducta punible en la 

lista de delitos que para su investigación exigían querella”80. Posteriormente, el art. 108 de 

la Ley 1453 de 2011 lo incluyó nuevamente en dicha enunciación, pero un año después 

fue suprimida por el art. 2° de la Ley 1542 de 2012. Así, en la actualidad este delito es 

investigable de oficio, esto es, su procesamiento penal no depende de la acción de la 

víctima.  Sobre esta última circunstancia, la jurisprudencia de la Corte indicó en la 

sentencia C – 022 de 2015 que la exclusión de la violencia intrafamiliar de la lista de delitos 

querellables se ajustaba a la Constitución Política por cuanto se “consideraba una medida 

orientada a la disminución de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia 

alimentaria, debido a que su investigación y castigo están condicionados al conocimiento 

 
77 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 285 de 1997.  
78 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. SP3274-2020. Óp. Cit., p. 43 
79 Ibid., p. 43 
80 Ibid., p. 44 
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que las autoridades tengan sobre las situaciones de violencia y no a la acción que ejerza 

la víctima”81. 

 

 

“La eliminación de la querella en los delitos de violencia intrafamiliar e instancia alimentaria 

busca proteger el núcleo familiar, como deber del Estado y de la sociedad, en tanto toda 

forma al interior de los hogares es considerada destructiva de su armonía y debe ser 

sancionada conforme a la ley”82. Es así como el art. 42 de la Constitución Política le brinda 

al legislador la potestad de condenar toda violencia intrafamiliar, estando así en posibilidad 

de establecer “los tipos penales, los sujetos activos y pasivos, como los requisitos para su 

procedibilidad”83. “Como respuesta de las diversas maneras de atención de la violencia 

intrafamiliar, el ordenamiento prevé que la investigación oficiosa no solo se aplique a esta 

modalidad delictual, sino que se extiende a los demás delitos previstos en el art. 74 del 

Código de Procedimiento Penal – delitos que requieren querella –, cuando se trate de 

presuntas conductas punibles de violencia contra la mujer”84. Para complementar la 

respuesta punitiva del Estado, el legislador también ha endurecido las penas y creando 

nuevos tipos penales. Finalmente, la tipificación de la violencia intrafamiliar ha sido lenta, 

la obligación inexcusable del Estado para investigar, juzgar y el endurecimiento de las 

penas son herramientas para reprimir el fenómeno.  

 

 

1.3.2. Medidas judiciales y administrativas para atender los casos 

de violencia intrafamiliar  

“En el ámbito judicial, como consecuencia de la investigación de oficio de los delitos que 

suponen violencia intrafamiliar, se deriva que la Fiscalía General de la Nación, en ejercicio 

 
81 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 022 de 2015.  
82 Ibid.  
83 Ibid.  
84 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Directiva No. 0001. Por medio de la cual se establecen 
directrices generales para el acceso a la justicia, la recepción de denuncias, investigación, 
judicialización y persecución del delito de violencia intrafamiliar con ocasión de la expedición de la 
Ley 1959 de 2019. Bogotá, D.C. 2021.  
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de la potestad conferida por el artículo 250 superior”85, no solo tiene atribuciones 

investigativas y la iniciativa para promover el juzgamiento de los autores de dichas 

conductas, sino que además adquiere unas obligaciones especiales respecto de la 

víctima. Adicionalmente, el art. 136 del Código de Procedimiento Penal el deber de 

informar a organizaciones la forma como puede ayudarse a la víctima sumado a las 

estrategias de defensas que puede utilizar. Las responsabilidades con relación a las 

víctimas de violencia intrafamiliar se complementan con la viabilidad de pedir a la autoridad 

judicial competente que se expidan las medidas de protección establecidas en el art. 5° 

parágrafo 2° de la Ley 294 de 1996 (Tabla 1-1). 

 

 

Tabla 1-1: Acciones de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar  

Ley 294 de 1996 

(Art. 5° parágrafo 2°) 

 Acciones violentas Acciones de protección 

Agresor 

Violencia física  

Afectación a la salud  

Intimidación  

Amenazas 

Perturbar la paz  

 

Desalojo del hogar.  

Estar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima. 

Prohibir al agresor esconder o trasladar a los menores y 

personas discapacitadas en situación de indefensión. 

Tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución 

pública o privada.   

Pago a las víctimas de los gastos de orientación y asesoría 

jurídica, médica, psicológica y psíquica. 

Acompañamiento de la víctima de autoridad judicial en caso de 

requerirse.  

 

 

Como complemento de lo anterior el Código de Procedimiento Penal establece en el art. 

11 los siguientes derechos para las víctimas de violencia intrafamiliar: Trato humano y 

digno durante todo el procedimiento; protección de la intimidad, garantía de su seguridad 

y la de sus familiares; reparación de los daños sufridos, a ser oídas para el aporte de 

pruebas; entre otras. También debe tenerse en cuenta el art. 218 de la Constitución 

Política que indica que la Policía tiene el deber constitucional de mantener las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica.  

 

 

 
85 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Manual Único de Policía Judicial. Versión No. 2. 
Colombia. 2019. p. 33.  
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Los deberes, derechos, y potestades procesales se aplican al interior del proceso judicial 

de carácter penal; sin embargo, este trámite no es el único que puede adelantarse con 

relación a la violencia intrafamiliar, ya que la Ley 294 de 1996 a través de sus 

modificaciones indica una ruta adicional para la atención de las víctimas de maltrato 

intrafamiliar. Lo anterior, teniendo en cuenta los arts. 5° y 42 de la Constitución Política, 

que brindan una ruta adicional de atención a las víctimas con fundamento en los siguientes 

principios:  

 

 

• Reconocimiento de la familia como institución básica de la sociedad, 

• Protección de toda forma de violencia por las autoridades públicas,  

• Oportuna y eficaz protección de quienes pueden ser víctimas de daño físico, 

psicológico, maltrato, ultraje, ofensa, tortura y demás, 

• Igualdad de derechos y oportunidades entre la mujer y el hombre,  

• La eficacia, celeridad, sumariedad y oralidad en la aplicación de los procedimientos 

integrados en la Ley 294 de 1996.  

 

 

Acompaña lo enunciado el art. 4° de la ley en análisis establece que la víctima de violencia 

intrafamiliar podrá solicitar una medida de protección inmediata que ponga fin a la 

situación de violencia, a través de las Comisarías de Familia, o cuando estás no existan, 

al Juzgado Civil Municipal o Promiscuo Municipal. Finalmente, hay que resaltar que las 

víctimas de violencia intrafamiliar encuentran complemento en la Ley 1257 de 2008.  

 

 

1.4. Conclusiones  

El desarrollo doctrinario y normativo que integra la violencia intrafamiliar permitieron el 

análisis y alcance de dicha violencia en nuestra sociedad y a su vez, reconocer la VFP 

como una modalidad de conflicto en ascenso, que requiere ser cuidadosamente revisado. 

Se concluye que la VIF ha hecho parte de la humanidad desde que se tiene conocimiento 

de la existencia misma de ésta sobre la faz de la tierra; la cual se ha anidado o exacerbado 

frente a los más débiles demostrando la supremacía del hombre sobre su núcleo familiar. 
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Así, lo establece Durkheim cuando en algunas de sus obras hace referencia a la división 

social del trabajo que marco la brecha entre hombres y mujeres, afianzando la inferioridad 

de la mujer y los menores en todo el contexto social, siendo objeto de subvaloración en 

cuanto a derechos y decisiones ahondando la vulnerabilidad frente a la dominación 

masculina.  

 

 

Para profundizar más en el tema, se expusieron las diferentes modalidades de VIF que 

tienden a ser normalizadas en la sociedad, en particular en familias de modelo patriarcal, 

siendo comprendida como todo acto de violencia basada en género y demás modalidades 

de violencia dentro del núcleo familiar. La violencia hacia los menores de edad tiene su 

origen en las raíces de los diferentes patrones culturales que se han venido prolongando 

a través de las épocas; de esta manera al menor se le percibe como alguien frágil, y al 

mismo tiempo carente de derechos dentro del núcleo familiar.  

 

 

Sin embargo, ¿qué pasa cuando se trata del menor de edad como agente agresor?, cabe 

resaltar que dentro del estudio realizado poco o nada se habla dentro de estos tratados 

sobre la violencia ejercida por adolescentes hacia sus progenitores; por ello, se hace 

necesaria la estructura de una visión doctrinaria de la violencia de los adolescentes hacia 

la familia. Desde esta doctrina se ha encontrado que los adolescentes cuyas familias 

recurren a la violencia para resolver conflictos, presentan un mayor riesgo de recurrir 

también a esta vía para solucionar los problemas; esto es perceptible, dado a que cuando 

la violencia emerge en el hogar se desarrolla entonces una aprehensión cognitiva, teniendo 

un modelo a seguir por parte de los menores, que puede llegar a influir negativamente ya que 

se puede reproducir comportamientos agresivos y maltratadores.



 

 

2. Capítulo 2 

2.1. Introducción  

El presente capítulo desarrolla los aspectos inherentes a la Sociología Criminal que tiene 

dentro de sus finalidades, las de orientar y atender la atención integral al menor y 

adolescente infractor y/o contraventor dentro de un delito de violencia intrafamiliar. Para 

tal fin, el capítulo se estructura en tres secciones. La primera se orienta a la sociología 

criminal frente al accionar de los jóvenes en actos de violencia intrafamiliar, la cual a su 

vez se divide en dos apartados. El primero se centra en la Sociología Criminal desde la 

visión de Enrico Ferri como uno de los representantes más insignes de esta teoría, quien 

desde la filosofía positiva indica que el comportamiento del ser humano se enmarca en 

el desarrollo social, desvirtuando posturas como la de Lombroso que se centraba en la 

apariencia física del individuo y el desenvolvimiento comportamental.  

 

 

El segundo apartado de la primera sección se enfoca a la familia y el menor infractor 

desde la visión de la Sociología Criminal. El objetivo de este punto es en primera 

instancia conceptualizar qué se entiende por familia desde la visión doctrinaria y 

jurisprudencial; como punto seguido desglosar que desde la familia se van configurando 

los comportamientos adversos en los menores y adolescentes, que han sido acogidos 

por diferentes escuelas y teorías, tales como la Escuela de Chicago, la Escuela 

Estructural / Funcionalista, entre otras. Lo señalado con el fin, de establecer como desde 

la sociología se ha logrado identificar las diferentes modalidades delictuales que pueden 

afectar a las futuras generaciones. La segunda sección se orienta a la institucionalidad 

del Estado colombiano frente a la demanda de atención de los jóvenes con relación a 

los actos que promueven la violencia filioparental. Esto con el fin de saber cuál es el 

accionar del Estado en la materia, que parte del contexto normativo que va desde la Ley 
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de Violencia Intrafamiliar hasta el Código de Infancia y Adolescencia. Desde las dos 

leyes anunciadas se da todo el entramado para que el Estado colombiano atienda los 

casos de violencia, en donde los protagonistas son los menores de edad o adolescentes; 

para ello, es imperante la presencia de instituciones como el ICBF, el trabajo con las 

alcaldías locales, la Policía Nacional y demás.  

 

 

En la última parte se aborda lo concerniente a la respuesta del Estado colombiano en 

tiempos de pandemia frente a la violencia filioparental ejercida por los jóvenes. Una de 

estas respuestas se dio por medio del Acuerdo 460 de 2020 que se orientó a proteger 

las víctimas de violencia intrafamiliar durante la pandemia y el Decreto 417 de 2020 que 

consolido algunas medidas sobre el servicio que prestan las Comisarías de Familia. Se 

logró evidenciar en la sección que no existe un reconocimiento a la violencia filioparental 

y por ende las cifras son casi nulas.  

 

 

2.2. La Sociología Criminal frente al accionar de los 

jóvenes en actos de violencia intrafamiliar  

2.2.1. La Sociología Criminal desde la visión de Enrico Ferri  

Desde que la sociología surgió como ciencia independiente bajo los auspicios del 

positivismo comtiano, fomentó paralelamente a ella la conciencia de su complejidad, 

obedeciendo a la naturaleza de los problemas que debatió desde un principio y que fueron 

el conjunto de cuestiones sobre la sociedad86. La sociología constituye particularmente el 

punto de partida de la filosofía positiva, “considerada como algo que contribuye por su 

naturaleza a formar un sistema indivisible que exige la presencia de la humanidad; permite 

a toda inteligencia renovar a su antojo la historia general del espíritu positivo, llevando al 

 
86 SOLÍS, Héctor. Introducción a la Sociología Criminal. México: UNAM. 1962. 
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individuo de las menores apreciaciones matemáticas a los más altos pensamientos 

sociales”87. 

 

 

Los pensamientos sociales se enmarcan en la filosofía clásica que se orientó en la 

relaciones psicológicas de la naturaleza moral del individuo, estableciendo la existencia de 

principios morales y jurídicos, sin tener en cuenta, el lugar y el tiempo que a su vez 

respondían a las normas de conductas en el desenvolvimiento de su actividad. De ahí que. 

“entre tal libertad de elección entre el bien y el mal, se anclaba el principio jurídico de la 

imputabilidad en el delito, acciones que tienen un carácter voluntario precisamente por la 

inteligencia que tiene el ser humano para obrar de la voluntad”88.  

 

 

Dicha apreciación recae exclusivamente en la orbe psicológica, debido a que el libre 

albedrío, como las nociones de lo moral y de lo justo, las posee el hombre, de igual forma 

como posee la noción de su existencia; situación que se evidencia en quien “víctima de la 

injusticia, en nombre de una ley escrita en los Códigos, pero rechazada por la conciencia, 

hubiese sido declarado responsable de aquello que no hubiera querido, y que contra su 

intención le fuese imputable en el orden de las relaciones del Derecho”89. 

 

 

De ahí, que la antropología en su sentido más amplio en sus inicios se limitó a estudiar al 

ser humano desde el proceso psicológico, por medio del cual se da cuenta del desarrollo 

psíquico del que emergen las “sensaciones externas y la excitación del sistema nervioso 

que modificasen los fenómenos de pura psicología, y el cual permaneció en estado 

verdaderamente rudimentario”90. Posturas que llevaron a no tener en cuenta las relaciones 

entre lo moral y lo físico, entre el cuerpo y el espíritu, entre lo que la “moderna antropología 

llamaba carácter y cerebro, y que en suma hacía del hombre un sujeto pasivo de sus 

actos”91. 

 
87 COMTE, Auguste. Discurso sobre el espíritu positivo. Disponible en: 
http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2014/12/doctrina37229.pdf. p. 67.  
88 FERRI, Enrico. Sociología Criminal. Tomo I. México, DF: Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal. 2004. p., 17  
89 Ibid., p. 17 
90 Ibid., p. 18 
91 Ibid., p. 18 

http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2014/12/doctrina37229.pdf
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Al respecto, se debe tener en cuenta la lucha entre lo sensible y material que constituye 

parte de la vida interior del hombre, es una “innegable contraposición de sentimientos 

ideales y de sensaciones puramente externas; su cerebro y su corazón suelen andar 

discordes, y la violencia emotividad de la pasión anula en ocasiones el ordenado pensar 

de la inteligencia”92. En este orden de ideas, la ciencia que estudia al hombre, es decir, la 

antropología, debiera “completar en su natural evolución sus investigaciones, 

considerándole, no como un ente ideal, abstracto y fuera de la realidad de las cosas, sino 

como una creación de la naturaleza, a cuyas leyes, bien que, en un orden superior, venia 

subordinada”93.  

 

 

Con la nueva dirección de las ciencias morales emergida del naturalismo, originaria del 

método experimental aplicado con éxito a las ciencias naturales; a lo ofrecido por la 

economía política, y las investigaciones sobre el tipo criminal, se da pasó a lo que se 

conoció a principios del Siglo XIX como la Nueva Escuela Antropológica Criminal, 

constituida en Italia y que ha puesto en la palestra pública los conflictos jurídicos, sociales, 

morales y políticos, que se anclan en la Sociología como la ciencia que evidencia las 

injusticias que se originan de los comportamientos del individuo dentro de su entorno, 

llevando a posturas fuera de contexto que evaden los deberes, responsabilidades y 

obligaciones, dando paso al delito.  

 

 

Vale la pena traer a colación, lo expuesto por Lombroso en la Escuela Antropológica 

Criminal Positiva, quien realizó un agudo estudio sobre la embriología del delito, y análisis 

patológico del delincuente. En 1876 Lombroso se centra su investigación sobre la 

identificación de criminales y criminales a través de aspectos genéticos y físicos. Su teoría 

parte de la “concepción del carácter hereditario del comportamiento criminal, con base en 

datos morfológicos y antropométricos, para concluir, que los criminales son tipos atávicos 

desde el punto de vista evolutivo, producto de una regresión biológica”94. Lombroso 

estimaba que, de acuerdo a las característica físicas y comportamentales del individuo, no 

 
92 Ibid., p. 18 
93 Ibid., p. 18 
94 SUÁREZ, Laura y LÓPEZ, Guazo. La antropología criminal y su influencia en el campo de la salud 
mental en México. En: LLULI, vol 23. 2000. Pp. 689 – 709.  
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podía darse un comportamiento positivo: “La insensibilidad física de los criminales 

recuerda mucho la de los salvajes, que pueden soportar, en los ritos de pubertad, unas 

torturas que el hombre blanco nunca sería capaz de resistir. Todos los viajeros conocen la 

diferencia de los negros y los salvajes americanos ante el dolor”95. 

 

 

En sus últimas obras Lombroso integra diferentes categorías de enfermedades y 

degeneraciones congénitas e hizo énfasis en la importancia de la epilepsia para el 

reconocimiento de la criminalidad; para el autor la mayoría de los criminales de su época 

sufrían de epilepsia enfermedad que los llevaba a delinquir. Lombroso destaca en toda su 

obra que el identificar las formas anatómicas concretas permitían establecer una 

“taxonomía morfológica, y un patrón físico, especial en el delincuente”96. Los postulados 

de Lombroso llevaron a que autores como Ferri detractaran sus posturas, particularmente 

porque el el autor no tenía en cuenta la influencia que tenía el contexto social en el criminal, 

tales como: el clima, economía, religión, política y demás. Estima Ferri que su “teoría fue 

reduccionista porque no tomó en cuenta los factores sociales, culturales y económicos que 

influyeron en el criminal; de igual manera, le restó importancia al medio y las condiciones 

donde los individuos se desenvolvían, pues estos factores pudieron ser motivo para 

cometer un ilícito”97. 

 

 

Ferri, cuya teoría es la “composición más científica de los estudios criminológicos 

modernos, analiza minuciosamente e influenciado por el avance en el campo del Derecho 

Penal de la Sociología, otros dos tipos de su clasificación criminal: los delincuentes 

habituales y los delincuentes de ocasión”98. Con lo establecido se encuentra que Ferri 

como fundador de la Sociología Criminal, llega a puntualizar que en el “dominio jurídico 

criminal, como en el jurídico civil, y también en el de las relaciones extralegales, todo 

hombre, siempre y en todo caso, debe determinar para cada una de sus acciones una 

reacción social correspondiente, que lleva a experimentar las consecuencias naturales y 

 
95 Ibid., p. 695 
96 ANDRADE RENDÓN, Rosa Elena. Teoría y método de César Lombroso en el hombre 
delincuente. (Tesis de grado). México, DF: Instituto Politécnico Nacional. Secretaría de 
Investigación y Posgrado. 2016. p. 46.  
97 Ibid., p. 46.  
98 FERRI, Enrico. Óp. Cit., p. 27. 
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sociales de sus propios actos, de los que es responsable por el solo hecho de haberlo 

realizado”99.  

 

 

Con lo referido, Ferri indica que, en la teoría jurídico – social de la escuela positivista, la 

punibilidad, o mejor aún, “la defensa social contra los delincuentes tiene todavía su raíz en 

el individuo considerado como autor material de un delito que es el índice de su 

personalidad fisio -psicológica, reaccionando contra el medio físico y social”100. Se 

comienza así a reconocer en principio que las nuevas observaciones de biología y de 

Sociología Criminal omitían en parte la imagen de una libertad moral, absoluta e “ilimitada 

en el hombre, y destruía en consecuencia su responsabilidad moral absoluta. Pero, bajo 

la influencia de la idea preconcebida de que no hay responsabilidad penal sin 

responsabilidad moral”101. 

 

 

De este modo, la pena siguiendo las doctrinas positivistas, constituye un acto de defensa 

social, contra quienes llevan a cabo acciones antisociales, tales como el homicidio en sus 

diferentes modalidades, a “apropiar la forma de esta reacción defensiva a las condiciones 

particulares del agente y del acto”102. De la obra de Ferri se comprende la Sociología 

Criminal como el “estudio del delito como fenómeno natural y social y no como fenómeno 

puro y abstractamente jurídico, y por tanto el derecho criminal y penal renovado por el 

método positivo”103. Por lo anterior, la sociología estudia los hechos sociales, las 

interacciones humanas, y busca su comprensión y su entendimiento mediante el 

descubrimiento de su sentido y sus conexiones de sentido. La categoría “criminal” se 

encuentra bajo la terminología de la sociología porque concreta su estudio a los hechos 

delictuosos.  

 

 

 
99 FERRI, Enrico. Sociología Criminal. Tomo II. México, DF: Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal. 2004. p., 91. 
100 Ibid., p. 96 
101 Ibid., p. 98 
102 Ibid., p. 131 
103 Ibid., p. 162 
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La Sociología Criminal desde sus postulados, permite el abordaje de factores como la 

tecnología que ha transformado las dinámicas de las sociedades, a través del uso de las 

redes sociales mediante las cuales se busca la aceptación, se impulsa la prostitución en 

menores de edad y adolescentes, microtráfico, tráfico de blancas, entre otros; el comercio 

virtual que atrae a los hackers y otras modalidades delincuenciales, situaciones que 

afectan el comportamiento de los niños y/o adolescentes en la escuela, barrio y familia 

siendo ésta última la de mayor influencia. Todo lo anterior, sin dejar de lado todo el contexto 

que encierra la sociedad y se refleja en las diferentes formas de criminalidad.  

 

 

Se comprende entonces, la Sociología Criminal como “el estudio de la criminalidad, pero 

en conjunto y como fenómeno que se origina en la sociedad; estudia sus factores en cuanto 

a la influencia que tienen los efectos que producen, y las relaciones criminales que se dan 

en la sociedad”104. La Sociología Criminal alberga no solo los orígenes del delito, sino que 

se extiende a la prevención y represión desde la óptica de lograr la mejor estabilidad social. 

Como punto final de la disertación presentada referente a lo expuesto por Ferri, le sigue 

Lacassagne siendo uno de los fundadores de la antropología criminal quién estableció que 

las “sociedades tiene los delincuentes que se merecen”. Toda creación o manifestación 

humana es siempre fenoménica, aun en el campo jurídico, de allí que tenga niveles de 

observación y teoría psicológicos, biopsicológicos, psicosociales, sociológicos, entre 

otros”105. 

 

 

En este punto no se puede dejar de lado los aportes de Emile Durkheim quien con sus 

estudios funcionalistas aportó elementos sociológicos al discurso de la criminología. 

Durkheim perfecciona el positivismo dado a conocer por Augusto Comte, afianzando el 

realismo epistemológico y el método hipotético deductivo. Para él, la sociología era la 

ciencia de las instituciones, y su meta era descubrir hechos sociales estructurales. 

Durkheim “orienta su visión fundacional tanto para la sociología como para la antropología. 

Según su visión las ciencias sociales debían ser estrictamente holísticas; esto es, la 

 
104 HIKAL, Wael. Explicación de la criminalidad desde los postulados de Enrico Ferri para la 
articulación de la Política Criminal. 2005. Disponible en: 
www.derechoycambiosocial.com/revista051/EXPLICACION_DE_LA_CRIMINALIDAD.pdf  
105  PÉREZ LÓPEZ, Jorge. La explicación sociológico de la criminalidad. En: Derecho y Cambio 
Social. No. 22. 2011. Pp. 1 – 22.  

http://www.derechoycambiosocial.com/revista051/EXPLICACION_DE_LA_CRIMINALIDAD.pdf
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sociología debía estudiar los fenómenos atribuidos a la sociedad en su totalidad, en lugar 

de centrarse en las acciones específicas de los individuos”106. 

 

 

Dentro del contexto sociocultural, la sociología estima que el acto delictivo es visto como 

una respuesta de algunas personas a los estímulos emergidos del contexto social. “Ya sea 

la familia, el hábitat urbano o rural, el género de vida industrial, pastoral o posindustrial, o 

el origen étnico, siempre se trata de influencias que se ejercen de un modo selectivo sobre 

las personas que componen una colectividad”107. Ya en el Siglo XX hacia mediados de la 

década de los sesenta se afianza la idea de una sociología consolidada sobre las ciencias 

de la naturaleza, que se robustece en las tradiciones positivistas y les daba paso a las 

técnicas empíricas. Al modelo consensual108 de las relaciones sociales que se ampara en 

la solidaridad de las organizaciones, se oponía el modelo conflictual109, que estima los 

grupos sociales como entidades que tienen entre si relaciones conflictuales en función a 

intereses antagónicos. A partir de los mencionados modelos, la escuela social estima que 

la “desigualdad material y la división del trabajo, el sistema jurídico busca la justicia social 

ante todo y tiene un criterio político que busca la comprensión y las mejoras sociales”110. 

 

 

Como complementó Arfuch111, manifiesta que todo elemento o construcción social, se 

encuentra llena de referencias identitarias, en donde se evidencia la imperiosa necesidad 

de establecer quién y cómo se es. De ahí, que la Sociología Criminal persigue dos 

 
106 DURKHEIM, Emile. Sociología Criminológica. Disponible en: 
http://sociologycriminology.blogspot.com/  
107 PÉREZ LÓPEZ, Jorge. Óp. Cit., p. 2. 
108 La virtud ciudadana más apreciada sería la capacidad de renuncia, al deseo y a las emociones, 
a aquello que nos hace diferentes; renuncia en definitiva a lo que nos define en el juego entre la 
identidad y la diferencia, entre lo que somo y lo que no. Por otra parte, el bien común que aspiramos 
a lograr mediante el consenso puede llegar a ser, en tanto que fruto de la cesión de unos y otros, 
un bien devaluado, un acuerdo de mínimos. CORELLA LACASA, Miguel. Estética y política: arte, 
democracia y desacuerdo. En: Escritura e Imagen. Vol. 16. 2020. Pp. 249 – 255.  
109 El conflicto es la forma en que se manifiestan históricamente las contradicciones entre las fuerzas 
materiales de producción y las relaciones de producción. Aunque el conflicto tenga sus raíces en la 
dominación económica, ésta siempre se presenta relacionada con alguna forma de dominación 
política: la relación entre la clase social y el resto de la sociedad es de este modo directa e 
inalterable. TEJERINA MONTAÑA, Benjamín. Las teorías sociológicas del conflicto social. Algunas 
dimensiones analíticas a partir de K. Marx y G. Simmel. En: Reis. Vol. 55. 1991. Pp. 47 – 63.  
110 PÉREZ LÓPEZ, Jorge. Óp. Cit., p. 3. 
111 ARFUCH, Leonor. Identidades, sujetos y subjetividades. Buenos Aires: Prometeo libros. 2002 

http://sociologycriminology.blogspot.com/
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funciones claras. La primera ofrecer una teoría que permita explicar la delincuencia 

fundamentada en el estudio de los fenómenos criminales y amparada en las situaciones 

psicológicas de las situaciones específicas y su relación con factores delictivos. La 

segunda, desarrollar una ciencia orientada a prevenir los delitos, ofrecer medidas 

apropiadas para afianzar los factores que impulsan a delinquir y disminuir en lo posible el 

impacto negativo.  

 

 

Desde lo anunciado solo queda en reconocer la influencia de factores sociales junto a los 

aspectos individuales que influyen en el delito, que al estilo de la Sociología Criminal de 

Enrico Ferri es claro que el crimen no es un comportamiento individual, sino que responde 

a un resultado social. Con lo expuesto por Ferri como uno de los principales teóricos de la 

Sociología Criminal, estimamos que dicha postura no solamente es apropiada, sino que se 

encuentra en plena vigencia; es obvio que el entorno o contexto en el que se desenvuelve 

el individuo afecta o no sus decisiones, al punto de desviar las conductas en derecho, que 

lo llevan en un momento determinado a cometer un ilícito; por su parte, en algunas 

ocasiones, solemos tener posturas Lombrosianas, que solo resultan discriminatorias y que 

pueden llegar más bien a desviar la conducta o comportamientos del individuo señalado, 

que puede reaccionar de forma adversa en su contexto social.  

 

 

2.2.2. La familia y el menor infractor: Una visión desde la 

Sociología Criminal  

La familia constituye el eje central del funcionamiento de las sociedades, en ella se 

consagran, no solamente las costumbres, idiosincrasia, linaje y demás, sino todo el 

desarrollo socio – afectivo de sus integrantes. Tal como se enunció en el primer capítulo, 

la familia desde sus orígenes ha sido objeto de estudio y análisis. Así, en el presente 

apartado se busca puntualmente conceptualizar qué se entiende por familia desde la visión 

doctrinaria y jurisprudencial y cómo ésta influye en los menores de edad y adolescentes 

para conductas contra derecho de cara a la visión de la Sociología Criminal. La familia 

como núcleo básico, célula misma que le da vida a la sociedad, en donde sus miembros 

persiguen fines y metas comunes dentro de unos parámetros de comportamiento que 
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hacen efectivos sus derechos y su desarrollo integral, ha sido  definida por la Comisión 

Intersectorial de la Primera Infancia como “una unidad social compleja, diversa y plural, 

que asume distintas formas y estructuras correlacionadas en el contexto cultural, social y 

político en los que se ubica”112, la cual como estructura social debe cumplir con dos 

ocupaciones primordiales: Garantizar el cuidado, protección y supervivencia de sus 

integrantes y promover su seguridad, bienestar y óptima socialización. La Comisión 

Intersectorial para la Primera Infancia reconoce a la familia en el Siglo XXI como una 

institución de gran relevancia dentro del marco de la estructura de derechos.  

 

 

Desde el aspecto jurídico se concibe a la familia como: Una estructura social que se 

construye a partir de un proceso que genera vínculos de consanguinidad o afinidad entre 

sus miembros. Por tanto, si bien la familia puede surgir como un fenómeno natural producto 

de la decisión libre de dos personas, lo cierto es que son las manifestaciones de 

solidaridad, fraternidad, apoyo, cariño y amor; lo que estructuran y le brindan cohesión a 

la institución113. Teniendo en cuenta la magnitud y relevancia de la familia como estructura 

social, el Estado debe de velar por el equilibrio social, aplicando correctivos a los aspectos 

que ponen en peligro el bienestar social de las personas.  

 

 

Dentro de este parámetro el constituyente de 1991 consagró una serie de nuevos elementos 

dentro de la institución a través de los cuales la familia adquiere una concepción más amplia 

y dignificante. Desde el punto de vista de la jurisprudencia colombiana, ha hecho aportes 

en lo concerniente al concepto de familia, partiendo del concepto sociológico: La familia es 

una institución sociológica derivada de la naturaleza del ser humano, toda la comunidad 

se beneficia de sus virtudes, así como se perjudica por los conflictos que surjan de la 

misma. Entre sus fines esenciales se destacan la vida en común, la ayuda mutua, la 

procreación, el sostenimiento y la educación de los hijos. En consecuencia, tanto el Estado 

 
112 COMISIÓN INTERSECTORIAL PARA LA PRIMERA INFANCIA. “Lineamiento técnico de 
Formación y de Acompañamiento a Familias de Niños y Niñas en la Primera Infancia. Estrategia de 
Cero a Siempre”. Bogotá, D.C. 2010. 
113 ARÉVALO, B. “Foro Nacional de Familia. Ponencia: El Concepto De Familia En El Siglo XXI”. 
Dirección de Justicia Formal y Jurisdiccional. Bogotá. 2014 
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como la sociedad deben propender a su bienestar y velar por su integridad, supervivencia 

y conservación114.  

 

 

La Corte Constitucional en Sentencia  T-070 de 2015 también hace referencia a los 

diferentes tipos de familia, partiendo del concepto, que indica que se entiende por familia 

“aquella comunidad de personas emparentadas entre sí por vínculos naturales o jurídicos, 

que funda su existencia en el amor, el respeto y la solidaridad, y que se caracteriza por la 

unidad de vida o de destino que liga íntimamente a sus integrantes más próximos”115. 

Indica en la misma sentencia lo referente a la familia de hecho y crianza. La primera como 

“aquellas que nacen por relaciones de afecto, respeto, solidaridad, comprensión y 

protección, pero no por lazos de consanguinidad o vínculos jurídicos; la segunda a las 

conformadas por vínculos jurídicos o de consanguinidad, como las que surgen de facto, 

atendiendo a un concepto sustancial y no formal de familia”116.  

 

 

Independientemente del modelo de familia, la Corte ha establecido que ésta debe tener el 

amparo constitucional conforme lo consagra el art. 42 en términos de convivencia, afecto, 

protección, auxilio y respeto, consolidan el núcleo familiar, por lo que el ordenamiento 

jurídico debe reconocer y proteger a los integrantes de tales familias. Sin embargo, la 

protección constitucional ofrecida a la familia en el art. 42, no tiene como identificar todos 

los cambios que éstas sufren en los diferentes contextos, en donde, el menor de edad y 

adolescentes son quienes reciben los embates de las diferencias que se presentan al 

interior del hogar, con ocasión del nivel socio – económico, educacional, cultural, político, 

entre otros. En este orden de ideas, la familia vivencia además los cambios normales del 

desarrollo de sus hijos, desde el nacimiento hasta cuando se van del hogar. Estos cambios 

evidencian las trasformaciones físicas y emocionales. 

 

 

Dentro de este proceso el ser humano a lo largo de su vida vivencia diferentes cambios a 

nivel hormonal, físico y emocional; uno de los periodos de mayor preocupación y críticos 

 
114 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 292 de 2016 
115 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 070 de 2015 
116 Ibid. 
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es la llamada adolescencia. El proceso no inicia a la misma edad en todos los sujetos, 

pero la edad estimada inicial, es de 10 años, que se puede extender a los 12 o 13 años117. 

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia UNICEF118, manifiesta que el ser 

humano pasa por un sinnúmeros de cambios a nivel físico, y sobre todo en el periodo de 

la infancia, este pasa de un momento a otro de ser pequeño a ser una persona de mayor 

altura, con otra voz y otros atributos que anteriormente no poseía. Además, existe una 

maduración sexual. Su pensamiento también comienza a experimentar mayor 

estructuración y es capaz de emitir ideas de mayor abstracción, y de poder conceptualizar 

significados como el bien y el mal; además, plantear hipótesis y analizar su futuro119. 

Fernández120, manifiesta que en esta etapa sucede un evento de búsqueda de identidad, 

y como conociendo esto, se puede llegar a buscar un lugar en la sociedad como él mismo, 

intentando encontrar una separación entre lo que es él/ella y sus padres; como un mundo 

aparte, con su propios pensamientos, sentimientos y emociones.  

 

 

Se plantea de la misma manera que esta etapa posee tres subetapas que son: La 

pubertad, que se manifiesta con transformaciones físicas y temperamentales en las edades 

de 11 a 12 años; luego se presenta un periodo de retraimiento o de íntima interrelación con 

el grupo de pares de los 13 a los 15 años; y finalmente ocurre la adolescencia tardía o final, 

entre los 16 y los 18 años121. Estas identidades están mediadas por diferentes agentes 

históricos, geográficos, ambientales, físicos, poblacionales y desde la información 

suministrada por los medios que empiezan a hacer parte de un “yo”, de una sociedad y de 

una cultura que avala y aplaude la presentación de la vida real en sus diferentes formas. 

La identidad se edifica desde diferentes ángulos, que se afianza o no en variadas 

condiciones de “vulnerabilidad que viven la infancia y adolescencia en los modos de 

representar el futuro por la situación social que entran en conflicto, con la ley penal que los 

 
117 Ibid.  
118 FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA (UNICEF). Adolescencia: Una Etapa 
Fundamental. New York: Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. 2015. 
119 Ibid. p. 3 
120 FERNÁNDEZ PONCELA, Ana. Adolescencia, crecimiento emocional, proceso familiar y 
expresiones humorísticas. Educar. 2014. Pp. 445-466. 
121 Ibid. p. 444. 
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vuelca al tránsito por las instituciones judiciales, y penales que tienen efectos particulares 

en la construcción de identidad”122. 

 

 

Con lo señalado se puede establecer que la identidad responde a aquellas conductas 

desviadas, sus causas, desarrollo, efectos y su relación con otros hechos sociales para 

identificar conductas que pueden ser delictivas. Significa que la “Sociología Criminal 

analiza el fenómeno de la criminalidad como fenómeno social de forma integral: desde su 

origen y evolución hasta su impacto y relación con otros fenómenos sociales”123, tal como 

se señaló en el apartado anterior. La Sociología Criminal indica que el delito se da como 

consecuencia de la combinación de factores biológicos, físicos y sociales; de ahí que su 

objetivo sea estudiar al delincuente desde un punto de “vista antropológico y psicológico 

con referencia a las interacciones entre las personas y sus dinámicas para comprender su 

sentido y conexiones con un hecho delictivo”124.  

 

 

Lo expresado es fundamentado por Henggeler125 quien en los estudios realizados indicó 

que las malas relaciones familiares, particularmente en lo concerniente al cuidado materno 

en la primera infancia, lleva a que el joven se incline por conductas inapropiadas 

afianzando modelos delictivos que se afianzan en el entorno cuando el niño o joven tiene 

contacto con sus pares delincuentes. Esta causa del delito puede ser contradictoria, ya 

que el joven pude tener unas excelentes relaciones familiares y “al verse involucrado en 

actividades delictivas, estos problemas se pueden volcar en las relaciones familiares 

teniendo incidencia negativa sobre la familia, originando así un bucle que se retroalimenta 

al fomentar en los padres el estrés y desunión que provocarán rechazo hacia el joven y 

este, por consiguiente, aumentará o continuará con estas actividades delictivas”126.  

 

 
122 AISENSON Gabriela, et.al. Trayectorias y construcción de identidad de jóvenes en conflicto con 
la Ley Penal. En: Anuario de investigaciones, vol. XXIV, septiembre. 2017. Pp. 49 – 59.  
123 UNIR. Sociología Criminal. ¿en qué consiste y qué estudia? Derecho, octubre 4 de 2021. 
Disponible en: https://www.unir.net/derecho/revista/sociologia-criminal/  
124 Ibid.  
125 HENGGELER, Scott. Delinquency in Adolescence. Developmental Clinical Psychology and 
Psychiatry. California: SAGE Publications, Inc. 1989.  
126 BARRIOS, Lucía. Teorías criminológicas sobre la delincuencia juvenil. En: Revista Aequitas. No. 
11. 2018. Pp. 27 – 48.  

https://www.unir.net/derecho/revista/sociologia-criminal/
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En lo concerniente al control paterno se alinea con aquellos modelos que adoptan los 

padres de control en la conducta del menor o joven. Así, en lo expuesto por Patterson127 

se evidencia que las familias que ejercen disciplinas pocos efectivas afianzan la conducta 

delictiva de sus hijos. Diferente es cuando sus progenitores responden de forma asertiva, 

fehaciente y coherente ante las conductas equivocadas de sus hijos, logrando que dichas 

conductas sean de poca gravedad, al punto de encausarlos en una vida propia para el 

contexto social.  

 

 

A partir, de los factores de afecto/familiares y de control/paternal, Henggeler estima que de 

éstos se desprenden una serie de comportamientos, tales como: un desarrollo familiar 

adecuado para el menor que da como respuesta jóvenes responsables, con buena 

autoestima y afables; por el contrario, si la afectividad familiar es inapropiada con 

exigencias que median siempre el castigo, da como resultado unos jóvenes introvertidos, 

baja autoestima y dificultades para encajar en su entono; cuando el amor por parte de los 

padres es desbordado, con pocas exigencias y convalidando todas las acciones del menor, 

se logra un joven desubicado, agresivo, egocéntrico y con una baja capacidad de 

responsabilidad; por último, si existe la ausencia de afecto y control por parte de los padres, 

el resultado serían jóvenes con poco desarrollo cognitivo y social, aunado a problemas de 

interacción social siendo éste el camino más fértil para hacer de los menores, jóvenes 

delincuentes.  

 

 

A lo referido se suman otras situaciones como las pocas habilidades intelectuales que 

llevan a un bajo desempeño en el estudio, problemas psicosociales y un retraso en el 

desarrollo que se afianza en dificultades interpersonales generando conductas delictivas. 

De esta forma, “la sociedad facilita el comportamiento, proporcionando unas pautas de 

actuación prefijada y dificultar así la libre acción, imponiendo normas y límites a la voluntad 

del individuo”128. Para comprender mejor las situaciones que llevan a que los menores de 

edad y/o jóvenes tengan conductas delictivas, desde la Sociología se han forjado las 

escuelas para identificar dichos comportamientos (Tabla 2-2).  

 

 
127 PATTERSON, Gerald. Antisocial Boys. New York: Castalia Publishing Company. 1992.  
128 BARRIOS, Lucía. Óp. Cit., p. 41.  
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Tabla. 1. Escuela y/o Teoría de la Sociología Criminal 

 

Escuela y/o Teoría Precursores Época  Teoría  

La Escuela de 

Chicago 

Clifford R. Shaw 

Robert Ezra Park 

Ernest Burgess 

R.D McKenzie 

1915 – 1940  Los individuos que hacían parte de contextos sociales 

con normas y costumbres diferentes, a las habituales de 

la sociedad, terminaban “contagiándose” de dichos 

comportamientos y tendencias delictivas.  

Integró la teoría de la Ecología Urbana.  

Se afianza en la desorganización social que se ampara 

en sectores de transición, deterioro físico de la urbe, 

familias desarticuladas, una nutrida modalidad 

delincuencial, compuesta por clases bajas, por 

deficiencia educativa y labora.  

Escuela Estructural / 

Funcionalista 

Emile Durkheim  1895 

 

Se orienta a las funciones que emergen de las estructuras 

sociales.  

Valor de los rasgos sociales y culturales, en cuanto a su 

formación, religión, situaciones que llevan al suicidio y 

crimen y desviación.  

- Teoría Anómica: Conflicto existente de normas de 

forma tal que las personas no puedan orientar con 

precisión su conducta. Son estados de vacío normativo 

que afectan el funcionamiento de las sociedades por 

procesos de cambio acelerados, llevando a conductas 

desviadas. 

Teoría de Subculturas 

Criminales 

Albert Cohen  1956 La Teoría Criminal Funcionalista acoge el concepto de 

subculturas criminales, que explica la conducta de 

jóvenes infractores de clases bajas desfavorables. El 

término subcultura se orienta a las culturas variadas, que 

se diferencian por la escala de valores.  

De esta se derivan la:  

- Teoría de la tensión, que hace referencia a que la 

delincuencia se encuentra estratificada por sexo, edad, 

raza, ocupación, etnia, ingresos, entre otros. Expuesta 

por Merton 1940 Cohen 1955 y Cloward y Ohlin 1960  

- Teoría de la Oportunidad Diferencial: La sociedad 

como resultado de la coexistencia de subculturas 

independientes que emergen como consecuencia entre 

las metas y fines. Se edifica, por medio de la frustración 

que sienten los menores y/o jóvenes de clases 

desfavorables al querer alcanzar el nivel económico y 

social de sus grupos sociales. Se trata de los rasgos que 

se dan de la subcultura por equipararse a sus 

homólogos, al no asumir su propia realidad. Expuesta 

por Richard A, Cloward y Lloyd E, Ohlin, 1960.  
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Teoría del conflicto 

cultural 

Tsun Zu 

Mayami Moto  

Karl Marx 

Charles Wright 

Mills  

Consolidada 

en la década 

de los 60. 

Tsun Zu, el arte de la guerra  

Mayami Moto con la teoría de los cinco anillos. 

Karl Marx quien vio en la lucha de clases, la clave de la 

historia humana y principal fuente de cambio.   

Charles Wright Mills, quien vio en la lucha de clases la 

clave de la historia humana y principal fuente de cambio.  

La teoría del conflicto establece que para entender 

plenamente la sociedad se deben analizar los procesos 

de conflictos. 

Teorías del Proceso 

Social 

Edwin Sutherland  1939 El individuo lejos de nacer delincuente, o imitar o heredar 

comportamientos socialmente reprochables, aprende a 

ser criminal. Entre estas se destacan las teorías del 

aprendizaje social del control y del etiquetamiento.  

- Aprendizaje social: Considera que la conducta 

desviada se aprende de la misma forma que el resto de 

la conductas. Indica que las personas que hacen parte 

de las clases altas tienen una mayor probabilidad de 

evitar la justicia y por ende de no ser juzgados con 

rigurosidad. 

- Teorías del control social: Defienden el orden social 

como el control sobre los sujetos, neutralizan los 

comportamientos desviados. La delincuencia aparece 

cuando los lazos que unen al individuo con la sociedad 

que rompe. 

- Teoría del etiquetamiento: Se fundamenta en que la 

sociedad etiqueta como desviados o determinados 

comportamientos de la persona. Uno de sus precursores 

es Mead, quien indica que el delincuente es una 

definición social.   

 

 

Las teorías referidas constituyen parte fundamental para el análisis de las conductas 

criminales de los menores de edad, las cuales sirven para comprender dicho  actuar  y 

llegar a establecer las acciones a seguir. Aunado a lo anterior, se encuentra la incidencia 

que tiene la salud en los aspectos que la Sociología Criminal debe tener en cuenta, para 

identificar los elementos que afectan a la infancia y adolescencia y los vuelca a la vida 

delictiva. El concepto de salud como menciona la Organización Mundial de la Salud (OMS) 

es definido como un: “Estado de completo bienestar mental, físico y social, y no meramente 

la ausencia de enfermedad o dolencia”129. Simultáneamente uno de los componentes de 

 
129 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. Salud mental 2001: Informe de la Secretaría. Punto 
9.4 del orden del día provisional. 2001 
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la salud, es la salud mental, haciéndose necesario definir el mismo, el cual es abordado 

por la Organización Mundial de la Salud quien refiere que “Salud mental es la posibilidad 

de acrecentar la competencia de los individuos y comunidades y permitirles alcanzar sus 

propios objetivos. Salud mental es materia de interés para todos, y no sólo para aquellos 

afectados por un trastorno mental”130  

 

 

Es importante mencionar que “cuando hablamos de felicidad, equilibrio emocional, gozo y 

satisfacción, generalmente, estamos hablando de Salud Mental”131 y, adicionalmente, “la 

salud mental tiene que ver con la vida diaria de todos nosotros”. Es decir, que la manera 

como las personas se desenvuelven en sus trabajos, lugares de estudios y con sus 

familias, implica el reconocimiento de sus capacidades y la puesta en práctica de estas 

para aportar a su desarrollo personal y social, buscando el cumplimiento de sueños e 

ideales. Ahora bien, la salud mental se encuentra estrechamente ligada a las emociones, 

las cuales son el producto final de la manera en cómo se piensa, valora o se cree lo que 

ocurre en el interior de las personas. Sin embargo, se tiene la creencia de que es la 

situación presentada la que de forma inmediata genera la emoción.  

 

 

Según Palermo132 a las personas les cuesta colocar sus emociones en orden, ya que se 

encuentran convencidas de que son las situaciones en sí, las que le generan lo que 

sienten; es decir, piensan que las causas se encuentran a fuera de ellos, y no dentro, 

esperando de esta forma a que los demás cambien. La mejor manera de ordenar el mundo 

emocional es entonces cambiar el sistema de pensamientos, creencias y valores respecto 

a determinadas situaciones o personas, ya que, si se espera que lo de afuera cambie por 

sí solo, esto nunca ocurrirá. En sí, una emoción es un impulso psíquico que se sitúa en el 

interior de la persona y el cual se le reconoce o se hace consciente a través del sentimiento. 

“Existen diversas formas de sentir, como lo biológico que es orgánico y se produce a través 

 
130 MARTORELL, Maria; COMELLES, Jhosep y BERNAL, Mariola. Antropología enfermería. 
Tarrago: UVR. 2009. p. 102 
131 TOBÓN MARULANDA, Flor. La salud mental: una visión acerca de su atención integral. Medellín: 
Universidad Antioquia. 2005 
132 PALERMO, S. Vivir Tranquilo. Córdoba, España: BOOKBABY. 2016 
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de los cinco sentidos (gusto, vista, tacto, audición y visión); y a experiencias que 

transcienden los sentidos de los organismos”133. 

 

 

Se tiene en cuenta que las emociones, según Palermo incitan a acciones corporales en la 

mayor parte de las situaciones, dependiendo como tal, del tipo de emoción manifestada, 

llámese ira, miedo o tristeza. Este tipo de emociones, son de utilidad para el esquema 

cognitivo de cada persona, debido a que ayuda a generar un sistema de alertas que 

mantienen a los individuos lejos del peligro. También, ayuda a ahorrar tiempos, en la 

medida en que no tiene que generar nuevas conexiones sinápticas, sino que recurre a las 

ya generadas en el momento de resolver algún tipo de problemas134. Palermo, presenta el 

término de emociones condicionadas, que son aquellos estados emocionales que surgen 

de improvisto sin ninguna razón aparente, es decir, sin la necesidad que ocurra un evento 

o situación que genere directamente la emoción. Este tipo de emociones, según el autor, 

son las responsables de aparición recurrente de conductas adictivas, debido a angustias 

o ansiedades repentinas. Por la aparición de este tipo de emociones, es que existe la 

persistencia de emociones como la ira, deseos sexuales desaforados, ansiedad constante 

o ataques contra la propia vida de sí mismo135. 

 

 

El autor explica que la aparición de este tipo de emociones condicionadas tiene que ver 

con que pertenecen a uno de los dos circuitos de formación de valores: Circuito automático 

y circuito cognitivo. En el circuito automático, la información que se repite 

permanentemente ya no es analizada, sino que se incorpora automáticamente al sistema 

de valoración del sujeto; es decir, la información que se emplea para significar cada una 

de las actividades ejercidas, se ha automatizado. De esto se desprende el concepto de 

Huella Psíquica que contempla a todos aquellos pensamientos que han sido recorrido por 

la psiquis repetitivamente y que a su vez generan emociones inquietas tales como 

ansiedad y estrés136. El otro circuito existente es el cognitivo, el cual evalúa nuevas 

situaciones, creando una adaptación a nuevos acontecimientos, y entregándole un 

 
133 Ibid., p. 65 
134 Ibid., p. 65 
135 Ibid., p. 66 
136 Ibid., p. 66 
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determinado valor. Así pues, el autor sugiere que la mejor manera de modificar emociones 

condicionadas es cambiar esos pensamientos automáticos iniciando nuevas 

automatizaciones. 

 

 

Del mismo modo, el bienestar mental está integrado por las diferentes dimensiones del ser 

humano; entendiéndose desde una perspectiva integradora y holística, que ante una 

situación de riesgo se puede ver afectado el bienestar de la población a intervenir, por 

ejemplo, la posible presencia de algún trastorno mental; este último definido en la Ley 

1616, Ley de Salud Mental en Colombia, como: Una alteración de los procesos cognitivos 

y afectivos del desenvolvimiento considerado como normal con respecto al grupo social de 

referencia del cual proviene el individuo. Esta alteración se manifiesta en trastornos del 

razonamiento, del comportamiento, de la facultad de reconocer la realidad y de adaptarse 

a las condiciones de la vida. 

 

 

Es así como el término de bienestar mental, parte de la salud integral del ser humano, 

relacionado con las condiciones de vida, posibilidades de desarrollo en el ámbito afectivo, 

emocional, intelectual y laboral. Así mismo, la capacidad de integración e interacción con 

el medio social y cultural, que propician cambios en las relaciones con personas 

significativas que pertenecen a su contexto. La falta de garantías en la salud en la infancia 

y adolescencia hace parte de los fenómenos “disociativos que llevan a la violación de los 

preceptos de profundo valor humano, ocasionando la tipificación en las leyes penales de 

conductas atípicas que emergen en la lucha por lograr la prestación de un servicio, que es 

fundamental”137. En este orden de ideas, la Sociología Criminal ha hecho sus aportes a la 

regularización de los actos delictivos de la juventud, por medio del marco normativo que 

responde a la institucionalidad del Estado colombiano en la materia.  

 

 

 
137 RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, Macarena. Aportaciones sociológicas al estudio del crimen. 
Delimitaciones y usos de la Sociología Criminal. (Tesis de grado). España: Universidad de la 
Laguna. 2017. p. 5.  
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En la esfera nacional se encuentra el documento del ICBF138 que se orienta al análisis de 

los elementos para la comprensión de la delincuencia juvenil en Colombia, escrito en el 

2015 y que permite de alguna forma el acercamiento a las Escuelas y Teorías establecidas. 

Indica el documento que, desde los estudios de orientación social, el delito sobre carreras 

delictivas, se tiene la teoría de la asociación diferencial y el refuerzo de la conducta 

delictiva, formulada por Akers y Robert Burgess en 1966 tal como ya se señaló que ha 

servido como directriz para el análisis de la violencia de los jóvenes en Colombia. En el 

documento del ICBF también se hace alusión a la teoría de la tensión de Rober Agnew 

que hace referencia como ya se explicó a que los “individuos son más propensos a cometer 

delitos en reacción a vivencias de tensión, estrés o frustración. Clasifica la frustración en 

tres escenarios: La falla en lograr algún objetivo, el rechazo en el contexto social y la 

tensión a estímulos negativos”139. 

 

 

Como punto final se encuentra que la Sociología Criminal ha logrado un amplio abordaje, 

a través de sus diferentes representantes y épocas; por medio de éstas se integran los 

diferentes comportamientos sociales que emergen del entorno y que, a su vez, éste hace 

parte de las familias que de una u otra manera son disfuncionales y tales 

disfuncionalidades son muy bien aprovechadas por flagelos como la criminalidad. Queda 

claro que sin importar la composición familiar y la clase a la que pertenezcan los menores 

y jóvenes; se encuentra en las teorías de la Sociología Criminal que existe una clara 

necesidad de afianzar las acciones para dar alcance a corregir, disminuir o controlar los 

escenarios de criminalidad que se han convertido en espacios fértiles para que los 

menores y jóvenes inicien en comportamientos delictuales, afectando los diversos grupos 

sociales independientemente de la clase social a la que pertenezcan.  

 

 

 
138 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. Adolescentes, jóvenes y delitos: 
Elementos para la comprensión de la delincuencia juvenil en Colombia. Colombia: ICBF. 2015.  
139 Ibid., p. 17.  
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2.3. Institucionalidad del Estado colombiano frente a la 

demanda de atención de los jóvenes con relación a actos 

que promueven la violencia intrafamiliar  

Cuando se habla de institucionalidad, se hace referencia a “organizaciones que son 

reconocidas por la sociedad y que atribuyen su carácter normativo-administrativo a la 

particularidad determinante de la institucionalidad y diferenciadora de los demás métodos 

de ejecución estatal”140. Si bien, el buen funcionamiento de toda organización depende, 

“no solo de la claridad de las normas que la rigen y los recursos con que cuenta para 

desarrollar su labor”141, también depende de la preparación y el compromiso de las 

personas que se encuentran vinculadas a ella. El concepto de institucionalidad va más allá 

de las instituciones que representan y operativizan el poder el Estado, ya que se “incluye 

también condicionantes propios del acervo cultural que limitan la interacción entre los 

integrantes de un grupo social”142. Por lo anterior, “las instituciones ostentan un conjunto 

de reglas formales y no formales según su naturaleza, el cual se asume de forma 

colectiva”143. 

 

 

Para la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) el concepto de 

institucionalidad se define como “el conjunto de normas que regulan el comportamiento de 

los actores, las organizaciones, la calidad de las mismas, los modelos de organización y 

gestión, los arreglos institucionales”144, por lo que sobre la institucionalidad reposa la 

responsabilidad de la definición y la regulación de las políticas públicas como del conjunto 

de normas y leyes que afectan las dinámicas sociales, políticas y económicas en las cuales 

están inmersos los distintos actores que forman parte de un Estado145 Desde esta 

 
140 GRAU, Nuria Cunill. Las políticas con enfoque de derechos y su incidencia en la institucionalidad 
pública. En: Revista del CLAD Reforma y Democracia, núm. 46, 2010. Pp. 41-72. 
141 PONTIFICA UNIVERSIDAD JAVERIANA. Importancia de la institucionalidad. En: Hoy en la 
Javeriana. 2020. p. 1. 
142 ROPERO, Sandro. La institucionalidad rural en Colombia: Reflexiones para su análisis y 
fortalecimiento. En: Revista Mundo agrario, vol. 17, núm. 35. 2016. Pp. 1 – 13. 
143 GENTES, Ingo. Gobernanza, gobernabilidad e institucionalidad para la gestión de cuencas: 
estado de arte. Costa Rica: Turrialba. 2008. p. 6. 
144 FRANCO, Ronaldo. La institucionalidad de las políticas sociales: Modificaciones para mejorar su 
efectividad. Chile: FLASCO. 2004. Disponible en: 
http://bibliotecavirtual.clacso.org.ar/ar/libros/chile/flacso/autoridad.pdf  
145 ROPERO, Sandro. Óp. Cit., p. 3.  

http://bibliotecavirtual.clacso.org.ar/ar/libros/chile/flacso/autoridad.pdf
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perspectiva, se debe realizar la interpretación de la ley, en cuanto al reconocimiento de la 

familia como unidad básica de la sociedad y la primacía de los derechos fundamentales; 

teniendo en cuenta especial la aplicación protección a las víctimas de violencia 

Intrafamiliar. De ahí que la Ley 294 de 1996, tuvo por objeto desarrollar el inciso 5 del 

artículo 42 de la Constitución Política146, consagrando allí el trámite de Medidas de 

Protección en casos de Violencia Intrafamiliar, tendientes a poner fin a todo tipo de violencia 

física, psíquica, verbal o cualquiera otra dentro del contexto de la familia; además, la ley 

575 de 2000 modificó parcialmente la Ley 294 de 1996 y otorgó competencia a las 

Comisarías de Familia para conocer y llevar a término el trámite de Medidas de Protección. 

 

 

La institucionalidad del Estado colombiano cuenta con un marco legal amplio que facilita 

las intervenciones de las violencias filio-parentales en las familias colombianas. Si bien, el 

Estado establece a través de la Ley 1098 de 2006 “garantizar a los niños, a las niñas y a 

los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia 

y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión”147 también el Estado 

dispone establecer límites, normas y sanciones que pugnen conductas violentas de 

adolescentes y jóvenes hacia sus familiares y progenitores.  

 

 

Por tal razón, frente a la demanda de atención de los jóvenes con relación a actos que 

promueven la violencia intrafamiliar, en virtud de la Ley 1098 de 2006, y en ejercicio del 

artículo 45, el cual reza que “es obligación la familia, de la sociedad y del Estado, formar a 

los niños, las niñas y los adolescentes en el ejercicio responsable de los derechos. Las 

autoridades contribuirán con este propósito a través de decisiones oportunas y eficaces y 

con claro sentido pedagógico” la Institucionalidad del Estado define en el artículo 139 de 

la misma ley el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes – (SRPA): El sistema 

de responsabilidad penal para adolescentes es el conjunto de principios, normas, 

procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o 

 
146 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Constitución Política de Colombia. Bogotá, D.C.: 
Temis. 2022. 
147 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 (8, noviembre, 2006) Por la cual se 
expide el Código de la Infancia y la Adolescencia. Diario Oficial. No. 46.446, 2006.  
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intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan 

entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible. 

 

 

Con base a esta definición, al SRPA solamente se acude cuando ya existe un conocimiento 

de que hay una presunta comisión de un delito por parte de una persona que cumpla con 

las especificaciones de la definición148. Sin embargo, estas medidas no han sido suficientes 

para prevenir la violencia intrafamiliar ejercida por parte de adolescentes y jóvenes hacia 

sus progenitores. Por tal razón, con el transcurso del tiempo, el Estado colombiano se vio 

en la necesidad de adoptar herramientas para tratar de solucionar este fenómeno, por lo 

que la Ley 294 fue modificada parcialmente por la Ley 575 de 2000, la cual establece que 

“toda persona dentro de su contexto familiar que sea víctima de daño físico, psíquico, 

amenaza, agravio, ofensa o sea víctima de cualquier otra forma de agresión por parte de 

otro miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que 

hubiere lugar”149.  

 

 

Por lo anterior, existen entidades que responden a la Institucionalidad del Estado 

colombiano frente a la demanda de atención de los jóvenes con relación a actos que 

promuevan la violencia intrafamiliar. Tales entidades son las siguientes: Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar, es la entidad rectora del Sistema Nacional de Bienestar 

Familiar y tiene a su cargo la articulación de las entidades responsables de la garantía de 

los derechos de los niños, niñas, adolescentes y la familia, la prevención de su vulneración, 

la protección y el restablecimiento de los mismo en el ámbito nacional, departamental, 

municipal y resguardos o territorios indígenas150. Las Alcaldías con sus diferentes 

dependencias, por ejemplo, en el caso de Bogotá con las Secretarias de Integración Social, 

Educación, Salud, entre otras. Las Comisarías de Familia, son entidades distritales, 

municipales o intermunicipales que forman parte del sistema Nacional de Bienestar 

Familiar, cuya misión es prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los 

 
148 ZULETA, Eliana; RAMIREZ, Amalia y QUINTERO, Ana. Estudio de los mecanismos normativos 
frente a casos de violencia filio-parental en el municipio de el Retiro en la vigencia 2012-2018. 
(Trabajo de grado). Medellín: Universidad Católica Luis Amigo. 2018. 
149 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 575. (9, febrero, 2000). Por la cual se 
reforma prácticamente la Ley 294 de 1996. Diario Oficial. No. 43.889., 2000.  
150 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 684 de 2009. 
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miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar151. Reguladas 

por la Ley 2126 de 2021. La policía de control y vigilancia, así como la de infancia y 

adolescencia prestaran a la victima de maltrato intrafamiliar toda la ayuda necesaria para 

impedir la repetición de esos hechos, remedias las secuelas físicas y psicológicas que se 

hubieran ocasionado y evitar retaliaciones por tales actos. 

 

 

Existen también entidades de orden Nacional como es el caso de la Defensoría Nacional 

del pueblo, la Procuraduría General de la Nación y la Fiscalía General de la Nación, la 

cual, tiene la función de investigar todas aquellas conductas que revistan las características 

del delito de violencia intrafamiliar. Cabe también mencionar el Centro Especializado de 

Servicios Judiciales para Adolescentes (CESPA) recibe denuncias hechas por familiares 

víctimas de violencia filio-parental en las Comisarías de Familia. El fenómeno de la VFP 

ahonda en la necesidad colectiva de proporcionar elementos que permitan incidir en las 

políticas públicas relativas al sistema educativo y el bienestar de los menores y familias.  

 

 

2.4. Conclusiones  

A manera de cierre se encuentra que la Sociología Criminal aporta los elementos para que 

un Estado Social de Derecho como Colombia articule toda la normativa dispuesta para la 

protección de la infancia y adolescencia, al igual que aquellas leyes que ayudan a juzgar 

los actos de ilicitud; sin embargo, se encuentra que aún existe vacíos en la institucionalidad 

del Estado en su papel de administrador, toda vez, que no ha tenido en cuenta, la 

importancia de la violencia filioparental siendo esta casi inexistente desde la norma y a la 

vez un problema que se encuentra en ascenso. Al punto que en los tiempos de pandemia 

los decretos que se sancionaron no hacen referencia puntual al tema. Finalmente, existe 

la imperiosa necesidad de establecer dentro de las normas existentes el articulado 

referente a la violencia filioparental. 

 
151 Competencia Subsidiaria prevista en la Ley 1098 de 2006. 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#inicio


 

 

3. Capítulo 3 

3.1. Introducción 

La violencia intrafamiliar es un problema de salud pública que requiere la inmediata 

intervención del Estado. Por ello, desde comienzos del decenio de los 80’s, el Estado tuvo 

la necesidad de crear una ley que tuviera por objeto prevenir, remediar y sancionar la 

violencia intrafamiliar. Con la implementación de una nueva Constitución Política en la 

década de los 90 el Estado logró incluir importantes derechos sociales y normas 

relacionadas con el tema. Es así como se expidió la Ley 294 de 1996, cuyo proyecto 

original fue la Ley 101 de 1994 presentada por la entonces senadora Piedad Córdoba, 

proyecto que tuvo varias reformas tanto en la Cámara como en el Senado, muchas de las 

cuales ayudaron a aportar a su mejoramiento.  

 

 

La conducta constitutiva de violencia intrafamiliar conlleva a la acción de un hecho punible, 

en el ámbito penal, pero desde la Ley 294 de 1996 objeto de estudio se enmarca en la 

atención de carácter administrativo, sin dejar de lado, que la misma en su art. 22 remite 

dichas acciones a la jurisdicción penal. Del mismo modo, la ley en comentó en los artículos 

23° y 24° define y sanciona los delitos de violencia intrafamiliar que pueden denominarse 

“complejos o pluriofensivos”152, porque con ella se dañan otro tipo de bienes como la 

integridad personal y la libertad, considerado una conducta constitutiva de violencia 

intrafamiliar como hecho punible, contravención o delito dentro del mismo bien establecido 

por la Constitución Nacional de cara a la protección de la familia. Si bien, la Ley 294 de 

1996 trata de salvaguardar y proteger derechos fundamentales en el núcleo familiar, es 

 
152 Es una modalidad de delito compuesto por varias acciones. Amparan simultáneamente varios 
bienes jurídicos. La persona que realiza la conducta descrita en el tipo penal lesiona 
simultáneamente varios intereses que el legislador concibe como dignos de tutela jurídica. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 658 de 1997.  
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claro que existe en la misma norma unos vacíos conceptuales inherentes a los sujetos que 

desplieguen situaciones de violencia al interior de la familia o entorno, como es el caso de 

la VFP que constituye la razón de ser de la presente investigación. Como se puede 

observar, la ley ha sufrido varias reformas mediante las cuales se busca, que ésta 

responda a las nuevas exigencias de los cambios sociales de las familias contemporáneas, 

pero que sigue desconociendo la VFP. El prevenir, sancionar y remediar las conductas 

punitivas vinculadas a la violencia intrafamiliar, representa un aspecto de gran 

trascendencia social, pues aporta para educar a cada uno de los integrantes de la familia 

en relaciones de igualdad, mutuo respeto y solución práctica de los conflictos. 

 

 

Sin embargo, pesé a las reformas hechas a la ley continúa existiendo una laguna jurídica, 

concerniente a precisar la VFP para que ésta se logré visibilizar y haga parte de las 

acciones que deben emprender las Comisarías de Familia, el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar y demás entes a los que haya lugar cuando el caso lo amerite. Es por 

ello, que éste último capítulo constituye la síntesis de lo evidenciado en los dos anteriores, 

por medio del cual se quiere demostrar que no existe una posición clara frente a la VFP y 

que se hace necesario otra reforma a la Ley de Violencia Intrafamiliar. Para tal fin, se hace 

una aproximación a las cifras de la violencia intrafamiliar, seguida de algunas cifras sobre 

VFP con lo sucedido en la pandemia, seguido de los pronunciamientos jurisprudenciales, 

orientados a la protección de los menores de edad con el fin de demostrar que no se 

encontraron pronunciamientos que hablen desde la violencia intrafamiliar, desplegada por 

los menores de edad hacia los miembros de la familia. No significa, que no existan 

pronunciamientos que sancionen a los adolescentes, pero éstos se enfocan a los delitos 

contenidos en el SRPA, tema que no corresponde a la investigación.  

 

 

3.2. Violencia intrafamiliar en cifras 2015 – 2021 

La violencia tiene raíces históricas y hoy es más aguda y compleja que nunca. Ésta se da 

en todos los niveles: económico, laboral, social, política e intrafamiliar. Se da en todos los 

espacios: la calle, escuela, hospital, empresa, hogar. Asume múltiples formas: física, 

psicológica, sexual, verbal y económica. Tiene múltiples representaciones: suicidio, 
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homicidio, desaparición, secuestro, masacre, maltrato, chantaje, ultraje. Afecta a todos: 

niños, niñas, jóvenes, adultos, hombres, mujeres, en calidad de víctimas o victimarios y 

hace parte de nuestra cotidianidad153. En este orden de ideas, y como ya se ha expresado 

la violencia intrafamiliar es un problema multicausal que se afianza en diferentes factores 

sociales, individuales, políticos y comunitarios; pero que independientemente del factor 

continúa siendo objeto de relevancia, en cuanto, a que a través de ésta se da la 

desarticulación de cualquier grupo social, así lo muestran las estadísticas año a año.  

 

 

De acuerdo a las cifras del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 

durante el año 2015, se dieron: “26.895 casos de violencia intrafamiliar en Colombia, de 

los cuales 10.435 casos correspondieron a violencia contra niños, niñas y adolescentes, 

con una tasa de 67,47 por cada 100.000 habitantes; 1.651 casos de violencia contra la 

población adulta mayor, con una tasa de 30,94% y 14.899 casos de violencia entre otros 

familiares con una tasa de 54.38%”154. En Colombia, la familia es el contexto más violento. 

De acuerdo con las cifras reportadas por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses –INMLCF –, en el periodo “2006-2015 fueron objeto de reconocimiento médico 

legal 289.784 casos de agresiones ocurridas a manos de otros miembros de la unidad 

familiar, diferentes a la pareja o expareja y a la violencia sexual”155. 

 

 

Para el 2017 el INMLCF realizó “27.538 exámenes medicolegales por violencia 

intrafamiliar; de estos, 10.385 (37.71%) contra niños, niñas y adolescentes, 1.944 (7.06%) 

violencia contra el adulto mayor y 15.209 (55.23%) a violencia contra otros familiares. Se 

encontró que las mujeres son las mayores víctimas, con 16.463 casos (59.78%), mientras 

que los hombres registraron 11.075 (40.22%)”156. En el periodo comprendido entre 2018 a 

2022, la violencia intrafamiliar presenta un descenso de 1,25% en el número de mujeres 

 
153 SIERRA FAJARDO, Rosa Amelia, MACANA TUTA, Neidi Leonor y CORTÉS CALLEJAS, 
Claraivett. Impacto social de la violencia intrafamiliar. FORENSIS. Colombia: Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses – DRIP. 2006. p. 80.  
154 ACOSTA VÉLEZ, María. Comportamiento de la violencia intrafamiliar. Colombia: Ideas para la 
Paz. 2015. p. 201 
155 INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES. FORENSIS  Datos para la vida. 
Colombia. 2016. p. 211 
156 INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES. FORENSIS Datos para la vida. 
Colombia. 2017. p. 176 
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víctimas, de “17.009 casos reportados en 2018 a 16.797 en 2019. Sobre el comportamiento 

en el año en curso, de enero a octubre 2020, la DIJIN reportó 73.038 mujeres víctimas de 

violencia intrafamiliar”157. 

 

 

Para 2020 con corte a septiembre, se observa un descenso de 32.45% en el número de 

mujeres víctimas de violencia sexual, “al pasar de 16.885 casos reportados de enero a 

septiembre de 2019, a 11.405 en el mismo periodo de 2020”158. Durante la pandemia del 

COVID – 19 la mayoría de las naciones en el mundo se decretaron medidas de 

confinamiento domiciliario. Estas medidas, aunque efectivas contra la propagación del 

virus, ha tenido consecuencias no deseadas sobre la convivencia en los hogares. En los 

tiempos de pandemia las agresiones aumentaron para las niñas y mujeres debido a la falta 

de personas o recursos que normalmente pueden ayudarlas a prevenir o enfrentar 

situaciones violentas. “En Colombia las llamadas de emergencia por casos de violencia 

doméstica aumentaron en un 112% desde noviembre de 2019 hasta el mismo mes de 

2020”159. La violencia por razones de género en Colombia es un problema de Salud Pública 

y una violación a los DD.HH. Durante los últimos 10 años, los diversos sistemas de 

información han mostrado la magnitud de estas violencias en el país.  

 

 

3.3. La violencia ejercida por los jóvenes en tiempos de 

pandemia hacia el interior de sus hogares y entorno  

Este fenómeno se caracteriza por las agresiones reiteradas dirigida a los padres o aquellas 

figuras parentales que las reemplazan como cuidadores, docentes y tutores. “También se 

incluye en esta VFP adolescentes y jóvenes que se defienden de agresiones, que 

reaccionan ante eventos de abusos sexuales o de un trato despectivo no acorde con su 

 
157 CORPORACIÓN SISMA MUJER. La pandemia antes del COVID – 19. Violencias hacia las 
mujeres y niñas en Colombia durante 2019 y 2020. Boletín No. 22. 25 de noviembre. Colombia. 
2020. p. 10.  
158 Ibid., p. 10 
159 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. Violencia en el hogar durante COVID – 19. 
Resumen de políticas según la iniciativa Respuestas Efectivas contra el COVID 19 (RECOVR). 
Colombia. 2021. p. 2. 
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edad; la violencia ejercida como forma de protección de otro miembro de la familia que 

está siendo lastimado”160; y los actos de retaliación, concerniente a los hijos con 

antecedentes de maltrato o abuso en la infancia, quienes se convierten en maltratadores 

cuando se invierten los papeles y son ellos los que cuidan de sus padres. En el estudio 

realizado en el periodo 2009 – 2014 por el INMLCF relacionado con la violencia hacia la 

mujer adulta mayor, se estimó que son los hijos los que más las agreden. “Los hijos son 

los que con mayor frecuencia violentan a sus madres, pero ni la literatura ni otros datos 

revelan esta realidad que, asociada con arma o mecanismo utilizados para la agresión, 

dejan ver cierta perversidad y crueldad en el trato hacia nuestros mayores”161. 

 

 

El entorno familiar se convirtió en el más propicio para la agresión de la mujer adulta mayor, 

por parte de sus hijos, con el “40.64% de los casos estudiados. Esto controvierte la teoría 

que muestra a los cuidadores como principales agresores, los cuales alcanzaron un 

0.13%”162.Una muestra de lo referido es “la agresión de los hijos contra los padres que 

representó 11% de los 15.829 casos de violencia intrafamiliar en el 2016”163. La violencia 

en el interior de las familias es una situación de alta frecuencia en las distintas sociedades 

del mundo; pero es hasta hace algunos años que comenzó a presentarse una variante y 

fue la VFP convirtiéndose en una problemática de tipo sociofamiliar. Se recalca que 

anteriormente solo se vislumbraba la violencia al interior del núcleo familiar desde el 

maltrato a menores de edad y la agresión contra la mujer, y todos los esfuerzos desde las 

políticas públicas estructuradas se dirigen hacia este tipo de eventualidades. 

 

 

En Colombia, según el análisis de Ávila, et. la violencia intrafamiliar presentaba a 2017 

“28.645 casos denunciados que se distribuyen en violencia contra el adulto mayor con 

2.261 casos, la violencia entre otros familiares con 15.590 casos, dentro de este tipo de 

 
160 INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES. FORENSIS Datos para la vida. 
Colombia. 2016. p. 212 
161 DE LA HOZ BOHÓRQUEZ, Germán Alberto. La violencia contra la mujer adulta mayor en 
Colombia. 2009 – 2014. Colombia: Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 2014. 
p. 179.  
162 Ibid., p. 187.  
163 SEMANA. ¿Por qué hay cada vez más niños que les pegan a sus padres? Febrero 26 de 2017. 
Disponible en: https://www.semana.com/por-que-hay-cada-vez-mas-ninos-que-les-pegan-sus-
padres/419202-3/  

https://www.semana.com/por-que-hay-cada-vez-mas-ninos-que-les-pegan-sus-padres/419202-3/
https://www.semana.com/por-que-hay-cada-vez-mas-ninos-que-les-pegan-sus-padres/419202-3/
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violencia se incluye la violencia filio – parental que equivale al 13.26%, siendo los hijos la 

tercera población agresora con mayor número de casos para distribución de violencia”164. 

A mediados de 2020 en medio de la pandemia  “cifras de Medicina Legal señalaron que 

en el 99.86% de los casos la persona maltratadora es un familiar, y al indicar el actor se 

evidenció que en el 43,14% de los eventos son los hijos e hijas los causantes de las 

agresiones”165. 

 

 

3.3.1. Las Comisarías de Familia de Bogotá, frente a la VFP en 

tiempos de pandemia  

Las Comisarías de Bogotá cumplen una función en la garantía, protección, 

restablecimiento de derechos de la familia y el acceso a la justicia, distribuidas en las 20 

localidades de la ciudad y que para el año 2020 se organizaron de la siguiente manera: 22 

Comisarías de Familia diurnas, 10 semipermanentes, 2 permanentes, 2 móviles, 1 en zona 

rural y 1 de forma virtual, está última creada con ocasión de la pandemia debido a que las 

familias se encontraban en cuarentena decretada por el gobierno nacional.  

 

 

Para la obtención de la información estadística inicialmente se utilizó un rastreo de la base 

de datos del Sistema de Información de la Secretaría Distrital de Integración Social (en 

adelante SDIS) a través del Tablero de Control del Sistema de Información de Registro de 

Beneficiarios (en adelante SIRBE) en el 2020 – 2021 que es el primer ingreso de abordaje 

de las familias, en el cual se identifica el trámite de atención a seguir frente a situaciones 

de violencia. La información obtenida por este medio permite evidenciar en la descripción 

de la consulta cuando se presenta violencia de los hijos hacia los miembros del grupo 

familiar. Así, en el periodo de análisis se reportaron un total de 27.740 órdenes 

administrativas en todas las Comisarías de Bogotá (figura 3-1).  

 
164 CORREA AGUDELO, Sara Melisa, et. al. Perspectiva de género en la violencia filio – parental. 
En: Revista Latinoamericana de Estudios de Familia, vol. 13, núm. 2, julio – diciembre. 2021. Pp. 
143 – 162.  
165 INFOBAE. 8.111 adultos mayores han sido maltratados y violentados en lo que va de 2022: 
MinSalud. Junio 15 de 2022. Disponible en: 
https://www.infobae.com/america/colombia/2022/06/16/8111-adultos-mayores-han-sido-
maltratados-y-violentados-en-lo-que-va-de-2022-minsalud/  

https://www.infobae.com/america/colombia/2022/06/16/8111-adultos-mayores-han-sido-maltratados-y-violentados-en-lo-que-va-de-2022-minsalud/
https://www.infobae.com/america/colombia/2022/06/16/8111-adultos-mayores-han-sido-maltratados-y-violentados-en-lo-que-va-de-2022-minsalud/
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El número de orden por localidad es el siguiente: Bosa 8049, Kennedy 4750, Suba 4850, 

Engativá 4250, Ciudad Bolívar 2850, Usme 520, Usaquén 98, Tunjuelito  67, San Cristóbal 

112, Chapinero 1300, Barrios Unidos 370, Antonio Nariño 56, Mártires 110, Teusaquillo 

130, Puente Aranda 28, Candelaria 50 y Rafael Uribe 150. 

 

 

Figura 3 -1: Órdenes administrativas por conflicto familiar en las Localidades en el 

periodo 2020 – 2021  

 

 

Fuente: Tablero de Control SIRBE de la Dirección de Análisis y Diseño Estratégico, de la 

Secretaría de Integración Social. Disponible: 

https://old.integracionsocial.gov.co/modulos/contenido/default.asp?idmodulo=1958  

 

 

En la figura 3 -1 se observa de forma general el número de órdenes administrativas creadas 

en el periodo 2020 – 2021. El registro se hizo por localidad más no por el número de 

Comisarias de Familia existente en cada una de éstas. Se encuentran que las situaciones 

de violencia más representativas están en las localidades de Bosa, Kennedy, Suba, 

Engativá y Ciudad Bolívar. Para determinar el número de órdenes que impliquen una 
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acción de violencia de un menor de edad hacia los miembros de grupo familiar, se escogió 

el criterio “conflicto con adolescente", encontrándose un número de 8.553 órdenes (Figura 

3-2). Las ordenes por localidad son: Bosa 2238, Kennedy 1621, Suba 1557, Engativá 983, 

Ciudad Bolivar 658, Usme 38, Usaquén 77, Tunjuelito 53, Rafael Uribe  98, San 

Cristóbal 48, Chapinero 825, Barrios Unidos 174, Antonio Nariño 39, Mártires 43, 

Teusaquillo 56, Puente Aranda 12 y Candelaria 33. 

 

 

Figura 3 - 2: Órdenes administrativas por conflicto con adolescente en las Localidades en 

el periodo 2020 – 2021 

 

Fuente: Tablero de Control SIRBE de la Dirección de Análisis y Diseño Estratégico, de la 

Secretaría de Integración Social. Disponible: 

https://old.integracionsocial.gov.co/modulos/contenido/default.asp?idmodulo=1958 

 

 

En la figura 3-2 se observan las órdenes administrativas por conflicto con adolescente, 

evidenciando una problemática más relevante en las localidades de Bosa, Kennedy, Suba, 

Engativá y Ciudad Bolívar. Es importante indicar que la información hallada en el Tablero 

de Control SIRBE es presentada de forma general, incluyendo solamente el año de 
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registro, la Comisaría, el número del Registro Único de Gestión – RUG –, descripción de 

la consulta, fecha de apertura y estado en el que se encuentra. Con relación a los 8553 

órdenes administrativas en cuanto al estado corresponde a que 4423 órdenes se 

encuentran concluidas y 4130 en proceso (figura 3-3).  

 

 

Figura 3-3: Órdenes administrativas por conflicto con adolescente concluidas y en 

proceso  

 

 

Fuente: Tablero de Control SIRBE de la Dirección de Análisis y Diseño Estratégico, de la 

Secretaría de Integración Social. Disponible: 

https://old.integracionsocial.gov.co/modulos/contenido/default.asp?idmodulo=1958 

 

 

Con referencia a la figura 3-3 se encuentra que la mayoría de los casos están concluidos 

(7423), esto significa que las partes acudieron a las Comisarias y firmaron el compromiso. 

Los 1130 casos que se encuentran en proceso, es porque no asistieron o no fueron 

debidamente citados.  
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De otra parte, las cifras halladas en las Comisarías de Familia 27.740 casos de violencia 

intrafamiliar, 20.273 fueron mujeres con un 73%. “Entre los 27 a 59 años (49%) fueron las 

edades que más acudieron a los servicios de las comisarías; les sigue los 18 a 26 años 

con el 19%; luego 6 a 12 años con 10%, mayor a 60 años con el el 9%, 13 a 17 años con 

el 7% y 0 a 5 años con 6%”166. Con la información registrada las Comisarías de Familia 

durante la vigencia 2020 y 2021 en medio de las condiciones que impuso la “pandemia por 

COVID – 19, fortalecieron el acceso a la justicia familiar en cinco componentes: 

Organizacional, tecnológico, humano, operativo y físico, ampliando los canales de 

atención”167.  

 

 

Otra forma de enfrentar la pandemia fue la entrada en vigencia el 31 de marzo de 2020, la 

línea de las Comisarías de Familia 3808400 “una llamada de vida” que atiende vía 

telefónica todos los días de 7:00 am a 7:00 pm y permite otorgar medidas provisionales de 

protección de forma inmediata. Una nota de política pública, publicada por el Departamento 

Nacional de Planeación, informó que “en Colombia las llamadas de emergencia por casos 

de violencia intrafamiliar aumentaron en un 112% desde noviembre de 2019 hasta el 

mismo mes de 2020”168. A su vez, un informe del Observatorio Colombiano de las Mujeres 

presentó que “en los indicadores de marzo y abril del 2020 se registró un aumento de 

llamadas efectivas a la línea de atención de violencia en un 142% con respecto al año 

2019, esto independiente que la víctima fuera hombre o mujer”169.  

 

 

“En 2021, “53.487 personas, entre víctimas y agresores de violencia en el contexto familiar 

recibieron atención integral e interdisciplinaria en las Comisarías de Familia. Esta cifra, en 

 
166 VILLAMIL, Elías. Mujeres entre los 27 y 59 años son las más afectadas por violencia intrafamiliar. 
16 de diciembre de 2020. Disponible en: https://bogota.gov.co/mi-ciudad/genero/la-mujer-sigue-
siendo-victima-de-la-violencia-intrafamiliar-en-bogota 
167 RAMÍREZ, Laura Judith. Con más de 600 expertos, Distrito da apoyo a víctimas de la violencia 
intrafamiliar. 9 de marzo de 2022. Disponible en: https://bogota.gov.co/mi-ciudad/integracion-
social/cinco-localidades-de-bogota-con-mayor-demanda-en-violencia-familiar  
168 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. Violencia en el hogar durante 
COVID-19. Resumen de políticas según la iniciativa Respuestas Efectivas contra el COVID-19 
(RECOVIR). 2021. p. 1.  
169 WORLD HEALTH ORGANIZATION, et al. Addressing violence against children, women and 
older people during the COVID-19 pandemic: key actions, 17 June 2020. World Health Organization, 
2020 

https://bogota.gov.co/mi-ciudad/integracion-social/cinco-localidades-de-bogota-con-mayor-demanda-en-violencia-familiar
https://bogota.gov.co/mi-ciudad/integracion-social/cinco-localidades-de-bogota-con-mayor-demanda-en-violencia-familiar
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comparación al año 2020, en que se dio atención a 50.425 personas, aumentó un 6.07 %, 

lo que denota un incremento que pudo estar asociado a la tensión derivada de las 

cuarentenas y a la pérdida de empleo y otras crisis en algunas familias, como 

consecuencia de la pandemia por COVID – 19”170.  

 

 

Aunque el Estado colombiano ha establecido a la familia como núcleo esencial de la 

sociedad171 y ha buscado protegerla mediante sanciones y prevenciones a través de 

tratamientos integrales de las diferentes modalidades de la violencia intrafamiliar con el fin 

de asegurar el principio consagrado en el artículo 42 de la Corte Constitución Nacional el 

cual reza que “(…) Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de 

su armonía y será sancionada conforme a la Ley. De acuerdo con cifras publicadas por el 

Instituto Nacional de Medicina y Ciencias Forenses en el boletín estadístico mensual de 

enero de 2020, en Colombia se presentaron 138 casos de violencia intrafamiliar durante el 

mismo mes, de los cuales 1 fueron contra población adulta mayor (3,31%), 443 contra 

niños, niñas y (8,62%), 3.376 fueron de violencia pareja (65,71%), y 1.149 casos de 

violencia entre otros familiares (36%)172.  

 

 

Frente a esto, el Estado colombiano, en virtud de la emergencia sanitaria por COVID-19, 

expidió el Decreto 460 del 2020, en ejercicio de las facultades que confiere el artículo 215 

de la Constitución Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994173 y en desarrollo de 

lo previsto por el Decreto 417 de 2020174 dictó medidas sobre “el servicio a cargo de las 

comisarías de familia, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 

El objetivo del Decreto 460 de 2020 fue el de “proteger a las víctimas de violencias en el 

entorno familiar, especialmente a los niños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos mayores 

 
170 Ibid.  
171 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 684 de 2009. 
172 COLOMBIA. INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA Y CIENCIAS FORENSES. Boletín 
estadístico mensual, enero de 2020. Violencia intrafamiliar durante la pandemia por COVID – 19. 
2020. Disponible en: https://www.medicinalegal.gov.co/blog/-/blogs/violencia-intrafamiliar-durante-
la-pandemia-por-covid-19  
173 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 137. Por la cual se reglamentan los Estados 
de Excepción en Colombia. Diario Oficial. No. 41.379, 1994.  
174 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Decreto 417. (17, marzo, 2020). Por el cual se 
declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional. 
Diario Oficial. No. 51.259, 2020. 

https://www.medicinalegal.gov.co/blog/-/blogs/violencia-intrafamiliar-durante-la-pandemia-por-covid-19
https://www.medicinalegal.gov.co/blog/-/blogs/violencia-intrafamiliar-durante-la-pandemia-por-covid-19
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y personas en discapacidad”175. Las disposiciones del decreto se dirigieron a “garantizar la 

prestación ininterrumpida de los servicios de las comisarías de familia en condiciones que 

permitan atender los casos de violencia intrafamiliar y adoptar las medidas de protección 

a que haya lugar, sin poner en riesgo la salud pública”176. 

 

 

El decreto previó, además, la implementación de una campaña de prevención de la 

violencia intrafamiliar a cargo de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar y las gobernaciones y alcaldías177, no obstante, en 

relación con el marco jurídico ya existente, estas medidas simplemente tratan de dar 

respuesta al Estado de emergencia, pero en poco cambia el panorama de violencia filio-

parental. La campaña de prevención ofreció distintas herramientas para evitar la violencia 

intrafamiliar178 en los hogares colombianos, sin embargo, no atendió la complejidad del 

fenómeno, ni las dificultades que enfrentan las víctimas de maltrato filio-parental dentro del 

marco del aislamiento por COVID-19.  

 

 

Si bien, resultó no solamente importante, sino trascendente para el Estado colombiano 

mantener los canales de atención institucional a las víctimas, en el periodo que duró la 

pandemia. Es evidente que existieron escenarios de victimización y control dentro de los 

hogares colombianos, por lo que la denuncia no siempre fue viable, y por ende no existen 

cifras que reflejen todos los tipos de violencia, en especial la VFP. Este es un problema 

que no parece encontrar respuesta en ninguna de las medidas adoptadas en el marco del 

Decreto 417 de 2020, ni en el Estado colombiano, ni a nivel mundial. Por lo que, “resultó 

necesario crear un espíritu creativo en relación con la adopción de medidas de protección 

y restablecimiento de derechos, pues su previsión en el Código de Infancia y Adolescencia 

 
175 COLOMBIA. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Decreto 460. (22, marzo, 2020). Por 
el cual se dictan medidas para garantizar la prestación del servicio a cargo de las comisarías de 
familia, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.  
176 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 179 de 2020.   
177 RUEDA, Natalia. La otra pandemia: el maltrato intrafamiliar en tiempos de COVID-19 en 
Colombia o de cómo la respuesta autoinmune del derecho no siempre es efectiva. En: Ensayos de 
la Revista de Derecho Privado, núm. 3. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 2020. Pp. 37 
– 52.  
178 Artículo 4 del Decreto 460 de 2020.   
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y en las Leyes 294 de 1996, 575 de 2000, 1257 de 2008 y 1959 de 2019”179 no resultaron 

ser tan efectivas en el tiempo que duró la pandemia.  

 

 

A diferencia de Colombia, y a manera de ejemplo se trae a colación la experiencia de 

España, que frente a la VFP resulta estar mucho más avanzada que Colombia. Así, la 

experiencia española invita a que en el Estado colombiano se tomen los correctivos 

necesarios para que la VFP no continúe siendo invisibilizada. En España, la fundación 

Amigó en datos publicados en 2020 informó que “la Fiscalía de menores había incoado 

5.055 expedientes a jóvenes por agresiones en el ámbito familiar durante 2019, con un 

incremento del 4,59% respecto al año anterior”180. Para evitar que dichas cifras siguieran 

subiendo en tiempos de pandemia, el Gobierno de España promulgó en pleno Estado de 

emergencia el Real Decreto – Ley 12 de 2020181. Dicho decreto, al igual que el Decreto 

460 de 2020 en Colombia, trataba de garantizar el mantenimiento de los servicios de 

asistencia y protección de las víctimas de violencia de género, adaptándolos a las 

circunstancias excepcionales derivadas del Estado de emergencia por COVID-19.  

 

 

Lo anterior, debido a que la situación de aislamiento domiciliario convertía a estas personas 

en un colectivo de alto riesgo, ya que se generó un contexto de convivencia permanente 

en los hogares y, por tanto, una tendencia a situaciones de conflicto y de violencia182. Sin 

embargo, el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) de España publicó en febrero 

de 2021 una encuesta realizada a 3.083 ciudadanos adultos, en la que se preguntó a 

aquellos que convivían con hijos menores de 18 años (843 encuestados) si habían 

observado cambios en sus conductas violentas durante el confinamiento. “Un 52% 

respondieron que sí. Un 41,8% refirieron aumento de agresividad, un 50% que estaban 

 
179 RUEDA, Natalia. Óp. Cit., p. 53.  
180 FUNDACIÓN AMIGÓ. La violencia filio-parental en España (2019). 2020. Disponible en: 
http://www.fundacionamigo.org/  
181 ESPAÑA. JEFATURA DEL ESTADO. Real Decreto – ley 12. (1, abril, 2020). Por el cual se 
establecen medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de 
género. Boletín Oficial del Estado. No. 4.209, 2020. Pp. 27.973 – 27.980. 
182 ABADÍAS SELMA, Alfredo. La violencia filio-parental en los tiempos de la COVID-19: entre la 
«patología del amor» y la pandemia. En: Wolters Kluwer. 2020. Pp. 1 – 32. 

http://www.fundacionamigo.org/
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más exigentes y un 62% menos sociables”183. Según los resultados de dicho estudio, el 

confinamiento supuso un incremento de maltratos, insultos y otras formas de violencia 

hacia los padres de los adolescentes españoles. Este hallazgo coincide con lo publicado 

sobre adolescentes británicos durante el mismo periodo184. 

 

 

En contraste con los hallazgos de España, en Colombia, a pesar de que se ha señalado el 

confinamiento como un factor de riesgo del empeoramiento de diferentes formas de VFPl185 

no existen aún estudios que hablen mucho de este fenómeno, por lo cual las medidas 

establecidas por el Estado en tiempos de pandemia, en materia de violencia intrafamiliar, 

deja de lado un colectivo muy vulnerable, el cual resulta ser las familias víctimas de las 

agresiones de los hijos violentos, las víctimas de la VFP, y más concretamente las madres 

que se han encontrado educando y conviviendo solas con sus hijos en tiempos de 

confinamiento en viviendas en condiciones de hacinamiento y con precariedad económica 

provocada por la imposibilidad de trabajar, y la proliferación de los sistemas “populares”186. 

Frente a la situación vivida en Colombia, es importante resaltar que el Gobierno de España 

con el Real Decreto – Ley 12 de 2020, mencionado anteriormente, con relación a la 

violencia intrafamiliar dirigida de forma sistemática hacia la mujer, ha expresado:  

 

 

Las mujeres víctimas de violencia de género son un colectivo especialmente 

vulnerable en situaciones de aislamiento domiciliario, por verse forzadas a convivir 

con su agresor, lo que las sitúa en una situación de mayor riesgo, como se ha 

venido demostrando con motivo de situaciones parcialmente análogas, como los 

periodos vacacionales sin situación de permanencia en domicilios, periodos en los 

que se disparan los casos de violencia de género y de violencia doméstica. 

 
183 CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIOLÓGICAS (CIS). Encuesta sobre la salud mental de 
los/las españoles durante la pandemia de la COVID-19. Estudio No. 33.122. 2021. Disponible en: 
https://www.cis.es/cis/opencms/ES/NoticiasNovedades/InfoCIS/2021/  
184 CONDRY, Miles, et al. Experiences of Child and Adolescent to Parent Violence in the COVID-19 
Pandemic. Oxford: University of Oxford. 2020. 
185 ROYO, Jordi, et al. Percepciones parentales de incremento de violencia filio-parental de los 
adolescentes españoles durante el confinamiento por COVID-19. En: Revista Española Salud 
Pública, núm. 8, vol. 95. 2021. Pp. 1 – 11. 
186 SELMA, Alfredo. La violencia filio-parental y la vulnerabilidad de las madres de familias 
monoparentales en tiempos de pandemia. En: Revista Sistema Penal Crítico, 2020, núm. 1. Pp. 179 
– 195. 

https://www.cis.es/cis/opencms/ES/NoticiasNovedades/InfoCIS/2021/
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Si bien, la respuesta del Gobierno Español frente a la violencia intrafamiliar en tiempos de 

pandemia se fundamentó en garantizar el mantenimiento de los servicios de asistencia y 

protección de las víctimas de esta violencia con el fin de proteger a las mujeres, niños, 

niñas y adolescentes víctimas de dicha violencia187, deja de lado medidas específicas que 

garanticen la protección de familias víctimas de VFP.  

 

 

Lo anterior, debido a que no existe un tipo penal que tipifique de forma específica la VFP, 

sin embargo, pueden incluirse estas conductas en el artículo 173.2188 del Código Penal, 

que castiga el maltrato familiar habitual. Pese a la importancia de la habitualidad, para que 

pueda apreciarse el delito del art. 173.2 en el Código Penal Español no hay una referencia 

exacta de lo que ha de entenderse como tal189. (…)”190, es claro que dentro del marco de 

la violencia intrafamiliar durante el tiempo de pandemia no se protegió este principio. 

 

 

3.4. La Ley 294 de 1996 de cara a la violencia filioparental  

Como se ha venido abordando en los anteriores capítulos, la VIF es un grave problema de 

salud pública que ha trascendido el tejido social de forma implícita en las sociedades 

contemporáneas. En un país como Colombia, afectado por diversas formas de violencia, 

el prevenir, remediar y sancionar la VIF, tiene una gran relevancia en la institucionalidad 

del Estado. Conscientes de esta problemática, desde comienzos del decenio de los 80’s, 

el Estado colombiano buscó crear conciencia propia sobre la gravedad y la importancia de 

evitar este fenómeno. La necesidad de una ley que tuviera por objeto, prevenir, remediar 

y sancionar la VIF en Colombia, promovió activamente la implementación de importantes 

derechos sociales y normas en la Constitución Política de 1991.  

 
187 ESPAÑA. JEFATURA DEL ESTADO. Óp., p. Cit. 27.983 
188 El delito de maltrato habitual en el ámbito familiar previsto el artículo 173.2 del Código Penal, 
castiga los actos de violencia física o psíquica perpetrados de forma reiterada sobre el cónyuge o 
la persona que esté o haya estado ligada a él por análoga relación de afectividad, hasta crear una 
atmósfera irrespirable. 
189 SELMA, Alfredo. Óp. Cit., p. 185. 
190 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Ley 294. (16, julio, 1994). Por la cual se desarrolla el 
artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la 
violencia intrafamiliar. Diario Oficial. No. 42.836., 1994. Pp. 1 – 10  
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Dada la importancia que la Constitución Política le da a la familia, el artículo 42 

conceptualiza a la familia como “núcleo fundamental de la sociedad, que se conforma por 

vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 

matrimonio o por su voluntad de conformarla” y establece unos derechos y deberes de la 

familia. Respecto a los derechos relevantes se encuentra el amparo y la protección integral 

como institución básica de la sociedad por parte del Estado; este sería el fundamento 

constitucional que obtiene el Estado para instaurar una política criminal cuando se trata de 

una violación al núcleo familiar.   

 

 

Al respecto, cabe reiterar  que la violencia intrafamiliar es un problema de salud actual 

como se ha mencionado en párrafos que anteceden, y que Mayor y Salazar191, estiman 

que “la violencia intrafamiliar con sus múltiples expresiones se considera dañina y en la 

actualidad no se puede señalar con exactitud cuánto afecta la salud psicológica, física, 

social y sexual de las personas que la sufren”192.  

 

 

Es así como la Ley 294 de 1996 se sancionó para responder de forma asertiva a este tipo 

de violencia. Así, Arenas193 expone que la ley en mención puede ser un instrumento eficaz 

para prevenir, remediar y sancionar la violencia dentro del núcleo familiar porque “consagra 

como principios la celeridad, la sumariedad, la oralidad y la eficacia”194, principios 

fundamentales que son reconocidos en la Constitución Política en el titulo II “de los 

derechos, las garantías y deberes” y obedecen a la protección integral de la familia como 

obligación del Estado y de la Sociedad195; sin embargo, en la Ley 294 de 1996 no logra dar 

 
191 MAYOR WALTON, Sunieska y SALAZAR PÉREZ, Carlos Alberto. “La violencia intrafamiliar. Un 
problema de salud actual”. Artículo de Revisión. Revista Gaceta Médica Espirituana ISSN 1608-
8921. Universidad de Ciencias Médicas de Sancti Spíritus. 2019. pág. 96-105 
192 Ibid. p. 102 
193 ARENAS, Darío. Ley 294 de 1996: comentarios generales y análisis crítico. En: Estudios de 
derecho, vol. 56, núm. 127. 1997. Pp. 122 – 136.  
194 Ibid., p. 124 
195 COLOMBIA. CONSTITUCIÓN NACIONAL. Artículo 42. (20, julio, 1991). Por el cual se establece 
que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad. […]. El Estado y la sociedad garantizan la 
protección integral de la familia […]: Gaceta Constitucional. No. 116 de 1991.  
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alcance a la garantía de derechos de los miembros del núcleo familiar, al hacer caso omiso 

de la VFP196. 

 

 

Es tanta la falta de evidencia que no existen datos exactos de la problemática en las 

dinámicas familiares, donde se presenta violencia por parte de los menores de edad hacía 

los miembros del grupo familiar; es así como los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional continúan en pro de la protección de los menores de edad, haciendo caso 

omiso de la VFP. La Corte Constitucional en Sentencia C – 285 de 1997 estableció que 

era posible consagrar de manera autónoma el delito VIF y fundó su decisión en respuesta 

al artículo 44 de la Carta Magna “los derechos de los niños prevalecerán sobre los demás” 

y en “la consideración de que el tipo específico remitía a formas de maltrato que no 

produjesen lesiones y que como tales no estuviesen comprendidas dentro de otros tipos 

penales”197. En esta misma línea, la Corte Constitucional presentó una serie de 

jurisprudencias en pro de proteger los derechos de los menores de edad y la familia. 

Algunas jurisprudencias son las siguientes: 

 

 

• La Corte Constitucional en la Sentencia C - 314 de 1997 expresa que: Partiendo del 

enfoque personalísimo de la nueva Carta Fundamental de 1991, que busca el respeto, la 

protección y dignificación de la persona humana, la familia adquiere una especial 

connotación como núcleo fundamental de la sociedad para la existencia tanto de aquélla 

como de la organización política y social, configurándose, entonces, en sujeto de amparo 

y protección especial por parte del Estado, como institución básica de la sociedad (art. 5°). 

De esta manera, el constituyente de 1991 retomó los avances jurídicos alcanzados hasta 

el momento en materia civil frente a esa realidad profundizando en el tratamiento de la 

familia respecto de su origen y de la igualdad de derechos y obligaciones de sus 

miembros198. 

 

 

 
196 CISNEROS, Cástulo. La violencia intrafamiliar: política criminal del Estado. En: Universitarias 
Estudiantes, núm. 3. 2006. Pp. 203 – 224. p. 214 
197 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 285 de 1997. 
198 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 314 de 1997. 



72 
  Análisis de la VFP en el confinamiento en Bogotá 
 

• La Corte Constitucional en Sentencia C - 652 de 1997 expresa que: La institución de la 

familia merece los mayores esfuerzos del Estado para garantizar su bienestar. De ahí que 

corresponda a las autoridades intervenir en las relaciones familiares, no con el fin de fijar 

criterios de comportamiento, lo cual pertenece a la órbita del derecho a la intimidad, sino 

para propiciar la armonía y la paz familiar, impidiendo cualquier amenaza o violación a los 

derechos fundamentales de sus integrantes. El legislador ha creado un sistema normativo 

cuyo propósito radica en prevenir, corregir y sancionar la violencia intrafamiliar, a través de 

medidas pedagógicas, protectoras y sancionadoras que permiten a las personas 

solucionar sus desavenencias familiares por medios civilizados como el diálogo 

concertado, la conciliación y, en fin, otros medios judiciales, proscribiendo cualquier 

comportamiento agresivo o violento199. 

 

 

El Estado y la Corte Constitucional se enfocan principalmente en la protección de niños y 

jóvenes; en materia jurisprudencial se observan pronunciamientos como la Sentencia T – 

030 de 2020 “derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes”, la Sentencia T – 

351 de 2021 y la Sentencia C – 117 de 2021; sin embargo, el Estado poco o nada ha 

abordado de manera directa la VFP. Las sentencias citadas buscan establecer que “la 

institución de la familia merece los mayores esfuerzos del Estado para garantizar su 

bienestar”200. Por tal razón, con el pasar del tiempo, la Ley 294 de 1996 ha sufrido varias 

modificaciones consagradas en la Ley 575 de 2000 que modifica parcialmente la ley en 

estudio; la Ley 599 de 2000 por la cual se expide el Código Penal que introduce el tipo 

penal de VIF y agravantes; la Ley 1098 de 2006 que establece el interés superior del menor 

de edad; la Ley 1257 de 2008 dio un enfoque diferencial a los derechos de la mujer víctimas 

de violencia intrafamiliar. 

 

 

La Ley 2126 de 2021 modifica parcialmente la Ley 294 de 1996 en lo concerniente a la 

creación, conformación y competencias de las Comisarías de Familia y, por último, la Ley 

2197 de 2022 amplia el fortalecimiento de la seguridad ciudadana. Como se puede 

observar las reformas realizadas a la Ley de Violencia Intrafamiliar a través del tiempo han 

 
199 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 652 de 1997. 
200 CISNEROS, Cástulo. Óp. Cit., p. 215. 
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dejado de lado la atención oportuna y eficaz de la violencia en la familia ejercida por los 

menores de edad hacia los miembros que integran la familia. Ha de precisarse y con 

carácter relevante que la VFP se ha identificado como “cualquier acto que realiza el menor 

con la intención de controlar a los padres y/o causarles daño psicológico, físico o 

financiero”201; son los hijos e hijas adolescentes quienes perpetran la agresión hacia sus 

padres para obtener a cambio lo que quieren. Un estudio realizado por Morales y Castillo202 

abrió la puerta para “nutrir y ahondar sobre este fenómeno, realzando algunas 

características de la población implicada, su dinámica familiar y otros factores que 

concurren en el contexto de violencia”203.  

 

 

Los cambios de la familia y los modelos estructurales sustraídos de este estudio 

demuestran la necesidad de transformar leyes y una política criminal que respondan a las 

exigencias de los cambios sociales del sistema familiar de la sociedad contemporánea.  

Para entender este aspecto es necesario establecer que “la política criminal es la 

ordenación o disposición de medios sociales para la prevención, lo más efectiva posible, 

de los fenómenos criminales y en último término por el recurso al Derecho Penal, siempre 

en el marco de los Derechos Humanos”204. De este concepto se determina que “la política 

criminal está constituida por “aquellas directrices del Estado en un momento dado y en una 

posible coherencia con su sistema político, que pone en práctica a fin de prevenir la 

criminalidad.”205 El Estado colombiano carece de una política criminal ideal, pues 

simplemente se dispone a poner en práctica diversas estrategias para reprimir el delito 

olvidando por completo la coherencia que debe existir entre su política criminal y los 

derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno y externo206. Esto se evidencia 

en el Plan Nacional de Política Criminal (2021 – 2025), dicho documento inicia con el 

establecimiento de pilares que giran en torno a la prevención de la criminalidad, la 

investigación, el juzgamiento, el cumplimiento de la sanción y la resocialización.  

 
201 ZULETA, Eliana; RAMIREZ, Amalia y QUINTERO, Ana. Óp. Cit., p. 13. 
202 MORALES, Helena y CASTILLO, Jennifer. Violencia cometida por los adolescentes en la familia 
o cuando son los hijos los que maltratan Un estudio en la ciudad de Barranquilla, Colombia. 
En: Revista Criminalidad, vol. 53, núm. 2. 2011. Pp. 99 – 121. 
203 ÁVILA, Viviana y CORREA, Rolan. Violencia de hijos a padres. Factores que aumentan el riesgo 
de exposición y la responsabilidad penal. En: JURÍDICAS CUC, vol. 17, núm. 1. 2021. p. 406. 
204 SALAZAR, Laura; PINEDA, Luz y ROJAS, Lucía. La política criminal en la Ley de Infancia y 
Adolescencia. En: Derecho y Realidad, núm. 15. 2010. Pp. 240 – 254. p. 245.  
205 Ibid., p. 245.  
206 Ibid., p. 246. 
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Sin embargo, al momento de establecer las siete prioridades del Plan, estos simplemente 

se enfocan en estrategias para enfrentar el homicidio, las violencias de género, el crimen 

organizado, la criminalidad adolescentes, la humanización de la prisión, la modernización 

de la acción estatal y la lucha contra la corrupción207 dejando afuera estrategias para la 

prevención de la VFP, pues se establecen únicamente estrategias intersectoriales de 

prevención de la delincuencia juvenil con enfoque territorial y la reiteración criminal de 

adolescentes y jóvenes por medio de la utilización de alternativas judiciales208. Lo anterior 

debido a que, en Colombia hablar de VFP. resulta ser un término no muy común, pues 

poco ha sido investigado a pesar de los distintos casos que se reportan en las Comisarias 

de Familia como lo reportó Gaviria en la investigación realizada en 2018 se reportaron a 

las Comisarías de Familia de Chiquinquirá Localidad 2 de Cartagena “44 casos de 

agresiones y maltrato físico por parte de los hijos/as y nietos a sus madres, padres o 

abuelos”209.  

 

 

El Estado ha reconocido la necesidad de implementar reformas que tipifiquen diversos 

tipos de agresión dentro del núcleo familiar210 para sancionar las conductas punibles 

dependiendo el tipo de modalidad. Si bien se puso atención a los conflictos al interior del 

núcleo familiar, su intervención se ha concentrado mucho más en sancionar y penalizar la 

VIF que en evidenciar y establecer estrategias formativas para reconocer la VFP; no se 

observa por parte del Estado y sus instituciones en Bogotá, un estudio acucioso sobre éste 

fenómeno de violencia que pareciera reciente, pero que claramente se encuentra inmerso 

en la sociedad desde décadas pasadas, sin tener la posibilidad de establecer una línea 

temporal. Arias, Carmona y Baena211 concuerdan con que “las medidas contempladas en 

la Ley 294 de 1994 y en la Ley 599 de 2000 son necesarias, pero no son suficientes para 

 
207 UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA. Plan Nacional de Política Criminal (2021 – 2025): 
Más de la misma fórmula fallida. 2021. Disponible en: 
https://politicacriminal.uexternado.edu.co/plan-nacional-de-politica-criminal-2021-2025-mas-de-la-
misma-formula-fallida/  
208 CONSEJO SUPERIOR DE LA POLÍTICA CRIMINAL. Plan nacional de política criminal 2021 – 
2025. Bogotá. 2021.  
209 BELTRÁN, Valentina. Registros de casos de violencia filio-parental recepcionados en la 
Comisaria de Familia de Chiquinquirá, localidad 2 de Cartagena. (Trabajo de grado). Cartagena: 
Universidad de Cartagena. 2019. p. 14 
210 La violencia física, psicológica, sexual y la negligencia. 
211 ARIAS, Carlos; CARMONA, Juan y BAENA, Germán. Análisis de las políticas públicas sobre 
violencia intrafamiliar en Colombia: Abordaje de acuerdo a la función y el sentido del fenómeno 
violento dentro la familia. En Revista Interdisciplinaria, vol. 36, núm. 2. 2019. Pp. 97-110. 

https://politicacriminal.uexternado.edu.co/plan-nacional-de-politica-criminal-2021-2025-mas-de-la-misma-formula-fallida/
https://politicacriminal.uexternado.edu.co/plan-nacional-de-politica-criminal-2021-2025-mas-de-la-misma-formula-fallida/
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la transformación de las relaciones familiares, ya que medidas como el aislamiento y/o 

encarcelamiento evitan de manera momentánea las manifestaciones agresivas de la 

violencia al interior de la familia, sin posibilitar su adecuada resolución, puesto que las 

cifras de denuncias continúan aumentando”212. 

 

 

Lo expuesto en este apartado permite establecer que la VFP no ha sido reglada en la 

normativa colombiana, lo que conlleva a que existe una clara y evidente falta de 

información en la materia y por ende, el desconocimiento de una realidad social latente, 

que ha sido trasladada por el operador jurídico al SRPA a cargo del ICBF afianzando la 

inexistencia de la VFP desde la norma, los registros, estadística y presencia en las 

Comisarías de Familia y Política Criminal.  

 

 

3.4.1. El Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes en la 

perspectiva de la violencia filioparental en tiempos de COVID  

Con lo establecido en el artículo 140 de la Ley 1098 de 2006, el proceso y las medidas que 

se tomen en el SRPA deben ser de carácter pedagógico, específico y diferenciado, con 

relación al Sistema Penal de Adultos, en desarrollo del principio de protección integral; 

adicionalmente, el proceso deberá garantizar la Justicia Restaurativa – JR –, la verdad y 

la reparación del daño. En consonancia con el carácter específico y diferenciado, las 

sanciones en el SRPA poseen una finalidad diferente a las sanciones penales ordinarias, 

que son, en el caso colombiano, “la prevención general, la retribución justa, la prevención 

especial, la reinserción social y la protección al condenado, de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 4 del Código Penal – Ley 599 de 2000 –”213. En contraposición a lo establecido, 

el artículo 178 del Código de Infancia y Adolescencia determina que las sanciones en el 

SRPA tienen una finalidad protectora, educativa, restaurativa, y que deben aplicarse con 

el apoyo de la familia y especialistas.  

 

 

 
212 Ibid., p. 105 
213 SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. Política Pública Nacional de Justicia Juvenil Restaurativa. Colombia. 2021. p. 6 
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Estas importantes diferencias son coherentes con los cambios introducidos en los sistemas 

de justicia juvenil, teniendo en cuenta la adopción del denominado paradigma de la 

protección integral que se desarrolla en la Convención sobre los Derechos del Niño, así 

como en otros instrumentos internacionales de DD. HH orientados a la infancia y 

adolescencia, incluyendo aquellos que señalan las garantías básicas que deben 

respetarse a los menores de 18 años en conflicto con la ley penal, como se mencionó en 

los capítulos precedentes. De esta forma, se debe hacer alusión a la Justicia Juvenil 

Restaurativa – JR – como instrumento para garantizar los derechos de las víctimas de los 

delitos en el SRPA, con referencia “a los derechos y la observancia de las garantías 

establecidas a favor de los adolescentes y jóvenes en conflicto con la ley penal, desde el 

punto de vista jurídico y político – criminal”214, también se hace pertinente que el Estado 

brinde una respuesta satisfactoria e integral a las víctimas de los delitos.  

 

 

La inclusión de la Justicia Restaurativa – JR – como uno de los principales fines del SRPA 

ofrece una respuesta al problema de la comisión de delitos por parte de adolescentes y 

jóvenes que a la vez promueve la garantía de los derechos de los adolescentes en conflicto 

con la ley penal, conforme al marco de protección integral, la reparación integral de las 

víctimas de los delitos, así como la recuperación de la seguridad, la confianza y la 

disminución de la percepción de impunidad. Lo anterior, en consonancia con el Código de 

Infancia y Adolescencia –, que integra el esfuerzo para comprender y sancionar los 

factores generales relacionados con la violencia juvenil por medio del SRPA, definido en 

el artículo 139 que consagra: El sistema de responsabilidad penal para adolescentes 

es el conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales 

especializadas y entes administrativos que rigen o intervienen en la investigación y 

juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan entre catorce (14) y 

dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible215. 

 

 

 
214 Ibid., p. 7 
215 COLOMBIA. CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA. Artículo 139. (8, noviembre, 
2006). Diario Oficial. No. 46.446 de 2006. 
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Al SRPA solamente se acude cuando “existe conocimiento de que hay una presunta 

comisión de un delito por parte de una persona que cumpla con lo establecido en el art. 

139 del Código de Infancia y Adolescencia”216. Con el establecimiento del SRPA son 

muchas las medidas que se pueden tomar para prevenir y sancionar a través de procesos 

de restablecimiento de derechos, cuando los menores de edad infringen la ley penal.  

Situación taxativa al ICBF a tomar las acciones que se consideren pertinentes en cada 

caso particular217. De esta forma, se evidencia como la normatividad que el legislador ha 

creado para propender por la armonía y la unión en el núcleo familiar, no es aplicada en 

su mayoría, dentro de los procesos de VIF que conocen las Comisarías de Familia; por 

ejemplo “el SRPA contenido en la Ley 1098 de 2006, lo conoce y le da la aplicación 

remitiendo al Juez Penal para Adolescentes; mientras que la Ley 294 de 1996, solo atiende 

la violencia ejercida por mayores de edad”218. Es así como la violencia de los menores a 

sus progenitores se ha atendido a través del SRPA que en su normativa no consagra de 

manera específica la VFP. Situación problemática de esta modalidad de conducta 

agresiva, que a diario atienden las Comisarías de Familia, las cuales en su papel 

administrativo se ven en la obligatoriedad de remitir los casos al ICBF, sin generar una 

atención eficaz y oportuna a las víctimas, ya que su función se limita simplemente a la 

“escucha”.  

 

 

Es de anotar, que el SRPA simplemente responde a una política penal, pues su papel es 

sancionar la criminalidad en los adolescentes, mas no prevenirla. Si el Estado a la realidad 

de hoy, estuviera cumpliendo a cabalidad con sus funciones en la garantía de y los 

derechos de la infancia y la adolescencia, no se requeriría del Derecho Penal219 sino de 

una política criminal preventiva con miras a reincorporar a este sujeto al marco social. 

Salazar Laura, Pineda Luz y Rojas Lucía220, estiman que la Ley 1098 de 2006 en lo que 

respecta al SRPA, contiene una política criminal basada en una política penal, como “ser” 

del SRPA, expresa que en la realidad lo que está poniendo en práctica son las sanciones 

mencionadas con el fin, no tanto de prevenir el delito, como sí de reprimirlo, pues vale la 

 
216 ZULETA, Eliana; RAMIREZ, Amalia y QUINTERO, Ana. Óp. Cit., p. 17. 
217 Ibid., p. 18 
218 Ibid., p. 19 
219 SALAZAR, Laura; PINEDA, Luz y ROJAS, Lucía. Óp. Cit., p. 252. 
220 Ibid., p. 254. 
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pena recordar que la política penal es aquella que sin considerar las verdaderas causas 

que subyacen en el delito, se ocupa simplemente de coartarlo. 

 

 

Por lo anterior, en los últimos años han aumentado esta y distintas modalidades de VFP. 

Para el año 2020 el Estado tuvo que enfrentar las nuevas exigencias sociales frente al 

marco de una pandemia por COVID – 19 que obligó a las víctimas de VFP a convivir con 

sus agresores, puesto que se tomó como medida preventiva una cuarentena que produjo 

un aislamiento social en las viviendas. El estudio realizado Pérez et al221, confirmo que “el 

aislamiento social y la cuarentena durante la pandemia de COVID-19 constituyen medidas 

efectivas con el objetivo de salvaguardar vidas. Sin embargo, estas medidas traen consigo 

un importante costo para la salud mental”222. Debido a la pandemia, muchas instituciones 

debieron cerrar sus infraestructuras y trabajar de forma remota desde sus casas. “Para los 

adolescentes, el cierre de colegios produjo medidas negativas como costo de la salud 

mental derivados de la falta de interacción social. Sumado a esto, la inmersión en la 

tecnología, los efectos bio-psico-sociales conllevó a un incremento significativo de VFP”223. 

 

 

Frente a los cambios sociales con ocasión de la pandemia, el Estado colombiano, en virtud 

de la emergencia sanitaria por COVID-19, expidió el Decreto 460 del 2020, en ejercicio de 

las facultades que confiere el artículo 215 de la Constitución Política, en concordancia con 

la Ley 137 de 1994224 y en desarrollo de lo previsto por el Decreto 417 de 2020225 dictando 

medidas sobre “el servicio a cargo de las Comisarías de Familia, dentro del Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica.”  El objetivo del Decreto 460 de 2020 es el de 

“proteger a las víctimas de violencias en el entorno familiar, especialmente a los niños, 

 
221 PÉREZ, Yunier et, al. Consecuencias psicológicas de la cuarentena y el aislamiento social 
durante la pandemia de COVID-19. En: Revista Cubana de Salud Pública. 2020. Pp. 1 – 14. 
222 Ibid., p. 10. 
223 Ibid., p. 10 
224 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 137. Por la cual se reglamentan los Estados 
de Excepción en Colombia. Diario Oficial. No. 41.379, 1994. 
225 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Decreto 417. (17, marzo, 2020). Por el cual se 
declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional. 
Diario Oficial. No. 51.259, 2020. 
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niñas, adolescentes, mujeres, adultos mayores y personas en discapacidad”226. Las 

disposiciones del decreto están dirigidas a “garantizar la prestación ininterrumpida de los 

servicios de las Comisarías de Familia en condiciones que permitan atender los casos de 

violencia intrafamiliar y adoptar las medidas de protección a que haya lugar, sin poner en 

riesgo la salud pública”227. 

 

 

El decreto prevé, además, la implementación de una campaña de prevención de la 

violencia intrafamiliar a cargo de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar y las gobernaciones y alcaldías228, no obstante, en 

relación con el marco jurídico ya existente, estas medidas simplemente tratan de dar 

respuesta al estado de emergencia, pero en poco cambia el panorama de VFP. La 

campaña de prevención ofrece distintas herramientas para evitar la VIF.229 en los hogares 

colombianos, sin embargo, no atiende la complejidad del fenómeno, ni las dificultades que 

enfrentan las víctimas de maltrato por VFP dentro de la cuarentena.  

 

 

Si bien, resulta importante que se mantengan los canales de atención institucional a las 

víctimas, en tiempos de pandemia es evidente que existen escenarios de victimización y 

victimarios dentro de los hogares colombianos, por lo que la denuncia no parece ser 

siempre viable, y por ende no existen cifras que reflejen todos los tipos de violencia, en 

especial cuando se habla de la VFP. Este es un problema que no parece encontrar 

respuesta en ninguna de las medidas adoptadas en el marco del Decreto 417 de 2020, ni 

evoluciona de manera efectiva en la trasformación de la Ley 294 de 1996 con ocasión con 

la pandemia. Por lo que, según Rueda, resulta necesario crear un “espíritu creativo en 

relación con la adopción de medidas de protección y restablecimiento de derechos, pues 

su previsión en el Código de Infancia y Adolescencia y en las leyes 294 de 1996, 575 de 

 
226 COLOMBIA. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Decreto 460. (22, marzo, 2020). Por 
el cual se dictan medidas para garantizar la prestación del servicio a cargo de las comisarías de 
familia, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.  
227 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 179 de 2020.   
228 RUEDA, Natalia. Óp. Cit., p. 54 
229 Artículo 4 del Decreto 460 de 2020.   
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2000, 1257 de 2008 y 1959 de 2019 relativas a la violencia intrafamiliar y de género, no se 

han demostrado efectivas con miras a su erradicación”230. 

 

 

En este orden de ideas, queda en tela de juicio el quehacer del Estado frente a las 

sanciones implementadas en los menores agresores y transgresores de la norma, ante la 

necesidad de toma de medidas preventivas que fortalezcan la convivencia y la seguridad 

dentro de los núcleos familiares, pues no se logra evidenciar la efectividad de la Ley 294 

de 1996 dado que esta modalidad de violencia no se encuentra consagrada en ninguna 

norma. 

 

 

De otra parte, las Comisarías de Familia se encuentran atadas de manos al no existir la 

regulación adecuada, la actuación se queda en la mera denuncia y el traspaso de la 

problemática al ICBF como se ha reiterado en esta investigación, y que en la mayoría de 

las situaciones las personas no acuden a otras instancias, dando como resultado un alto 

nivel de impunidad frente a esta modalidad de VFP. Es así como las medidas mencionadas 

en el presente capitulo por parte del Estado, no se han demostrado efectivas en tiempos 

de pandemia. Así como se expuso en los capítulos precedentes, en la pandemia no se 

logró visibilizar la VFP. Este tipo de violencia sigue anclada al Código de Infancia y 

Adolescencia bajo otras modalidades de violencia como lesiones personales, agresión con 

arma cortopunzante, entre otras. 

 

 

3.5. Lineamientos para la modernización de la Ley 294 de 

1996  

Con lo expuesto en el desarrollo de la presente investigación queda claro que no existe 

una norma que haga referencia a la VFP, situación que constituye uno de los mayores 

derroteros en el servicio que prestan las Comisarías de Familia, como autoridad 

administrativa, la cual tiene dentro de su función misional atender, prevenir y erradicar 

 
230 RUEDA, Natalia. Óp. Cit., p. 53.  
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cualquier situación de violencia en el contexto familiar. Aspecto que no se logra cumplir 

cuando se trata de la VFP como se ha sustentado. Los antecedentes de la norma en 

estudio dejaron en claro que la violencia intrafamiliar, es la que se surte al interior de la 

unidad doméstica, aunque no compartan el mismo techo.  

 

 

Postura que desde el punto de vista de la Política Criminal ha sido afianzada, teniendo en 

cuenta que: Al emplear el sujeto pasivo desde hipótesis que se fundamentan en la ruptura 

de un vínculo familiar entre el agresor y la víctima, como sucede cuando los padres 

separados en derecho o, de hecho, que, teniendo hijos protagonizan episodios de violencia 

entre sí. Al respecto el decir de la jurisprudencia231 es que está violencia debe ser tratada 

bajo la modalidad de otros tipos penales y no el de violencia intrafamiliar sino como 

lesiones personales. Esta postura resulta contraria a los criterios de la Política Criminal, 

toda vez, que la violencia intrafamiliar, debe ser tratada como tal aun cuando los padres 

vivan separados, pues no existe una norma o principio que exija la vida en común con los 

hijos, pero a su vez, no resulta ésta ser una condición de la tipicidad por la intemporalidad 

que supone el vínculo entre padres e hijos.  

 

 

Es con la Ley 1257 de 2008 que se ofrece una reforma a la Ley 294 de 1996. Esta reforma 

constituye el más completo cuerpo normativo en pro de la protección de la mujer frente a 

toda forma de violencia. Destaca su fuerte componente de política de género se afianza 

“sobre la protección de la mujer frente a toda forma de violencia. Establece el componente 

de política de género se acerca más sobre la protección de la mujer frente a la violencia 

machista que sobre la protección de la familia”232. Esta ley, aunque no ofrece 

modificaciones al artículo 229 del Código Penal que tipifica la violencia intrafamiliar, si 

ofrece una ampliación al concepto de familia a quienes “”de manera permanente se 

 
231 En efecto, no hay duda que los menores, mientras no se emancipen, tienen la condición de hijos 
de familia. Pero ello no puede conducir a la suposición artificiosa de que los padres, aunque se 
encuentren separados o inclusive, aunque nunca hayan convivido (como puede ocurrir con el hijo 
fruto de una fugaz relación sexual) integren el núcleo familiar objeto de tutela dentro del ámbito de 
protección de la norma que se ocupa de la violencia intrafamiliar (artículo 229 del Código Penal). 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. SP 8064-2017. Radicación 48047. MP. 
Luis Antonio Hernández Barbosa. Bogotá, D.C., 7 de junio de 2017.  
232 URQUIJO. Luís Mauricio. Aspectos político criminales del delito de violencia intrafamiliar en 
Colombia. En: Revista Nuevo Foro Penal, vol. 12, No. 86, enero – junio. 2016. Pp. 193 – 225.  
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hallaren integrado a la unidad doméstica”, y equipara la unión marital de hecho al 

matrimonio a efectos penales; dicha ampliación del concepto de familia, también se 

incorpora a efectos de agravar los delitos de homicidio, secuestro…””233. 

 

 

Posteriormente, se expide la Ley 1453 de 2011 que reforma el Código Penal, el Código de 

Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Adolescencia. Reforma que endure la 

respuesta punitiva del Estado frente a diversos fenómenos de criminalidad. Esta ley no 

“tuvo dentro de sus fines modificar la regulación penal de la violencia intrafamiliar, a pesar 

de lo cual, sin motivación ni debate parlamentario alguno, terminó incluyendo de nuevo el 

delito de violencia intrafamiliar en el listado de los delitos querellables”234. En el 2012, se 

dio el caso del director técnico de la selección colombiana de fútbol, Hernán Darío “El 

Bolillo” Gómez, protagonizó un escándalo público al haber golpeado a una mujer que lo 

acompañaba en una actividad nocturna. Este episodio sirvió para sancionar la Ley 1542 

de 2012 que reforma el Código de Procedimiento Penal, que nuevamente introdujo la 

persecución de oficio de violencia intrafamiliar.  

 

 

Bajo las circunstancias señaladas, es cuando se dan hechos de particular impacto en la 

opinión pública, o cuando se constatan incrementos en la ocurrencia de este tipo de 

violencia, que termina siendo objeto de intervención a través de un instrumento penal”235. 

La violencia intrafamiliar desde la visión normativa también encarna una visión machista, 

en cuyo contexto la mujer ha sido vista como objeto de uso, situación que tiende a agravar 

el conflicto. “El estrés de la población y la falta de oportunidades de desarrollo y superación 

que tiene el hombre socialmente frente al empoderamiento femenino, han acrecentado el 

nivel de violencia contra la mujer especialmente en regiones apartadas de las capitales, 

sin importar el estrato social o nivel educativo”236.  

 

 

 
233 Ibid., p. 197.  
234 Ibid., p. 198. 
235 Ibid., p. 199. 
236 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA . Sala de Casación Penal. SP 3002 – 2022. Radicación No. 
56205. MP. Diego Eugenio Corredor Beltrán. Bogotá, D.C., 24 de agosto de 2022.  
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Con relación al apartado normativo en el que ha evolucionado la violencia intrafamiliar, se 

ha hecho referencia al principio de responsabilidad sobre el que recae una serie de 

objeciones, particularmente las relacionadas a la falta de determinación de los 

presupuestos fácticos para que la conducta sea punible, y la ambigüedad de aspectos 

normativos del tipo penal como “maltrato” y “familia”. Sin embargo, no se puede dejar de 

lado que los cuestionamientos sobre el principio de proporcionalidad de las penas, ha 

llevado a que el legislador de forma progresiva aumente un rango de 4 a 8 años de prisión 

sin contar con los supuestos de agravación que lleva al aumento de éstas. Las penas o 

condenas en el delito de violencia intrafamiliar, permite determinar que es un problema de 

gran relevancia en materia político criminal, y la mayor punción de conductas en este 

contexto que puede ofrecer diferentes argumentos de justificación, el progresivo aumentó 

de penas termina siendo por lo menos cuestionable al desatender criterios de lesividad 

frente al bien jurídico.  

 

 

La política criminal en Colombia no ha sido del todo clara, en el abordaje de la violencia 

intrafamiliar y violencia de género, generando una normatividad penal que puede llevar a 

establecer que la protección de la mujer radica en la pertenencia a la familia y no por el 

riesgo constante de ser víctima de discriminación en cualquier contexto. Entonces, frente 

a lo señalado queda la duda de sí la violencia hacia la mujer se enmarcó el en el tipo penal 

de violencia intrafamiliar con la finalidad de protegerla de la violencia de género. Lo 

anterior, demuestra que los ámbitos o espacios en los cuales puede presentarse la 

violencia contra las mujeres, como mayores   víctimas de violencias en la familia, que han 

sido objeto de análisis. Así, se han logrado avances en la materia significativos para la 

protección de la mujer desde diferentes ópticas, como la violencia de género.  

 

 

Para comprender lo expuesto hasta ahora, a continuación, se esgrimen unos casos 

hipotéticos para comprender como funcionan las denuncias ante las Comisarías de Familia 

en la localidad de Suba en Bogotá, pero antes de abordar el tema se presenta la ruta 

metodológica para allegar la denuncia ante estas instancias (Figura 3-4).  
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Figura 3-4: Instructivo: Acción de Violencia Intrafamiliar  

 

REGISTROS Y/O

 DOCUMENTOS

INICIO

2. Diligenciar la hoja N°1 del RIG-SIRBE, 

asignar consecutivo y radicarlo en el libro 

radicador de acciones de violencia 

intrafamiliar, elaborar informe secretarial 

y pasarlo al-la Comisario-a para su 

trámite 

1. Recibir la solicitud de medida 

de protección y realizar 

presentación personal de la 

misma 

SI 

6. Proferir auto, avocar conocimiento mediante auto, 

fijar fecha para la audiencia, ordenar medida de 

protección provisional si a ello hubiere lugar y 

ordenar notificación a las partes personalmente o por 

aviso 

9. Practicar nuevamente la 

notificación 

¿La solicitud reúne todos 

los requisitos?

SI 

Comisaria de Familia

NO FIN 

8. Notificar el auto admisorio de la solicitud, 

personalmente o por aviso y rendir informe sobre la 

notificación. SI la notificación se practicó por aviso 

el informe debe ser rendido bajo la gravedad del 

juramento 

¿Se realizó 

correctamente 

la notificación?

NO

10. Abrir la audiencia de trámite, 

llegado el día y hora fijado en el 

auto que avoca conocimiento de 

la solicitud de medida de 

protección 

SI 

11. En el evento que se presente 

excusa alguna de las partes o por 

ambas, evaluar la(s) misma(s) y 

en los casos en que sea(n) 

justificada(s), señalar nueva fecha 

para la audiencia 

¿Es competencia 

territorial de la 

Comisaría de Familia?

¿Se inadmite o 

se rechaza?

5. Admitir la solicitud de 

medida de protección, 

imponer medida de 

protección provisional y 

remitir a la Comisaría de 

Familia competente 

NO 

3. En caso de inadmisión o 

rechazo de la solicitud de 

medida de protección, 

notificar el auto por estado 

4. Rechazar la solicitud de 

medida de protección de 

plano o cuando la misma no 

es subsanada 

NO

SI

7. Admitida la solicitud, elaborar notificación personal 

y por aviso 
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12. Declarar fracasada la etapa de 

conciliación y decretar practicar las 

pruebas con la intervención del 

equipo psicosocial, en aquellos 

casos en que sea necesario 

REGISTROS Y/O

 DOCUMENTOS

Comisaria de Familia

NO 

15. Proferir fallo 

17. Conceder el recurso en el efecto 

evolutivo y ordenar su remisión al 

Juez de Familia (reparto), previo 

pago de las copias en la Tesorería 

Distrital 

18. Si las partes no recurren, la 

decisión queda en firme  

21. Elaborar y enviar oficio remitiendo las 

copias del proceso al-la Juez de Familia 

del fallo apelado 

¿Las partes 

apelan la 

providencia?

20. Expedir y entregar copia de la 

resolución a las partes, los oficios 

pertinentes y remitir si fuere procedente 

a la Fiscalia General de la Nación para 

lo de su cargo

22. Resolver el recurso 

¿Comparecen 

las partes a la 

audiencia?

¿Comparece 

una de las 

partes a la 

audiencia?

NO 

¿Comparece la 

victima o el 

agresor a la 

audiencia? 

SI

13. Cuando la victima no asiste y no 

presenta excusa que justifique su 

inasistencia, escuchar en descargos a 

el-la agresor-a, declarar fracasada la 

etapa de conciliación, decretar y 

practicar las pruebas con la intervención 

del equipo psico-social, en aquellos 

casos en que sea necesario 

SI

14. Cuando el-la agresor-a no asiste y 

no presenta excusa que justifique su 

inasistencia, se entiende que acepta los 

cargos formulados en su contra; 

declarar fracasada la etapa de la 

conciliación, decretar y practicar las 

pruebas con la intervención del equipo 

psico-social, en aquellos casos en que 

sea necesario 

NO

16. Escuchar en descargos a el-la 

agresor-a, desarrollar la etapa de la 

conciliación si fuere procedente y 

aprobar el acuerdo, sin perjuicio que 

el-la Comisaio-a impoga la(s) 

medida(s) de protección a que haya 

lugar 

SI

SI

NO

19. En aquellos eventos en que 

estando presentes las partes no se 

llega a un acuerdo entre las mismas, 

declarar fracasada la etapa de 

conciliación. Decretar y practicar las 

pruebas con la intervención del equipo 

psico-social, en aquellos casos en que 

sea necesario 

23. Recibir el expediente una vez 

surtido el recurso y pasarlo al 

despacho del-la Comisario-a de 

Familia con informe secretarial 
24. Proferir auto obedeciendo y 

cumpliendo lo resuelto por el Juez 

de Familia 

FIN

 

Fuente: ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ. Instructivo: Acción de violencia Intrafamiliar. 

Bogotá, D.C., 2011.  
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Como se puede observar la actual ruta metodológica integra la violencia intrafamiliar con 

enfoque de género, la cual ha sido tenida en el marco normativo. Es así como se ha venido 

señalando a lo largo del presente trabajo, la familia merece el amparo especial por cuanto, 

por vía constitucional ha sido consagrado como un derecho fundamental – art. 5° CP – y 

cuya protección repercute directamente en la forma como se desarrollan las relaciones de 

familia en el entorno social; por eso, éstas deben de ser fundamentadas en la igualdad y 

el respeto en pro de garantizar su protección integral. Al respecto la Corte Constitucional 

ha establecido que la “protección de la familia no se predica exclusivamente de aquel 

paradigma de familia acuñado antes de la Constitución y que atendía a un criterio 

eminentemente formal”237. El concepto de familia no puede entenderse de forma aislada, 

sino “en concordancia con el principio del pluralismo. De tal suerte que, en una sociedad 

plural, no puede existir un concepto único y excluyente de familia, identificando a esta 

última únicamente como aquella surgida del vínculo matrimonial”238. 

 

 

De otra parte, la Corte Constitucional en Sentencia C – 577 de 2011 se pronunció sobre la 

exequibilidad del artículo 113 del Código Civil, señalo que: La doctrina ha puesto de relieve 

que “la idea de la heterogeneidad de los modelos familiares permite pasar de una 

percepción estática a una percepción dinámica y longitudinal de la familia, donde el 

individuo, a lo largo de su vida, puede integrar distintas configuraciones con 

funcionamientos propios. …El “carácter maleable de la familia” se corresponde con un 

Estado multicultural y pluriétnico que justifica el derecho de las personas a establecer una 

familia “de acuerdo a sus propias opciones de vida, siempre y cuando respeten los 

derechos fundamentales”, pues, en razón de la variedad, “la familia puede tomar diversas 

formas según los grupos culturalmente diferenciados”, por lo que “no es 

constitucionalmente admisible el reproche y mucho menos el rechazo de las opciones que 

libremente configuren las personas para establecer una familia”239. 

 

 
237  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 572 de 2009.  
238 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Guía Pedagógica para Comisarías de Familia 
sobre el procedimiento para el abordaje de la violencia intrafamiliar con enfoque de género. Bogotá, 
D.C. 2014. p. 40.  
239 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 577 de 2011. También se puede revisar 
la sentencia: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 292 de 2016.  
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En la familia el respeto debe ser el origen de la armonía, el trato digno, la cordialidad, el 

respeto, y demás; es por ello, que los mecanismos de protección dirigidos a las víctimas 

de violencia intrafamiliar, el “trámite debe ser más sumario que el de la tutela y, por ende, 

la protección que brinda a los derechos de los ofendidos es más inmediata y eficaz”240. Sin 

embargo, en “aras de preservar dicho principio no puede obligarse a las mujeres a 

confrontarse con su agresor… las mujeres tienen el derecho a decidir voluntariamente sin 

pueden ser confrontadas con el agresor en cualquiera de los espacios de atención y en los 

procedimientos administrativos, judiciales o de otro tipo”241. Frente a lo señalado es 

pertinente indicar que, para efectos de la violencia intrafamiliar basada en género, deben 

tenerse en cuenta las relaciones “desiguales de poder que han existido en la familia en las 

cuales los hombres han tenido una posición privilegiada de acuerdo con los roles 

asignados según el género”242.  

 

 

Motivo por el cual, se han creado las diferentes fórmulas de solución, tal como lo indica la 

Corte Constitucional en la Sentencia C – 1195 de 2001: En materia de familia, existen 

circunstancias de VIF que impidan crear las bases para un diálogo constructivo y de 

respeto mutuo entre las partes, donde sea posible escuchar y reconocer al otro como 

interlocutor y que posibiliten la solución del conflicto. no resulta efectivamente conducente 

a la luz del fin de garantizar la convivencia pacífica, forzar un espacio de encuentro que 

dada la naturaleza de los conflictos que surgen en un ambiente de violencia intrafamiliar, 

puede resultar contraproducente para alcanzar la solución pacífica del conflicto, al someter 

a la víctima a la obligación de encontrarse con su agresor243. Existe un claro desequilibrio 

de poder entre las partes, y miedo a la represalia por parte del agresor, lo que da como 

resultado que se prive de la libertad e inclusive a aceptar una negociación adversa a su 

voluntad por parte de la víctima (Figura 3-5).  

 

 

 

 
240 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 586 de 1996.  
241 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Guía Pedagógica para Comisarías de Familia 
sobre el procedimiento para el abordaje de la violencia intrafamiliar con enfoque de género. Óp. Cit., 
p. 41.  
242 Ibid., p. 41. 
243 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 1195 de 2001.  
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Figura 3-5: Flujograma proceso de solicitud de medida de protección ante Comisarios de 

Familia.  
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Fuente: MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Guía Pedagógica para Comisarías 

de Familia sobre el procedimiento para el abordaje de la violencia intrafamiliar con enfoque 

de género. Bogotá, D.C. 2014. p. 105.  
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Las argumentaciones ofrecidas sirven para dar paso a los casos hipotéticos244. enunciados 

en las hojas precedentes, para evidenciar la forma como se llevan en las Comisarías de 

Familia. El joven “X” de 17 años próximo a cumplir la mayoría de edad y quien cursa 10° 

de estudios, convive con su progenitora “y” y él compañero de esta; así como con sus 

abuelos “A” y “B” por línea materna. X vive en un estrato socioeconómico 2 con las 

necesidades propias del nivel socioeconómico. “X” es una persona quién en sus tiempos 

libres, se la pasa en el parque de “Tibabuyes” con sus amigos y con quienes departe 

consumo de sustancias psicoactivas. Al llegar a casa a altas horas de la noche con 

frecuencia se torna agresivo con insultos en especial a “Y” y con irreverencia hacia su 

abuelo “B” por el llamado de atención al respeto; a tal punto que el joven “X” en diferentes 

ocasiones ha levantado la mano contra “B” agrediéndolo de forma verbal, física y 

psicológica. Ante las reiterativas situaciones, sus abuelos “A” y “B” se dirigen a la 

Comisaría de Familia a solicitar una orientación.  

 

 

Escuchadas las víctimas por los servidores públicos respecto del caso en concreto, se les 

indica que la Comisaría de Familia no es competente en atender las situaciones 

desplegadas, en donde los adolescentes siendo victimarios deben ser remitidos al ICBF 

del centro zonal más cercano. Ante esta situación los abuelos “A” y “B” del joven “X” indican 

que no es la primera vez que sucede y solicitan con urgencia una pronta atención, a fin de 

evitar que ocurra una situación más grave, que por su condición económica no tienen como 

desplazarse al centro zonal que se les indica y reiteran que se les preste atención por ser 

el sitio más cercano a su residencia y donde se atiende las situaciones de violencia. En el 

caso sub- examine finalmente lo que se logra es una primera atención por parte de la 

Comisaria de Familia donde se apertura una orden administrativa por conflicto con 

adolescente, se cita a las partes involucradas se establece un compromiso que no vas allá 

de que se restablezcan los derechos vulnerados de las victimas para el caso los abuelos 

“A” y “B” del joven “X” que han sido agredidos.   

 

 
244 El término hipotético se utiliza bajo el entendido que es la voz de la autora en el trabajo de 
Comisarías de Familia en la Localidad de Suba de Bogotá, quien ha vivenciado situaciones 
complejas, que por tener vinculados sujetos menores de edad son procesos sometidos a reserva 
en prevalencia de los derechos del interés superior del menor; sin embargo, no significa que no se 
pueda ejemplificar con un caso, como se ha expresado: hipotético.  
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El caso referenciado es uno de los tantos denunciados en las Comisarías Familias, que en 

tiempos de pandemia se agudizaron. Aunque las Comisarías de Familia deben proteger a 

las víctimas de VFP, ésta limita la atención y orientación en salvaguardar los derechos de 

“B” – quien además es un sujeto de especial protección por ser adulto mayor – y su familia 

e indicar que la competencia por ley corresponde al ICBF. Es evidente que la función de 

estas instituciones es de colaboración y dependencia en procesos conjuntos, y conservan 

su naturaleza de ley; sin embargo, en el caso particular de las Comisarías de Familia se 

vuelve un “convidado de piedra” por cuanto su rol no va más de la “escucha” y la 

“orientación”.  

 

 

Con el caso planteado se busca demostrar la necesidad de: 1. Proponer la presencia de 

la VFP en la norma colombiana; 2. Ampliar en alcance de acción y/o competencias de los 

comisarios y comisarías de familia, de manera subsidiaria para una atención primaria 

cuando se requiera, y tomar las medidas que sean necesarias frente a esta clase de 

violencia. 3. Generar las Políticas Públicas245 referentes a la VFP, pues si bien están 

establecidas las dirigidas a la familia, adulto mayor y al menor de edad, entre otras, en su 

formulación, implementación y evaluación no reportan lo concerniente a la VFP, existiendo 

la necesidad que esta modalidad de violencia se visibilice y así evitar el subregistro, en pro 

de organizar las estadísticas y acciones a seguir en la materia. Cabe establecer que 

cuando se trata de otra tipo de violencia que también vincula un menor de edad; como es 

el caso del joven de 16 años en convivencia con una mujer de 18 años, quien sufre 

violencia por parte de su compañero sentimental, el accionar de la Comisoria de Familia 

es exactamente igual al caso anterior, donde continua el vacío en dar respuestas a restituir 

los derechos de las víctimas, pero adicional, en el caso planteado se suma el enfoque 

diferencial por ser mujer consagrada en la Ley 1257 de 2008, tal como se expuso en líneas 

precedentes.  

 
245 El papel que juega la política pública al interior de una sociedad implica legitimar al Estado, no 
solo por su carácter instrumental en la provisión de servicios básicos o la administración de bienes 
públicos; son apuestas socio-políticas para resolver problemas públicos concretos, necesidades 
individuales y colectivas que son definidas por la misma sociedad. Así, la política pública juega un 
rol fundamental en la construcción de la realidad social. Su naturaleza pública la hace portadora de 
definiciones que son el resultado de las tensiones políticas que se dan en los escenarios públicos 
de discusión o al interior de las oficinas gubernamentales. TORRES – MELO, Jaime y 
SANTANDER, Jairo. Introducción a las Políticas Públicas. Conceptos y herramientas desde la 
relación entre Estado y Ciudadanía. Colombia: IEMP. 2013. p. 15.  



98 
  Análisis de la VFP en el confinamiento en Bogotá 
 
Queda claro que a pesar del esfuerzo hecho en la modificación de la Ley 294 de 1996, por 

la Ley 2126 de 2021 no se tuvo en cuenta lo planteado. Es de recordar que en los 

antecedentes de la Ley 294 de 1996 se partió de establecer que la violencia dentro del 

hogar es un problema social y de salud pública, como se ha referenciado en varios 

apartados del presente trabajo. Conscientes de esta realidad y de que el Estado, bajo el 

pretexto de respetar la intimidad familiar, “muy poco se ocupaba de esta clase de violencia, 

las organizaciones de mujeres, desde comienzos del decenio iniciado en 1980, empezaron 

a crear conciencia sobre la importancia y gravedad de este problema y sobre la necesidad 

de una ley que tuviera por objeto prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar”246. 

Es así como se logró con la reforma constitucional de 1991 que en el art. 5° expone la 

importancia en las relaciones de familia, dando pasó a que la Ley 294 de 1996 se 

sancionara como una de las mejores leyes en la materia.  

 

 

Ahora bien, con la Ley 2126 de 2021 tanto en Senado como en la Cámara se hizo un 

amplio abordaje a las protección de los DD.HH desde las Comisarías de Familia, las cuales 

“deben orientar su actuación conforme a los parámetros constitucionales e internacionales 

en materia de una efectiva protección y garantía de los DD.HH de las personas usuarias 

de sus servicios; agregan, además que ningún trámite ante las Comisarías de Familia debe 

dar lugar a la revictimización de las personas afectadas por violencia en el contexto 

familiar”247. 

 

 

Todo el personal de las Comisarías de Familia tiene la obligación de abstenerse de incurrir 

en cualquier acto, práctica u omisión frente a cualquier tipo de violencia. Además, toda 

actuación de los funcionarios deberá regirse por el principio de acción sin daño. También 

se pronunciaron sobre los principios de oportunidad, eficacia, eficiencia, autonomía o 

independencia, debida diligencia, quedando la claridad que todos estos principios deben 

obedecer a la esencia misma de cada uno. Cabe resaltar el principio de autonomía o 

independencia, en cuyo evento las “Comisarías de Familia cuentan con autonomía e 

 
246 ARENAS ARCILA, Darío. Ley 294 de 1996: Comentarios generales y análisis crítico. 1997. 
Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/7548122.pdf.  
247  REPÚBLICA DE COLOMBIA GACETA DEL CONGRESO. Senado y Cámara. Informe de 
Conciliación al Proyecto de Acto Legislativo número 038 de 2021 Senado, 521 Cámara. Bogotá, 
D.C., junio 17 de 2021. p. 4.  

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/7548122.pdf
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independencia para interpretar y aplicar la ley, garantizando los derechos fundamentales 

y cumpliendo con el deber de proteger a quienes se encuentran en riesgo o sean víctimas 

de violencia en el contexto familiar”248. De igual manera, hace referencia a un tema que es 

de toda actualidad, la atención diferenciada o interseccional, que exige:  

 

 

…. de las Comisarías de Familia las garantías orientadas a la aplicación del 

enfoque diferencial e interseccional, considerando las necesidades y situaciones 

particulares de los territorios y de los grupos más vulnerables, sujetos de especial 

protección o personas especialmente afectadas por el conflicto armado, los niños, 

niñas y adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad, 

mujeres, población rural, líderes sociales, defensores de derechos humanos, 

indígenas, población afrocolombiana, negra, palenquera, raizal y personas con 

orientación sexual o identidad de género diversas, migrantes, entre otros…249. 

 

 

A lo señalado se suma el enfoque de género, mediante el cual las Comisarías de Familia:  

 

 

Reconocerán la existencia de relaciones de poder, subordinación, inequidad, roles 

diferenciados según parámetros de lo masculino y femenino que puedan llegar a 

vulnerar derechos de cualquier integrante de la familia. Asimismo, tendrán en 

cuenta que las experiencias de las mujeres, los hombres, y las personas con 

orientación sexual o identidad de género diversas son distintas, y que la violencia 

contra la mujer y contra las personas con orientación sexual o identidad de género 

diversas es una forma de discriminación en razón del género. Las decisiones que 

se adopten en casos de violencia por razón de género en el marco de la familia 

deben propender por erradicar las limitaciones que históricamente han dejado a las 

mujeres y a las personas con orientación sexual o identidad de género diversas en 

desventaja250. 

 

 
248 Ibid., p. 3. 
249 Ibid., p. 4. 
250 Ibid., p. 4.  
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Como se puede observar de lo abordado ninguna de las dos normas hace referencia a la 

VFP, situación que resulta preocupante, debido a que este tipo de violencia día a día se 

ha ido afianzando más, sumándose a las situaciones que vulneran el buen funcionamiento 

de la sociedad. Así, la propuesta de la modificación de las normas en comentó se 

estructura en dos apartados: Modificar y adicionar en la Ley 294 de 1996 el concepto de 

VFP en el título V de los delitos contra la armonía y unidad familiar, para que ésta comience 

a ser vista con la importancia que la misma tiene y lleve a resolver los problemas que hoy 

en día vive nuestra sociedad; y modificar el art. 5° de la Ley 2125 de 2021 en cuanto al 

alcance de los sujetos perpetradores de violencia, sin dejar de lado que se debe mantener 

el “interés superior del menor”. Entonces, integrar el Título V de la Ley 294 de 1996 al 

artículo 22 el parágrafo uno, así:  

 

 

Ley 294 de 1996  

 

Titulo V  

De los delitos contra la armonía y la unidad de la familia  

 

 

Art. 22. Violencia intrafamiliar. El que maltrate física, psíquica o sexualmente a cualquier 

miembro de su grupo familiar incurriría en prisión de uno a dos años.  

 

 

Parágrafo uno:  Se entiende por violencia filioparental aquellos actos de agresión 

perpetuados por los hijos, en especial, menores de edad, que hacen que sus progenitores 

se sientan amenazados, intimidados y controlados. La agresión o abuso puede ser físico, 

psicológico, financiero y pretende además del control ganar poder sobre los padres. 

Quienes incurran en esta modalidad de violencia serán sancionados conforme a lo 

establecido en el artículo 177 de la Ley 1098 de 2006, a través de una medida de 

protección.  

 

 

La modificación propuesta a la norma en lo referente a la conceptualización y sanción de 

la VFP permite: 1. La visibilización de fenómeno de violencia en aumento; 2. Comenzar un 
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proceso de registro de esta modalidad de violencia, para ejercer las acciones pertinentes 

y evitar que sigan siendo casos aislados, no identificados y no visibles; 3. Que el rol de la 

Comisaría de Familia como atención primaria en situaciones de violencia en el contexto 

familiar, sea pionera en llevar el registro de los casos que se denuncien en lo referido a la 

VFP; que además se apropie del rol que se requiere para promover las políticas públicas 

en la materia y que afiance el trabajo atendiendo el principio de corresponsabilidad entre 

las instituciones. En cuanto a la modificación del art. 5° de la Ley 2125 de 2021 se propone 

incluir el literal f:  

 

 

Ley 2126 de 2021 

Capítulo I  

Objeto, naturaleza jurídica y principios rectores de las Comisarías de Familia. Artículo 

5°. Competencia. Los comisarios y Comisarías de Familia serán competentes para conocer 

la violencia en el contexto familiar que, para los efectos de este ley, comprende toda acción 

u omisión que pueda causar o resulte en daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, 

patrimonial o económico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión que 

se comete por uno o más miembros del núcleo familiar, contra uno o más integrantes del 

mismo, aunque no convivan bajo el mismo techo. También serán competentes cuando las 

anteriores conductas se cometan entre las siguientes personas: 

 

 

a) Las y los cónyuges o compañeros permanentes, aunque se hubieren separado o 

divorciado; b) El padre y la madre de familia, aun cuando no convivan en el mismo hogar, 

si el maltrato se dirige contra el otro progenitor o progenitora; c) Las personas encargadas 

del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su domicilio o residencia o 

cualquier lugar en el que se realice la conducta, que no sean parte del núcleo familiar, y 

de los integrantes de la familia; d) Personas que residan en el mismo hogar o integren la 

unidad doméstica sin relación de parentesco; e) Personas con las que se sostiene o se 

haya sostenido una relación de pareja, cohabitacional o no, de carácter permanente que 

se caracterice por una clara e inequívoca vocación de estabilidad y f) Los menores de edad 

o adolescentes de 14 a 17 años o inclusive los hijos adoptados que vivan o no con sus 

padres – primer grado de consanguinidad –; abuelos y hermanos – segundo grado de 



102 
  Análisis de la VFP en el confinamiento en Bogotá 
 
consanguinidad – hasta el tercer grado de consanguinidad tíos y primos. E inclusive grados 

por parentesco civil.  

 

 

Con las modificaciones planteadas a la norma, el caso enunciado se resolvería, o más bien 

se atendería, con el enfoque en propiedad de la VFP. Así, al tener claridad de la clase de 

violencia que se está ejecutando, se puede: Comenzar a tener un registro estadístico claro, 

verdadero y ceñido a la realidad, esto evitará que la VFP siga invisibilizada; se logrará 

consolidar las acciones orientadas a ofrecer la orientación correcta, porque se va a tener 

definido tanto el agresor como el agredido; se podrá pensar en restablecer el tejido social 

a través de una Política Pública que brinde la directrices y acciones a seguir para este tipo 

de violencia. De otra parte, se podrá consolidar un marco normativo que va a establecer el 

objeto de la acción lesiva, las condenas y soluciones que el Estado pueda brindar por 

tratarse de un menor de edad. 

 

 

Como complemento, es importante establecer una ruta de atención que no solo se quede 

en remitir al SRPA por ser los victimarios menores de edad, sino que  siendo perentorio el 

restablecimiento de los derechos que han sido vulnerados, y teniendo en cuenta que la 

parte afectada acude como primer acceso a la justicia a la Comisaria de Familia se hace 

necesario que se adopten de manera inmediata procesos de sensibilización y protocolo 

de atención que conmine al adolescente en un sentido pedagógico, protector y educativo 

a no ejercer este tipo de conductas, claro está sin dejar la prevalencia de derechos del 

“interés superior del menor”. Unificar los criterios y competencias de las autoridades 

responsables de registrar los casos de VFP. 

 

 

3.6. Análisis crítico a la propuesta de transformación 

normativa  

La sociedad, como ente dinámico, está sujeto a múltiples cambios generados por sus 

agentes, y el derecho como institución que regula las relaciones humanas, está igualmente 

en constante evolución por los cambios sociales, por lo que es necesario realizar un breve 
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análisis del porqué y el para qué de las normas que abordan el tema de violencia. En los 

inicios de la regulación de los escenarios de VIF, atendiendo a las necesidades de la 

población colombiana de los años 90’s, se determinó que los agresores eran los padres 

de familia en contra de sus hijos, por lo que se establecieron algunos procedimientos 

aplicables exclusivamente a los padres como sujetos activos, puesto que ellos eran los 

únicos que agredían. La implementación de esta normativa tuvo su razón de ser en la 

existencia de la problemática presente en la cultura colombiana, porque se encontraba 

muy arraigado el respeto reverencial a los mayores, especialmente a los padres y a los 

abuelos, pero estaba también la situación en la que era necesario apelar ocasional o 

repetitivamente a la violencia para fomentar los valores en los hijos.  

 

 

El contexto social vigente al momento de la expedición de la norma ha cambiado, porque 

la cultura colombiana se ha transformado251. Las relaciones entre los padres y los hijos de 

hoy en día han variado mucho, en tanto que el respeto reverencial a los padres no es una 

constante en las familias del país, porque si bien existen núcleos familiares que conservan 

las pautas de los años 90’s, no es el patrón. La ausencia del respeto ha generado diversos 

tipos de violencia, que en este caso destacamos del hijo al padre. Recientemente, en la 

Ley 1850 de 2017, se abordó el tema de la violencia a los adultos mayores, quienes se 

encuentran en un estado de indefensión ante sus hijos por razones económicas, físicas, 

emocionales, etc., sin embargo, los hijos menores de edad que cometen actos violentos 

en contra de los padres no cuentan con un desarrollo jurídico. Es bien conocido que los 

menores son sujetos de especial protección por el derecho nacional e internacional252, 

siempre se entiende que ellos son las víctimas de los delitos y/o infracciones, pero no 

existe un desarrollo normativo en cuanto a su actividad como sujetos activos de las 

conductas que atentan contra los intereses o la integridad de sus padres. 

 

 

 
251 BUSTOS GÓMEZ, Martha Lucía, et al. El arte de narrar la nación-construcciones discursivas de 
lo popular en el salón nacional de objetos del programa CREA: una expedición por la cultura 
colombiana. 2003. 
252 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T – 731. (13, diciembre, 2017). Expediente 
T – 6.327.022 
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Existen políticas públicas en favor de los menores como víctimas253, pero no una que hable 

de la VFP a tal punto que se normalice está modalidad de violencia. Nos encontramos en 

un escenario que requiere la visibilización de estas agresiones, entendido como el 

momento justo para que el derecho tenga injerencia en la regulación de este tipo de 

violencia; proporcionando mecanismos articulados con políticas públicas, que prevengan 

y remedien dichas conductas. Es necesario reconocer que existen problemas de esta 

índole, y que hay causas que aún no son estructurales llevando a consecuencias que 

exigen ser mitigadas. Desde la perspectiva de la política criminal se establecen 

“modalidades que atienden directamente comportamientos socialmente reprochables, a 

través de un amplio catálogo de medidas sociales, jurídicas, culturales, entre otras”254; sin 

embargo, en la práctica es posible evidenciar que la noción de política criminal es asociada 

de manera correlativa con la política penal255 situando como objetivo, la prevención de la 

comisión de conductas punibles y trayendo como consecuencia que no se hable de política 

criminal, sino específicamente de una política penal.  

 

 

La política criminal no implica que el Estado tenga que establecer una directriz de 

prevención de la criminalidad sólo desde el área penal; aquellos recursos son los últimos 

que se deben utilizar, pues según Salazar, “existen diversos mecanismos mediante los 

cuales el Estado puede prevenir la comisión de delitos, como una política social que 

propugne por la educación, el trabajo, la justicia, la igualdad, la participación política, el 

acceso a la justicia, etc.”256. Sin embargo, el Estado colombiano adolece de una postura 

clara y efectiva sobre la VFP, trasladando todo su contenido a la violencia ejercida por 

adolescentes que se inscribe en diferentes tipos penales de la Ley 1098 de 2006 norma 

que busca sancionar la criminalidad en adolescentes, más no prevenirla, tal como se ha 

señalado en apartados precedentes.  

 

 

 
253 GOBIERNO DE COLOMBIA. Política Nacional de Infancia y Adolescencia 2018 – 2030. Bogotá 
D.C. 2018. 
254 CUBILLOS, Marcela, et al. ¿qué es la política criminal? Bogotá: Observatorio de Política Criminal. 
2015. p. 4  
255 Ibid., p. 5. 
256 SALAZAR, Laura; PINEDA, Luz y ROJAS, Lucía. Óp. Cit., p. 254. 
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La solución para prevenir la comisión de conductas punibles por adolescentes o niños, 

desde la perspectiva de una política criminal, no radica en la imposición de sanciones, sino 

en la práctica de todas esas obligaciones que el Estado tiene para con la infancia y la 

adolescencia en la construcción de una sociedad libre, justa, sin hambre, sin desempleo, 

sin violencia, sin explotación257, pues bien menciona Baratta: “sabemos que sustituir el 

derecho penal por algo mejor, será posible solo cuando sustituyamos nuestra sociedad por 

una sociedad mejor”258. Como consecuencia de la decisión del Estado de que los 

adolescentes sean imputables y dejando de lado una política que hable específicamente 

de la VFP, el nuevo Código de Infancia y Adolescencia introdujo las sanciones 

correspondientes para aquellos adolescentes que se encuentra en una edad entre 14 y 18 

años que cometan algún delito. Estas son:  

 

 

1) Amonestación: Refiere a la recriminación que la autoridad judicial realiza al adolescente 

sobre las consecuencias del acto delictivo y la exigencia de la reparación del daño; 2) 

Reglas de conducta: Refiera a la imposición por la autoridad judicial al adolescente de 

prohibiciones u obligaciones para regular su modo de vida, así como fomentar y asegurar 

su formación; 3) Prestación de servicios sociales a la comunidad: Refiere a la realización 

de tareas de interés general; 4) Libertad vigilada: Refiere a la libertad con condición 

obligatoria de someterse a la supervisión, la asistencia y la orientación de algún programa 

de atención especializada; 5) La internación en un espacio semi cerrado: Refiere a la 

vinculación del adolescente a un programa de atención especializada al cual deberá asistir 

de forma obligatoria durante un horario no escolar o los fines de semana y 6) Privación de 

la libertad: Refiere a toda forma de internamiento en un espacio público/privado, ordenado 

por una autoridad judicial del que no se permite salir por su propia libertad. Esta modalidad 

se aplicará a los adolescentes mayores de 16 y menores de 18 años, delitos cuya pena 

mínima se encuentre establecida en el Código Penal o exceda 6 años de prisión. En cuanto 

a los adolescentes que se encuentran en una edad entre 14 y 18 años se aplicará la 

privación de la libertad cuando sean responsables de homicidio doloso, secuestro y/o 

extorción en todas las modalidades.  

 

 
257 Ibid. p., 255 
258 BARATTA, Alessandro. Criminología crítica y crítica del derecho penal: introducción a la 
sociología jurídico-penal. México D.F.: Siglo XXI, 1986. p. 221. 
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A pesar de que las cinco primeras sanciones esbozadas no resultan ser tan drásticas y 

permiten que el adolescente mantenga un permanente contacto con la sociedad, habría 

que revisar sí realmente logra un proceso reeducativo para el menor infractor. No es menos 

cierto que existe una contradicción entre la parte “dogmática” de la Ley y el SRPA, 

entendida ésta desde la obligación que tiene el Estado en cumplir con sus respectivas 

funciones de carácter resocializador259. Al respecto el Sistema Nacional de Coordinación 

de Responsabilidad Penal para Adolescentes – SNCRPA –, tiene la responsabilidad de 

enfrentar las necesidad, dificultades y retos en los cuales se han evidenciado necesidades, 

dificultades y retos para el adecuado funcionamiento del SRPA en el territorio nacional. 

“Uno de los elementos indispensables para garantizar el cumplimiento de las finalidades 

del SRPA y la garantía de los derechos fundamentales de los y las adolescentes y jóvenes 

en conflicto con la ley penal es el de fortalecer su proceso de inclusión social”260.  

 

 

Esta responsabilidad el Estado colombiano relacionado con la protección de los jóvenes 

lleva al abordaje de la Justicia Juvenil Restaurativa, ya anunciada, integra “un conjunto de 

objetivos concurrentes, como son: la reparación integral del daño ocasionado a las 

víctimas, la responsabilización del adolescente, su protección integral y reintegración a la 

sociedad, y el restablecimiento de los lazos sociales de confianza lesionados con el delito, 

principalmente”261. La justicia restaurativa se fundamenta en un enfoque sociológico en 

virtud del cual se reconoce la importancia de reconstruir las relaciones entre la víctima y el 

agresor que han sido afectadas con ocasión del comportamiento delictivo; por medio de 

un “procedimiento que le permita a este último comprender el daño ocasionado y que 

promueva su reincorporación a la sociedad, sobre la base de reconocer necesidades e 

intereses recíprocos que deben ser satisfechos, lo cual adquiere la mayor relevancia 

tratándose de adolescentes en conflicto con la ley penal”262. En este sentido, la Justicia 

Restaurativa resulta ser un modelo de alternatividad penal, ya que busca transformar la 

idea habitual de castigo o retribución, por una idea que rescata la importancia que tiene 

 
259 BARATTA, Alessandro. Óp. Cit., p. 220.  
260 SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. Directriz No. 6 del SNCRPA para formulación e implementación de acciones de 
Política Pública y estrategias de inclusión social en el SRPA. Colombia. 2021. p. 2. 
261 SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. Directriz No. 3 del SNCRPA para orientar la formulación de programas de justicia 
juvenil restaurativa. Colombia. 2018. p. 6.  
262 Ibid., p. 6.  
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para la sociedad las relaciones de reconstrucción entre la víctima y el victimario. Visión 

que debe extenderse a la VFP como una forma de reconstrucción del tejido social, frente 

a comportamientos que se han vuelto más comunes y que se ha expresado, sigue en la 

invisibilización generalizada, referente a la violencia intrafamiliar.  

 

 

3.7. Conclusiones 

Con lo desarrollado en el presente capítulo resulta necesario que en la aplicación de la Ley 

294 de 1996 con sus respectivas reformas se dé lugar a un tratamiento de atención del 

adolescente agresor al interior de la familia en el marco social. En este sentido, las políticas 

establecidas en la Ley 1098 de 2006 afirma que “los niños y adolescentes que hayan 

cometido una infracción a la ley tienen derecho a la rehabilitación y a la resocialización”263; 

no implica que se puedan atender los casos en las Comisarías de Familia. De allí, que los 

adolescentes sean considerados sujetos que se han extraviado de los cauces por donde 

marcha la sociedad y les sea aplicada una sanción para que una vez cumplida esta, se 

conmine al adolescente en aras de prevenir y remediar situaciones de violencia en el 

hogar.  

 

 

La ley olvida que los valores de la sociedad actual no son el mejor ejemplo para seguir por 

parte de un adolescente que ha infringido la norma y deja de lado la necesidad que existe 

de regular la VFP.; por ello, antes de hacer referencia a educación y reinserción social, se 

hace imperante evaluar el sistema de valores de sociedades como la nuestra que día a día 

sufren más los desequilibrios de las disfuncionalidades de las familias y llevan a que se 

anclen comportamientos que alejan los buenos comportamientos para dar paso, a aquellas 

acciones que ahondan más la problemática representada en la VFP.  

 

 
263 Artículo 19 de la Ley 1098 de 2006. 





 

 

4. Conclusiones y Recomendaciones  

4.1. Conclusiones  

El aporte de la investigación al campo del derecho radica en la importancia que tiene para 

el tejido social que la VFP se visibilice, a través de la norma, pues no tiene sustento o 

fundamento el conceptualizarla, analizarla y estudiarla desde la simple teoría, pues ésta 

no permite mostrar la verdadera problemática que existe con relación a la VFP; muestra 

de ello, es que los pocos registros, se encuentran inmersos en otras modalidades de 

violencia, haciendo difusa su percepción real frente a la sociedad colombiana y por ende, 

contribuye a aumentar la desarticulación del tejido social. El trabajo realizado permitió 

evidenciar la VFP involucra formas, matices, características y actores diferentes; en ella 

puede consistir en daño físico o psíquico, daño a la integridad sexual, económico o 

cualquier otra forma de agresión. Estas formas de violencia desprenden una nueva 

modalidad de violencia tipificada como VFP; la cual, la gravedad de la conducta violenta 

de los adolescentes en el seno de la familia puede variar mucho, e ir de actos leves a 

graves de violencia. 

 

 

Respecto a la VFP ejerce una nueva modalidad de violencia que es un problema cada vez 

más relevante en los sistemas de protección social, sanitario y judicial, y el cual sigue 

presentando lagunas respecto de sus principales características y las de sus victimarios. 

Esta violencia corresponde a conductas reiteradas de violencia física (agresiones, golpes, 

empujones, entre otras) y verbal (amenazas, manipulación psicológica, entre otras) dirigida 

a los progenitores o adultos que ocupan su lugar. En el marco de esta realidad, evidenciar 

que los menores que han sobrepasado las normas legales del Estado colombiano, en 

términos de “menor infractor o menor delincuente”, “delincuente juvenil”, sugiere la 

aproximación al menor en situaciones de conflicto social como un aspecto que implica 
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procesos y factores sociodemográficos previstos en los estudios criminológicos. Las 

condiciones individuales, familiares, escolares y sociales, entre otras, tienen una fuerte 

influencia en la conducta del individuo, protegiendo o actuando de forma desfavorable en 

la consecución de conductas delictivas que se encuentran directamente ligados al Código 

de Infancia y Adolescencia, y en especial al SRPA  

 

 

Resaltar la importancia de la política criminal del Estado en la conducta punible de VFP en 

el ámbito jurídico del Derecho Penal, es un hecho que a partir de 1996 se comienza a 

hablar en nuestro ordenamiento jurídico. Hablar concretamente de VFP es referente a la 

VIF. Esta conducta, tal y como se ha venido mencionando en los capítulos anteriores, 

relaciona la VFP. con conductas directamente derivadas de la VFP Si bien, esta conducta 

preexiste intrínsicamente desde tiempos inmemorables, solamente se habla de una VIF, y 

fue tan así que antes de la Constitución de 1991 no tuvo una concepción normativa y 

jurídica, ni una protección jurídica y una política criminal asertiva. La conducta punible no 

se encontraba prevista en 1936 y en el Decreto 100 de 1980 del Código Penal. Es por ello, 

que a partir de la Constitución Política de 1991 y el bloque de constitucionalidad, el Estado 

colombiano profirió la Ley 294 de 1996 donde se tipifico la conducta punible de VIF y se 

brindó un tratamiento ante la problemática.  

 

 

Sin embargo, la política criminal en Colombia ha cometido una deficiencia al intentar 

resolver y regular la VIF y la VFP, confundiendo así estos dos tipos de violencia que no 

son excluyentes, pero si diferentes, generando una regulación penal no acorde a las 

circunstancias del fenómeno jurídico de violencia domestica; pues, la modalidad de 

violencia no puede seguir siendo vista o analizada desde otros tipos de violencia que se 

encuentran inscritos en el Código de Infancia y adolescencia, en especial al SRPA; punto 

objetivo del presente capitulo. La Ley olvida que los valores de la sociedad actual no es el 

mejor ejemplo para seguir por parte de un adolescente que ha infringido la norma y deja 

de lado estrategias de prevención de la VFP, este tipo de violencia sigue anclada a las 

sanciones del Código de infancia y adolescencia bajo otras modalidades de violencia como 

lesiones personales, agresión con arma cortopunzante, entre otras.  
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El Plan Nacional de Política Criminal (2021 – 2025) es un vivo retrato de la deficiencia de 

una política criminal encaminada a la prevención de la V.F.P, pues en dicho documento 

solo se limita con el establecimiento de pilares que giran en torno a la prevención de la 

criminalidad, la investigación, el juzgamiento, el cumplimiento de la sanción y la 

resocialización. Sin embargo, al momento de establecer las siete prioridades del Plan, 

estos simplemente se enfocan en estrategias para enfrentar el homicidio, las violencias de 

género, el crimen organizado, la criminalidad adolescente, la humanización de la prisión, 

la modernización de la acción estatal y la lucha contra la corrupción dejando afuera 

estrategias para la prevención de la VFP pues se establecen únicamente estrategias 

intersectoriales de prevención de la delincuencia juvenil con enfoque territorial y la 

reiteración criminal de adolescentes y jóvenes por medio de la utilización de alternativas 

judiciales. 

 

 

Por lo anterior, El Estado establece únicamente estrategias intersectoriales de prevención 

de la delincuencia juvenil con enfoque territorial y la reiteración criminal de adolescentes y 

jóvenes por medio de la utilización de alternativas judiciales y dejando de lado la 

importancia de establecer una política criminal referente a la VFP. y dejando tela de juicio 

el quehacer del Estado frente a las sanciones implementadas en los menores agresores y 

transgresores de la norma, ante la necesidad de toma de medidas preventivas que 

fortalezcan la convivencia y la seguridad dentro de los núcleos familiares, ni logra alcanzar 

una efectividad para la prevención de violencias dentro del núcleo familiar desde de la Ley 

294 de 1996. Situación que no varía mucho con la Ley 2116 de 2021, lo característico de 

esta norma es que integra la violencia basada en género y afianza la autonomía e 

independencia de las Comisarías de Familia en su gestión. También cabe señalar que no 

contempla la VFP, lo que deja entrever que esta modalidad de violencia no ha sido tenida 

en cuenta con la seriedad que la misma merece.  

 

 

En tal sentido, cabe señalar que el sistema de justicia penal para adolescentes continúa 

su enfoque orientado a la protección del menor infractor, para ello la Justicia Penal 

Restaurativa aporta los elementos de alternatividad penal para que los jóvenes tengan 

diferentes opciones para su resocialización. No significa que lo estipulado sea errado, por 

el contrario, se afianza la representatividad del Estado colombiano en pro de proteger a 
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sus menores, pero en dicha protección no se puede dejar de lado, los actos ilícitos que 

cometen cuando atentan contra algún miembro de su familia.  

 

 

4.2. Recomendaciones  

La autora recomienda continuar con el desarrollo de la presente investigación en cuanto al 

levantamiento de datos estadísticos precisos, claros y concisos sobre la VFP, ya que una 

de las mayores dificultades para dar respuesta a la pregunta de investigación y al objetivo 

propuesto, fue no contar con cifras exactas; escasamente existen los registros informales 

de las Comisarías de Familia.  

 

 

Aunado a lo anterior se precisa además de la reforma normativa contar con una Política 

Pública que consolide los conceptos, características y criterios inherentes a la VFP, dado 

que esta modalidad de violencia día a día se ha ido posicionando más en el contexto social 

colombiano, evidenciando la falta de rigurosidad en el tema.  
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